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INTRODUCCIÓN. 

El presente estudio tiene por objetivo destacar la importancia de los avances 

de las instituciones administrativas en México, en el devenir histórico para resolver 

controversias contencioso administrativas, por ser el resultado de afectaciones en la esfera 

jurídica del gobernado. 

Desde la época colonial sobresalen y se establecen instancias jurídico 

administrativas que defendieron actos lesivos de la autoridad a favor de los indios, as{ 

también se vislumbra de manera incipiente el procedimiento contencioso. 

En la época independiente destaca la creación de una ley para el arreglo de 

lo contencioso administrativo; llamada Ley Lares, dicha Ley no fue aplicable por ser 

declarada anticonstitucional; sin embargo, fijó las bases para establecer con posterioridad 

la constitucionalidad de los tribunales administrativos. 

En la época revolucionaria no ese encuentra un adelanto en las leyes 

administrativas que garantice el respeto de los derechos de los gobernados. 

La época actual reviste de gran trascendencia, por ser en ésta cuando se crea 

el Tribunal Fiscal de la Federación en 1936, que resuelve asuntos tributarios y a medida 

que evoluciona también resuelve los de carácter administrativo; la desventaja que 

presentaba es que el particular no encontraba una verdadera competencia, para resolver la 

problemática contenciosa administrativa. Es por ello, que se propone al Tribunal 

Contencioso Admimstrativo del Distrito Federal, corrio una instancia idónea para 

garantizar adecuadamente la equidad de la 1mpartición de justicia administrativa y su 

eficiente control de la legalidad, contra actos qui! emanen de la Administración Pública 

Local y que ocasionen una lesión al particular. 
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Analizar los conceptos fundamentales de la tenninología del Tnbunal 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, son de suma importancia en la práctica y 

aplicación en la defensa de los particulares, cuando se promueva el procedimiento ante éste 

Tribunal. 

Los conceptos en cita son los siguientes: La función administrativa, el acto 

administrativo, los elementos constitutivos del acto administrativo, la clasificación, efectos 

y extinción de dicho acto. 

Asimismo se examinará la estructura y funcionamiento del Tribunal 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, su naturaleza jurídica, el marco jurídico, 

su jurisdicción y competencia. 

Por último se valuará el Nuevo Procedimiento Contencioso Adminístrativo, 

sus características, su jurisprudencia para posteriormente evaluar sus ventajas y 

desventajas y de esta manera emitir comentarios y sugerencias de posibles modificaciones 

al mismo. 



CAPÍTULO I. 

ANTECEDENTES DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

DEL DISTRITO FEDERAL. 

A) EPÓCA COLONIAL. 

B) EPÓCA INEPENDIENTE. 

C) EPÓCA REVOLUCIONARIA. 

D) EPÓCA ACTUAL. 

s 



La evolución de los actos administrativos en el Distrito Federal encuentra su 

antecedente más remoto en las pnmeras disposiciones que regularon la vida Jurídica del 

México Colonial, principalmente con Las Leyes de Indias, en las cuales se estableció la 

encomienda, como sistema de substanciación de actos de autoridades del gobierno de la · 

Ciudad de México, que transgredían la e.sferajuridica de los gobernados. 

Aun cuando no encontramos una verdadera legislación reguladora referente a 

nuestro tema, no es óbice para que hagamos una breve semblanza de las distintas instituciones 

que existieron como órganos jurisdiccionales, para dirimir las controversias entre los 

encomenderos y los indios encomendados. 

Para que posteriormente con estas bases podamos adentrarnos propiamente en 

nuestro tema, en lo referente al "Nuevo Procedimiento ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal." 

A) EPOCA COLONIAL 

La época Colonial viene a constituir un antecedente relevante del Tribunal 

ContencioSü Admmistrativo del Distrito Federal, y por tanto, digna de considerarse en primera 

instancia por ser en la Colonia, cuando empieza el surgimiento de Instituciones creadas 

cspccHicamente para la defensa de los derechos de los gobernados. Vlslumbrándose una 

concicnt11.aciún del gobernado respecto a sus derechos como particular, frente a la autoridad 

en casos de :.1bu:ms de la misma, tal y como se aprecia en la figura de la Encom1Cnda. 

Sobre el partícular, Alfonso Zorita, nos mdica:. !!De pocos años a esta parte se 

ha usado y se usa. que los encomenderos alegan y dicen que sus indios les pueden pagar mas 

tributos de los que les pagan. porque es mucha la gente. 



Dáse provisión para que los vayan a contar y va la persona que la audiencia 

nombra y el encomendero tiene modos y maneras para que se nombre quien el quiere, y si no 

se nombra o no le contenta el nombrado, procura con los ind10s que lo recusen y se los 

aconseja él. .. 

Acabada la cuenta del Pueblo, traése a la Audiencia y tásese y acuden los indios 

a decir que la cuenta no esta buena, y a pedir que los desagravien porque el tributo que les han 

impuesto es excesivo, se traslado al encomendero dura el pleito un año o medio, más o 

menos". 1 

Analizando lo que Zorita indica, nos percatamos que la encomienda que existió 

en la Coloma, cuyo objetivo era evangelizar y educar a lo indígenas fue realmente desvirtuada 

en gran parte de los casos por los encomenderos, quienes se apartaban de los verdaderos fines 

de la Encomienda. Los encomendados, sufrían los malos tratos y arbítranedades; es por ello, 

que el indígena empieza a valorar su situación y es lo que da pie a la creación de incipientes 

inst1tuc10nes creadas para la defensa de los indios, los cuáles sufrían agravios muy a pesar de 

Ia normatívídad que existía en las Leyes de Indias. 

Entendiéndose por Leyes de Indias, según el Diccionario Jurídico Omeba, " 

toda serie de ordenamientos jurídicos emanados de la Corona para regir a los pueblos de 

América. Las Ordenanzas Reales del Consejo de Indias fueron encomendad.as a un letrado, 

ignorándose su nombre. por mandato de Felipe IL promulgadas en 1571 y dadas a la luz en 

Madnd en ! 585. 

Posterionnente, en 1681 se realizó una Rccopilaci0n de: las Leyes de los Remos 

de !as Indias". 

A continuación nos pcnnit1mos citar alguna:-; <.k las ,)nknan1as más importantes 

para nuestro tema. de !a Rccopibción de las Lcyc_-; dc Indias. 

1Cf1 MAR! l:\f·/ LAR:\, Ramon "!:\ S1:-.tcma Contcnc1,,-;o en \i\cxu.:o" EJnon.il. lnlla._, M~x1..:o 1990 p. RO 
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a) Ley !, Título 7, Libro 7 "De los Encomenderos de los indios.- Que los 

encomenderos juren que tratarán bien a los mdios. Mandamos que se tome juramento a los 

indios encomendados, o se les encomendaren, de que los trataren bien, y conforme a lo que 

esta dispuesto y ordenado".2 

Respecto a lo anterior podemos decir, que sin bien es cierto, quedaba 

plenamente estipulado el buen tratamiento a los mdios, mediante las citadas Leyes indianas; 

también lo es que éste no se llevaba a cabo la mayoría de las veces, como ya se había hecho 

alusión. Asimismo, a través de las Leyes de Indias se logró un control en la Colonia, dicho 

control favoreció predominantemente a los españoles y únicamente de manera relativa a los 

. indígenas. 

El Título séptimo, Apartado Noveno señalaba: "Que los encomenderos 

doctrinen, amparen y defiendan a sus indios en personas y haciendas" Porque el origen de fas 

encomiendas fuere presentado siempre el bien de los indios, para que fuesen doctrinados en 

las cosas de fe y para que los encomenderos tuvieren cargo de su doctrina y defensa ... Y los 

tuvieren en encomienda para que no recibiesen mngún agravio"3 

Con la figura de la encomienda se pretendió conciliar intereses de los indígenas, 

además de encargarse de evangelizar. Garantizando con ello, su tutela jurídica. Sin embargo; 

sólo constituyó una justificante para que los encomenderos adquieran dominio sobre el 

indígena akJándose de sus verdaderos objetivos. 

El Sistema Judicial en la Colonia, se organizaba a través de el Consejo de 

Indias, el cual como órgano administrativo de carácter especiaL ejercía la Administración en la 

Nueva España, basándose para ello: en su legislación prevista. 

Sin embargo. dicho órgano no satisfacía adecuadamente las cspectatlvas de 

justicia qui.! la Colorna requería. Lo anterior se debía quizá por la carencia de: un órgano 

2 U:ON P!N[l.O, Antonw J~:::_~i_piloción de la~ India._, rcimtl !l. Editorial. Porrúa. Mb:.ico 1992 
p, l"i'97 



competente que vigilara el cumplimiento efectivo de las leyes indianas, ya que éstas eran 

vulneradas constantemente por las autoridades sin que se observara su eficaz cumplimiento. 

Las Audiencias Reales de Indias, eran órganos administrativos, que fungían 

como Tribunal de Defensa competente para los derechos del mdígena. Tal y como se aprecia 

en la siguiente Cédula Real: 

Ley XXV, Título 15.- "De Virreyes y Gobernados proveyeran a título de 

gobierno, esta ordenado que si alguna parte se sintiera agraviada, pueda apelar o acudir a las 

Audiencias Reales de las Indias... Y ahí son oídos judicialmente los interesados y se 

confirman, revocan y moderan los autos y decretos de Virreyes y Gobernadores".4 

A través de las Audiencias Reales, se resuelven de manera mcipiente los 

conflictos de orden administrativo, al darles oportunidad a los gobernados de ser oídos en 

juicio y poder modificar, confirmar o revocar algún auto o decreto de Virreyes y 

Gobernadores. 

De lo anterior, se desprende que las Leyes de Indias, facultaron a los 

administrados que se smtieran agraviados ante una lesión ocas10nada por decisión del Virrey o 

Gobernador, para que pudiesen apelar ante las Auóenc1as Reales de Indias. Por ser su función 

primordial atender asuntos de índole administrativa y judicial. 

Es por ello; que buscando dar respuesta a !as conflictivas que se presentaban 

por el incumplim1ento de la ley en ésta época, que se extienden las funciones de las 

Instituciones Administrativas y se fomenta la creación de nuevos órganos. tales como la Real 

Audiencia, encargada de fincar presuntas responsabilidades a los funcionanos públicos. 

Posti..::normcntc el Consejo de Indias, se organiza mCJOr, al existir una división 

judicial di.:: doci..:: chstritos y a la cabeza el establecimiento de un Tribunal Superior como la 

1 lhtU<.!m p. l i9X 
.J fd<.!m p ! 799, 



Real Audiencia. Asimismo, a las Audiencias, Indianas de España, les correspondía conocer de 

la~ v;sit(\s v Juicios de Resideric1a instaurados en contra <le Virreyes, Presidente. Oídores y 

demás funcionarios de la Administración Pública. Valiéndose para ello, de las visitas y los 

juicios de residencia. 

Las Visitas eran hechas a las autoridades administrativas para verificar su buen 

desempeño laboral y constituyeron durante la Colonia un eficaz medio de controI de Ia 

actividad gubernativa. asegurando con ello, el buen funcionamiento de la Administración 

Pública. Tal y como se aprecia en la siguiente Cédula Real: 

e) Ley XXX, Título 17, Libro 5.- De la Recopilación de las Leyes de Indias 

"\1andamos a lo nuestros virreyes, presidentes y oydores de las nuestras 

Audiencias Reales de las Indias de que lo que se hiziere en las visitas que salen a hazer los 

oydores con todo lo demás que se les ofreciere, para que consiga el fin que se pretende del 

buen goviemo de la tierra, nos avisen en cada ocasión." 5 

Para efectuarse las v1s1tas, era necesario que los visitadores las publicasen, 

primero en la ciudad y posterionnente en lugares sujetos a la Audiencia, prev10 a la práctica de 

la visita. Tal y como lo disponía: 

d) Ley VI, Título 18, Libro 5.- "Mandamos a los visitadores que por nos fueren 

enviados a las nuestras Audicncws de !as Indias. que luego que llegaren a ellas, den aviso a 

todas hts cimlad.es, villas y lugares sujetos a la Audiencia, que cada uno que fuere a visitar, de 

la visita 4uc hubiere que hazcr para que todas las personas que qmsicren venir ante ellos a 

pedir Justicia de los agravios que huvicran recibido de las d1ch3s Audiencias y de las otras 

personas a quien mandamos visitar, lo puedan hazer. para ello le señalen el término que les 

parccicrc".h 

~ hkm p,¡-so 

h !dem p ISOI 
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Los juic10s de residencia se establecieron para poner fin a las arbitrariedades de 

las autondades, y alcaldías mayores. Al igual que las visitas. auxiliaban significativamente a 

la Corona procurando así la equltative. impart1ción de justicia. Estos tenían sus limttantes de 

acuerdo a la costumbre, pudiendo ser públicos o privados. 

e) La Ley II, Título 16, Libro 6.- De los juic10s de Residencia. "Quando se 

huvieren de prover corregimientos y alcaldias mayores por los nuestros virreyes y presidentes, 

governadores, las nuestras Audiencias den orden que se tome residencia a aquellos en cuyo 

lugar se proveyeren y nombraren de nuevo, al tiempo que lo fueran para que las partes que 

huviere querellosas vayan y alcancen justicia, pero donde huviere costumbre de que esto se 

haga por solo el virrey o presidente esto se guarde".7 

En los juicios de Residencia, quedaban sometidos aquellos funcionarios 

públicos al final de su encargo, éstos eran hechos con el fin de evaluar a los servidores 

públicos y fincarles o no, responsabihdad en contra de ellos. Se pregonaban para poderse 

!levarse a ctecto, dando así oportunidad a los agraviados y a terceros perjudicados para 

formular sus respectivos cargos. 

Este Juicio era sumario y tenia una duración de seis meses. desde la 

substanciación hasta la sentencia y en caso de resultar ésta favorable al agraviado, en este caso 

d imi10, al culpable se le condenaba al pago de una indemnización por los daños ocasionados 

por su causa. 

Tratándose de Virreyes, Oidores y Gobernadores, le competía al Consejú de 

Indias y tratándose de las demás autoridades tenía conocimiento La Real Audiencia. 

Más tarde se crea. El Real Supremo ConscJO de Indias, d cual nace a raíL de la 

conquista di.: C;1r\os V. en 1524, como organismo especial y autón,Hno. contaba i.::on una 

excelente nrgani.1.~1c1ón a CI le correspondían funciones Je inter0~ público, cuya función fucra 

ldcm p 1 su~ 
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la defensa de los gobernados, al salvaguardarles sus derechos, de igual manera constituía una 

mstancia idónea para resolver situaciones de injusticia a favor de los indígenas. Sus funciones 

eran de índole gubernativa, hacendaria y judicial y contaba con plena junsdicción. 

Serra Rojas, nos informa que: "en la Colonia existía otro instrumento legal 

encargado de salvaguardar posibles violacrones de la autoridad administrativa y restablecer las 

garantías indrviduales que goza todo gobernado, y este mstrumento consistía en un "interdicto 

posesorio'\ por ser adecuado, eficaz y aplicable a las arbitrariedades de la autoridad, éste era 

utilizado por el virrey y las Audiencias, así como por los particulares, por ser titular de 

derechos personales de posesión y propiedad de los gobernados, contra los actos de afectación 

de autoridades admirnstrativas, dicho medio resultaba ser corno un amparo en nuestra época 

actual".8 

Cabe hacer mención, que además de aplicarse las Leyes Indianas como 

ordenamiento Jurídico en la Nueva España, se aplicaban supletoriamente las Leyes de Castilla, 

las cuales eran creadas por su máximo órgano Superior de elaboración de leyes de indias, 

dicho órgan0 se le denominaba Cortes. 

Po:,tcrionnente en 1510. los problemas de las indias fueron resueltos por una 

junta compuc:,;ta por diversos miembros del Consejo de Castilla. 

Las Instituciones Administrativas, confonne al paso del tiempo se fueron 

pcrfecc1nnand0 tanto en su procedimiento como en su organización y atribuciones. Lo 

antcnnr. sc d~bió a las Ordcnan;;as establecidas con posterioridad a éstas instancias 

admrnistrat1vas. y que fueron las que contribuyeron eficazmente a complementar un sistema 

Jdmmistrativo más íntegro. 

[);_mdo lugar. a un mayor auge de demandas, pcm1iticndo asi el fortalecimiento 

en los awntl1:-. rd'i.:rcntcs a \()s Indios. 

1, 



_ Y es en el año de 1786, cuando se promulga en Madrid. España "La Real 

Ordenanza vara el Establecimiento e Institución de intendentes del Ejército y Provincia del 

Reino de la Nueva España 11
• 

Y es en el mismo año de 1786, cuando se proliferan notables cambios en el 

territorio de la Nueva España, al dividirse en doce intendencias siendo éstas: México, Puebla, 

Santa Fe de Guanajuato, Valladolid, Guadalajara, Zacatecas, Oaxaca, Mérida, Veracruz, San 

Luis Potosí, Durango y Sonora. Cada intendencia a su vez, se dividió en partidos, y éstos en 

municipalidades. Los gobernadores y justicias mayores de los reinos o provincias fueron 

sustituidos por intendentes; y los Alcaldes Mayores, por Subdelegados. Al respecto se nota 

una considerable evolución en cuanto al sistema administrativo. 

Otra Institución administrativa, durante ésta época era, La Junta Superior de 

Hacienda que como Corte de Apelación especial, se encargaba de resolver negocios 

relacionados a las rentas del reino. Sus funciones no eran •jurisdiccionales, más bien 

administrativas. Por ejercer la tutela jurídica de los actos fiscales la propia autoridad 

administrativa, por medio de su Junta Superior de Hacienda, impidiendo con ello, el 

surgimiento de un real y efectivo régimen contencioso fiscal. 

Otro antecedente importante lo fue, la Constitución de Sayona de 1808, que a 

pesar de no tener vigencia en la Nueva España. sirvió de base para la creación de un ConseJO 

de Estado, cuya función primordial era el conocimiento de controversias administrativas. 

Para finalizar el estudio de la época Colonial, es neccsano comentar que en la 

Nueva España, existió un sistema de Justicia administrativa retenida en la administración 

tratándose de asuntos fiscales y otras veces se delegó a Tribunales Judiciales, tales como las 

Audiencias Reales y del Real ConseJO de Indias aunque deficientes; por no cumplirse 

plenamente sus disposiciones, dichas instituc10ncs fueron las pioneras en lo que a la 

conflictiva contenciosa se refiere. 



Es así corno se empieza a matizar los orígenes de conflictivas de tipo 

contencioso administrativo, de las cuales se manifiesta su competencia, procedimiento y las 

partes que intervenían en este tipo de procedímtento siendo éstas el particular afectado por un 

acto de autoridad; la parte actora, y la propia autoridad como la demandada. 

Asimismo las violaciones de que eran objeto, así como la reparación del daño y 

la destitución del cargo del servidor público. Lo cual fue determinante y fundamental para el 

perfeccionamiento y reglamentación a 'Priori', de un Tnbunal Contencioso Administrativo. 

Dichos lineamientos le dan la pauta al particular, siendo en está época el 

indígena, de inconfonnarse ante una lesión en su esfera jurídica, recibida por una arbitrariedad 

de una autoridad administrativa, con lo que se le dá oportunidad al gobernado de acudir en 

busca de defensa. 

B).- EPOCA INDEPENDIENTE. 

En el año de 18 l O, los revolucionanos independentistas pretendían cambios 

significativos en la estructura del sistema social, dichas reformas pretendidas, no se alcanzaron 

del todo al consumarse la independencia. A continuación se mencionarán los antecedentes 

mis relc\tantcs que constituyen ésta época. 

El primer antecedente de ésta época. lo constituye la Constitución de 

Apatzingán. promulgada por Morelos. aunque está Constitución no tuvo vigencia en México; 

sin embargo, representó un texto significativo en donde se expusieron todas las necesidades y 

problemas del país. 

Más tarde, al consumarse la independencia. se inicia una etapa de más libertad, 

que trae consigo cspcran;:a de rc:stablcccr y organizar el onkn jurídico. 

La 111i1ucncia adoptada del cxtrnnjcro cs ttlmada como punto de apoyo. para 

enfrentar futuros rctos. Al respecto, Arturo Gonzálcz Cosio expresaba: "Pucde afinnarsc sin 
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exageración que el nivel cultural, la calidad profesional y la excelencia de la información, 

constituían el patrimonio tanto en los grupos liberales como de los grupos conservadores"9 

En esta época independiente, se tomaba muy en. cuenta la información, recibida 

del extranJero, adoptándola a su vida. Esta era una filosofia que mcrementaba su forma de 

pensar, su nivel cultural y social. Propiciando de esta manera una conciencia admimstrativa y 

motivación de actividad creadora de órganos administrativos, para su organización. 

Tal es el caso, de la "Constitución de Bayona que instituyó un Consejo de 

Estado, encuadrado dentro deI tipo de justicia retenida". 

Ya habiendo sido rnenc10nada en la época Colonial se retoma para la creación 

de un Consejo de Estado, de tipo francés en territorio nacional. El cual se detallará con 

posteriondad más ampliamente. 

Leyes Centralistas de 1836, en la Ley Qumta en su artículo 12, fracciones VI, y 

XX. otorga competencia a la Corte Suprema de Justicia para conocer de las disputas judiciales 

que se muevan sobre contratos o negociaciones celebradas por el Supremo Gobierno o por su 

orden expresa y de los asuntos contenciosos pertenecientes al patronato. de que goce la 

Nación. observándose en dicha Constitución la injerencia que tenía la Suprema Corte, en la 

competencia administrativa. 

Ramón Martírn:z señala: "en 1836. en las Leyes Centralistas se adoptó una 

estructura <le tipo unitario estableciéndose que los Departamentos serian gobernados por los 

funcwnarios subordinados directamente a la autoridad Ccntral". 1º 

Con éste sistema adoptado por la autoridad administrativa se logra un sentido 

<le nrguni/adún di!crentc, a través de un apartado único reglamentado en la Ley. Sobre d 

particular. "L'l artkulo ! l l de !as Bases Orgárncas de 1843. l!stablcció el C'onsc30 de Est.:ido y 

'I li():-l'/..\1 ! / L ()S]O. :\tturo, !,l.l\id-:, Pubhc11 v la Ju11..,prud-:nc1a ~·n M,1tc11::i :\dmim~trall\'a en \10:;:~.~~­
!".dit,,11,d l)u1r1.1,1 \kx1..:o 1482 p. 33 
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la fracción II del 119, negó a la Suprema Corte de Justicia tomar conocimiento alguno sobre 

asuntos gubernativos e-r:onómicos de la Nación, o de los departamentosu. 11 

Y siete años con posteriondad, se le mega atribuciones a la Corte de Justicia, 

sobre el contenctoso administrativo. notándose la msp1rac1ón del modelo de Sayona, para que ' 

un solo órgano se encargara de esta competencia en especial. 

Briseño Sierra señala: "Creado el Amparo en 1847, fue a través de este juicto 

como se orgamzó el control judicial de la administración, aunque en el proyecto de Don 

Urbano Fonseca para reglamentar las normas del Acta de Reformas de 1847, se dijo que el 

Amparo en materia de lo contencioso-administrativo sería regulado a través de una 

reglamentación especial, idea que no prosperó" .12 

El Jmcio de Amparo, si bien es cierto, sirvió como base para la organización 

del control judicial no logro satisfacer adecuadamente el control de legalidad de actos de la 

administración pública, por encargarse del control de la constitucionalidad. Sin embargo, 

contribuyó a auxiliar a las leyes administrativas inexistentes, no resultan do lo 

suficientemente adecuado para sustituir la sección de lo contenc1oso administrativo. Razón 

por la cual, no tuvo una pennanencia perdurable en este apartado. 

Ya que resultaba mdispensable una sección en particular que se encargara de lo 

contt:ncioso administrativo. Aunque las Bases para la Administración de la República de 1853, 

en el artículo L de la sección segunda crean un ConscJo de Estado que tendría funciones Para 
los diversos ministerios gubernativos. 

A través de los datos que aporta el Profesor Humberto Briseño Sierra, es 

necesario apuntar que todos ellos, fueron trascendentes y contribuyeron al perfeccionamiento 

de los ai..:tuaks tnbunaks encargados de la impartición de justicia administrativa. En cuanto al 

IO \-1:\R J'IN! /.. t .\RA, Ram(Jn t)r. (. tl p x'O. 
11 lh1Jcm p S l 
l.:'. BRISI ~<) '-ILRR.\, 1 !umbl.!1111. htudi,1 Jd rnhun.d (\1nccni.:i.-1'-t1 \Jnwll-.!1:.lll\Ll dd D1'-t11to Fi.!,kral. Ri.!\ 1._l,l 

Jcl \11hun.1! de 111 l\,11tt·t1~·1,,-.11 Adm~111,11att'vl1 Jd \)1-.tntn No 2 V,11 1 \.k.,t..::l1 IIJ73.p 3 
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Amparo que menciona el Profesor aunque se cree que de esa manera se organiza el control 

Judicial de la Admimstración, se mantienen en una falsa conceptulización puesto sólo sustituía 

de manera muy precaria a lo ccntencioso administrativo. 

En el año de 1853, ya se contempla un aparato administrativo cuya competencia 

consistía en resolver una gran variedad de asuntos gubernativos, con lo que se superaba en 

gran medida la competencia del Amparo. 

Por lo anteriormente expuesto, Bnseño Sierra, concluye que, "La Ley para el 

arreglo de lo contencioso administrativo y de su reglamento de mayo de l 853, redactadas por 

Lares, hicieron del Consejo de Estado un Tribunal Administrativo de justicia retenida parecido 

al ConseJO de estado francés".13 

Mediante la Ley para el Arreglo de lo Contencioso Administrativo se establece 

ei primer antecedente legislativo posterior a la Independencia, en virtud del cual se perfila una 

cultura Jurídico adm1mstrat1va más confonnada. Sin olvidar que su insptración se debió a 

doctnnas francesas, razón por la cual está influencia fue notable en la transfonnación de un 

nuevo s1:-.tcma contencioso administrativo. 

Briseño Sierra cita las palabras del insigne Vallarta en el sentido de que, "es 

imposihk. decía Val\arta, que exista en México un contencioso administrativo. porque es 

111const1tui..:1onal que la Administración goce, como en otras naciones, de la facultad de fallar 

asuntús l ll 1g1osos. 

Con todo añadía cnscguida, no debe seguirse de lo anterior que sea de la 

competcnc1,1 di.:: los tribunales conocer de toda cuestión que se promueva con m0tivo de las 

obras de utilidad pública o de asuntos de interés general. porque ello sería pnvar a la 

/\dm1n1-;tr:1i.:i,'in dc ::-us facultades propias y canonizar la mvas1ón del Judicial sobre el 
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Ejecutivo ... Negando al administrativo la facultad de fallar asuntos contenciosos" 14 

Vallarta sostenía la inconstituc10nalidad de la Ley Lares por que a su 

consideración era violatona de la división de poderes propios de la Constitución, y éste tipo de 

tribunal administrativo reunía dos poderes en una sola unidad. Fundiéndose el Ejecutivo y 

Judicial en una unidad. 

La Doctrina de Vallarta, no es muy clara al manifestar la inconstitucionalidad 

de la Ley Lares, puesto que dicha Ley vendría a subsanar las deficiencias denvadas de 

conflictivas administrativas, que no tenían un órgano específico para poder entablar demanda 

y resolver de esa manera sus controversias. 

Y a diferencia de lo que se creía éste sistema en ningún momento pretendía 

privar a la Administración de sus facultades exclusivas, y por el contrario resultaba ser un 

auxiliar en el control de la legalidad. 

Sobre el particular, Emilio Margáin señala que la Ley Lares, para el arreglo de 

lo Contencioso Administrativo, influyó decisivamente en el avance del Derecho Mexicano, 

tanto en la rama del Privado, como el Público, sin embargo termino siendo declarada 

inconstitucional" .1s 

La Ley de lo Contencioso Administrativo o llamada Ley Lares, contribuyó en el 

avance hacia una organización del control administrativo más eficaz, ya que tanto los 

particulares les beneficiaba como a la propia autoridad administrativa. 

A pesar que en esa época todavía no les quedaba claro su fundamento 

constitucional. Lares, cuya creación tuvo influencia netamente francesa, como lo menciona 

Negrete y Marg:.i.in, retoma el concepto de Consejo de Estado Francés, como T1ibunal 

14 BRISEÑO SIERRA. Humbcrto l:l Pro.;eso Admmstrativo en lbcrn,un<.:111 . .:a. !nsrnuto J.: ,liwest1g,1c10ncs 
Jurnheas UNA:-vt. \10xk:ti. ! %8. p. 252 

1~ MARGAlN MANA U I OU, Lm11Lo. De lo Contcn.:10~0 ,\Jmrn1~trat1\'ll d.: Anulac1011 o de kgmmi<lJd, 
1:d11onal. PMnb. Mcx1co 1974 p 29 
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Admimstrativo, y en su calidad de órgano jurisdicc10nal, considera sus sentencias o más bien 

proyectos, las cuales quedaban sujetos a la revisión posterior de un superior, en tal caso un 

Ministro, quien era el encargado del ramo administrativo al que se refería el asunto en 

particular. 

"Tuvo sin embargo el Consejo de Estado Lares, algo distinto a su modelo. El 

Tribunal Laresiano determinó su competencia, siguiendo el sistema de enumerar los campos 

administrativos de donde surgiría la materia contenc1osawadministrativa. 

En cambio su arquetipo, usó el sistema de formular en general sus atribuciones, 

con la particularidad que fueron en aumento por obra de su jurisprudencia" 16 

Desprendiéndose de lo anterior, las claras diferencias entre el Modelo de 

Consejo de Estado Francés y el Tribunal Laresiano, puesto que mientras que en el Laresiano 

siguió una organización de ennumeración de las materias administrativas, en el Consejo de 

Estado. se preocupó por señalar sus atribuciones que se iban incrementando en razón de su 

junsprudencia. 

"El Consejo de Estado como Tribunal administrativo nacional tenía una vasta 

compctcnc1a Cada fracción del precepto que la fijó, Artículo 2, comprendía 'algo más que un 

ramo de la Administración o de un horizonte casi sin límite: en la inteligencia, explicación y 

aplicación de los acto:; administrativos. No era necesaria, pues. ninguna labor jurisprudencial 

para acrcccrla" .17 

La Ley de Lares. a di fercncia del Consejo de Estado Frances. no s~ sustentaba 

en jurisprudencia para el delineamiento de su competencia. Puesto que tenía amplios alcances 

en materia administrativa 

1 r'NA V,\ 7':HIR l:T!· .. \lt(,n'>o. E'>tud1,, dd rnbunal (\m1cnciosL1 AJm111istra11vo del D1:-tnh) Fcdcral., Rcv1'>l.'.l. 
del \'11hu11.1I dé lú l\,ntl'ns:i~i'>() .:\J~~;;-1~1rativo <ld D1:-trlll1 l•édaal M\!,k11 1972 No l Vt,I 1 p. 4~ 
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A continuación se transcribirán los artículos de la Ley de lo Contencioso 

Administrativo, la cuál consta de l 4 artículos y enseguida de ello, se comentarán los artículos 

más importantes tanto de su Ley como de su reglamento: 

"LEY PARA EL ARREGLO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Mayo 25 de 1853. 

Artículo l.- No corresponde a la autoridad judicial el conocimiento de las 

cuestiones administrativas. 

Artículo 2.- Son cuestiones de administración las relativas: 

1.- A las obras públicas. 

11.- los ajustes públicos y contratos celebrados por la administración. 

III.- A las rentas nacionales. 

IV.- A los actos administrativos en las materias de policía, agricultura 

comercio e industria que tengan por objeto el interés general de la sociedad. 

V.- A la inteligencia, explicación y aplicación de los actos adrnimstrativos. 

VI.- A su eJecución y curnplim1cnto cuando no sea necesario la aplicación del 

Derecho Civil. 

Artículo 3.- Los Ministros de Estado, el consejo y los gobernadores de los 

Estados y Distrito, y los Jefes políticos de los territorios conocerán de las cuestiones 

administrativas, en la forma y de la manera que se prevenga en el reglamento que se expedirá 

con esta ley. 

Artículo 4.- Habrá en el Consejo de Estado una sección que se conocerá de lo 

contencioso administrativo. Esta sccciOn se fonnará de cinco conscJcros abogados que 

nombrará desde luego el Presidente de la República 

Artículo 5.- La sección tendrá un secretario que nombrará también el Presidente 

de la República de entre los oficiales de la secretaría dd consejo. 

17 lbHklll 
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Artículo 6.- Las competencias de atribución entre la autoridad administrativa y 

la autoridad judicial, se decidirán en la primera Sala de la Suprema Corte, compuesta para este 

caso de dos Magistrados propietarios y de dos consejeros, designados unos y otros por el 

Presidente de la República. Será presidente de este tribunal el que lo fuere de la misma Sala, y 

sólo votará en caso de empate para decidirlo. 

Artículo 7.- En los negocios de la competencia de la autoridad judicial, 

nadie puede intentar ante los tribunales una acción, de cualquier naturaleza que sea, 

contra el Gobierno, contra los Estados o demarcaciones en que se dividan, contra los 

ayuntamientos, corporaciones o establecimientos públicos que dependan de la 

administración, sin antes haber presentado a la misma una Memoria en que se exponga el 

objeto y motivos de la demanda. El reglamento determinará la manera en que deberá ser 

presentada la Memoria y sus efectos. 

Artículo 8.- En el caso de embargo de bienes para el pago de cantidades debidas 

al erario, la demanda de dominio en tercería tampoco podrá ser intentada ante los tribunales 

sin haber presentado antes una Memoria a la autoridad administrativa. 

Artículo 9.- Los tribunales judiciales no pueden en ningún caso despachar 

mandamientos de ejecución, ni dictar providencia de embargo contra los caudales del erario o 

bienes nacionales, ni contra fondos ni los bienes de los Estados, demarcaciones, 

ayuntamientos o establecimientos públicos que dependan de la administración. 

Artículo 10.- Los Tribunales en los negocios de que habla el Articulo 7, sólo 

pueden declarar en la sentencia el derecho de las partes y determinar el pago. 

Artículo 11.- Determinado el pago por la sentencia eJecutoriada, la manera en 

que dcbcra verificarse o la autorización de la venta de algunos bienes, si para ello fuere 

necesaria. es del resorte exclusivo de la admm1stración, en los términos que expresará el 

rcgl.imcnto respectivo. 



Artículo 12.- Los agentes de la administración en los casos que deben 

representarla en 1uicio, los Estados, demarcaciones, ayuntamientos, corporaciones y 

establecimientos públicos que estén bajo la protección y dependencia del Gobierno, no pueden 

entablar litigio alguno sin la previa autorización de la autoridad administrativa, de la manera 

que disponga el reglamento. 

Artículo 13.- Los tribunales judiciales no pueden proceder contra los agentes de 

la administración, ya sean individuos o corporaciones, por crímenes o delitos cometidos en el 

eJercicio de sus funciones, sin la previa consignación de la autoridad administrativa. 

Artículo 14.- Instalada que sea la sección de lo contencioso, se pasarán a ella 

los expedientes que correspondan conforme a esta ley". 18 

Al simplificar sus artículos más importantes, nos damos cuenta que en el 

artículo 1. de la citada Ley declara la desvinculación de la autoridad administrativa de la 

Judicial, negándole competencia administrativa a la autoridad judicial. Agregándose en el 

artículo 13, que los tribunales judiciales no podrán proceder en contra de los agentes de la 

Administración, por delitos cometidos durante el desempeño de sus cargos, sin previa 

consigno.dónde la autoridad administrativa competente. 

Quedando expresamente estipulado que el Poder Judicial quedaba excluido para 

conocer de las cuestiones administrativas, cuya solución se encomendó al aludido Consejo de 

Estado, que fonnaba pa1te de la estructura del Poder Ejecutivo. 

Delimitándose con ello la independencia de la Administración, tanto en los 

actos que emanen de ella, como en sus agentes, frente al Poder Judicial. 

Es importante mencionar el artículo 7 de la Ley Lares, en relación con el 67 y 

70 <ld Reglamento. que establece el impedimento de demandar al Gobierno y demás 

dcmo.rcac1ones que provengan de él, sin que previamente se hubiera presentado a la 

Administración una memoria t.:n que se expusiera las razont.:s que motivaron la demanda. 

18 M.\R(!,\l".'J \1:\\1,\l'rO\J. 1 milio Op(l! p 15. 



Cabe agregar, como aspectos importantes de la ley de Lares, sus artículos 9 al 

11, el hecho de que no era posible la ejecución y embargo de los caudales del erario o rentas 

nacionales, ni las demarcaciones, ayuntamientos etc. 

Limitándose con ello, la autoridad judicial a declarar el derecho de las partes, y 

sólo la competencia exclusiva de la Administración la ejecución de fallos. 

La Organización de la jurisdicción administrativa, se contemplaba en el artículo 

4 era llevada a efecto, mediante el Consejo de Estado, integrado por cinco miembros abogados 

nombrados por el Ejecutivo Nac10nal. Constituyendo éste la autoridad competente a los 

. asuntos gubernativos determinados por la autondad, tal y como lo disponía su artículo 2. 

Tratándose de conflictivas de competencia administrativa, el artículo 6, en 

fonna enfática nos indica que éstas se decidían mediante la Primera Sala de la Suprema Corte, 

integrada por dos Magistrados propietarios y dos conseJeros; ambos designados por el 

Presidente de México, siendo Presidente del Tnbunal el que fuera de la Sala, resultando ser su 

voto determinante en caso de empate. 

Y para finalizar el análisis de la Ley para el arreglo de lo contencioso 

administrativo su artículo 14. quedó como sigue: "Instalada que sea la sección de lo 

contencioso, se pasarán a ella los expedientes que correspondan conforme a esta ley". 

Finalmente, "El procedimiento para substw.ciar la controversia fue materia de 

un reglamento que se promulgó en forma simultánea. Sucintamente se instrumentó de la 

siguiente manera: Si la reclamación presentada ante el órgano que dictó la medida. no era 

resuelta en términos favorables para el particular dentro de un ténnino perentorio, el confücto 

se turnaba a la sección de lo contencioso del Consejo de Estado, integrada por cinco abogados 

designados por el Presidente de la República quienes, una vez que escuchaban al Procurador 

Gcntral de la Nación, como representante de la parte demandada, y pronunciaban la 

resolución correspondicnte". 1'> 



En contra de la determinación, procedía una instancia superior ante la Junta de 

Ministros que resolvía con efectos de "cosa juzgada". 

Sobre la vigencia de la Ley Lares, Nava Negrete señalaba que: "Por desgracia 

el tribunal Lares se convirtió en un mero antecedente legislativo, no tuvo oportunidad de 

probar su valor y trascendencia para la Administración y el derecho mexicano. Al año 

siguiente, 1854, vino la Revolución de Ayutla, que hizo efectivo el plan que la abanderó y 

toda aquella legislación expiró. Quedo abolida formalmente por la ley de 21 de noviembre de 

1855".2º 

Nos adherimos a Nava Negrete, cuando menciona que el Tribunal Lares, no 

tuvo la oportunidad de ser reconocido. Por consiguiente no podemos dilucidar su eficacia, por 

la efimera duración de éste. Siendo considerado un mero antecedente de tribunales 

administrativos. 

No obstante lo anterior, Briseño Sierra consideraba que la "Ley Lares es de 

especial importancia en México para el desarrollo de la idea de tribunales especiales para el 

conocimiento de lo contencioso administrativo. Aún en nuestros días, se ha afirmado, aunque 

no fundado, que la Ley Lares es en tal fonna avanzada, que los actuales tribunales de lo 

contencioso administrativo de este país, no han podido igualarla, mucho menos superarla". 21 

Compartimos la opinión de Briseño Sierra, al considerar la ley Lares, una base 

de consolidación de Tribunales Especiales. Puesto que través de la Ley de Lares, se empieza a 

contemplar la posibilidad de competencia contenciosa administrativa. aunque se ha especulado 

respecto al hecho de que la Ley Lares no ha podido ser superada1 esto sin embargo no se 

sustenta en nada en concreto ya que como fue mencionado anteriormente tuvo corta v1da, por 

lo que es dificil ase1::i1Urar algo así, ya que las necesidades que se presentan actualmente exigen 

cambios contmuos los cuales la Ley Lares nisiquiera consideró. 

~ºNAVA NEGRETE. Alfonso Op C1t p 42. 
·' 1 BRJS[ÑO SIERRA, Humbcno Op Cit p. 36 



C).- EPOCA REVOLUCIONARIA. 

Para iniciar el estudio de ésta época revolucionaria es preciso conocer un poco 

de ella. Su concepto tal ,j como lo manifiesta e1 Diccionano Jurídico Mexicano, proviene del 

latín relvolutio~onis, paso sucesivo de un cuerpo a otro. Entendemos por tal, todo movimiento 

violento llevado a cabo con la participación del pueblo, con objeto de modificar las estructuras 

fundamentales jurídicas, políticas, sociales o económicas de un Estado. 

El origen juridico no puede reconocer el Derecho a la Revolución, como 

algunos lo han pretendido ver en el artículo 39 constitucional, "El pueblo tiene, en todo tiempo 

el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno" e inclusive en 

contraposición al artículo 136 que impide se establezca un gobierno contrario a la constitución 

mediante transtomo público o rebelión. 

Al efecto señala Jorge Carpizo que, "Cuando un orden jurídico deja de 

satisfacer las necesidades, aspiraciones e ideales de una comunidad, y cuando él se convierte 

en opresor, entonces nace el derecho a la revolución1 pero no como una facultad jurídica, sino 

como un derecho de la vida y la realidad".22 

Mediante lo expuesto por el Profesor Carpizo, nos queda rriás clara la idea de lo 

que significó la etapa de la revolución. Toda revolución trae consigo cambios, dichos cambios 

repercuten en las leyes, sm embargo en ésta época las leyes administrativas eran escasas, por 

lo que realmente no hubo considerables camb10s. 

El primer antecedente de ésta época lo constituye la ''Ley para la Calificación 

de las Infracciones a las leyes fiscales y la aplicación de las penas correspondientes, de 8 de 

abril de 1924. creadora del jurado de Penas Fiscales, que fue sustituida por la de 9 de julio de 

1924". 2.i 

22 CARPl/,0, Jorge Estudtt''- Con'>t1tui.::1onaks UNAM MC.:xico 19~0. p. 53. 
::!l f- LORES /.,\V,\ LA, Erni:sto. E'>tudio del Tnbunal Con1enc:1oso Adminis1r:1t1vo dd Distnto Federal. Revista 
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En el anterior antecedente se perfila un sistema coercitivo, que serviría de base 

para la creación del Tribunal Fiscal de la Federación. Tribunal adnünistrativo cuya creación 

fue de trascendental relevancia para la creación del Tribunal Contencioso Administrativo. 

La Constitución de l 9l 7, con influencia de sus antecesoras de 1824 y l 857, se 

relaciona sólo en teoría en el apartado que se refiere a la división de poderes. Tal y como lo 

manifestaba su artículo 49 que a la letra dice: 

"El Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercido, en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola 

persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades 

extraordinarias. El Ejecutivo de la Unión, confonne a lo dispuesto en el artículo 29''.24 

La reunión de cualquiera de dos de los tres poderes existentes, resultaba ser 

violatorio de la Constitución en su artículo 49 antes referido, en donde se establecía la 

prohibición de la reunión de dos ó más poderes en una sola persona o corporac1ón, sin 

embargo esto no se llevaba a cabo. Un Ejemplo de el anterior precepto citado lo tenemos, en 

el caso de que el Ejecutivo realiza actos jurisdiccionales, caso en el que se están reuniendo 

tanto el Poder Ejecutivo como el Poder Judicial. 

Lo anterior es considerado por los creadores de Tribunales Administrativos y en 

contraposición sostienen, como fundamento a su creación que es necesario la existencia de 

Tribunales Administrativos, para que así no se reúnan dos poderes a la vez, y conserven cada 

uno índependencia con respecto a sus funciones. 

Es conveniente adarar que los tribunales Administrativos, aunque fonnan parte 

de la Administración Pó.blica, son independientes a la misma y por tanto no es de su 

competencia administrar, sólo impartir justicia administrativa. Delimitándose con ello su 

esfera compctcncial de los poderes, situación que con posterioridad evolucionó. 

1-h;:}-Rl{:\ ROJAS. Andri:-;,Op, L'1t p. )':l) 
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Flores Zavala, considera lo siguiente: "La Constitución de 1917, no introduce 

ninguna modificación en la materia admmistrativa, aún cuando la primera Ley de Amparo 

promulgada con motivo d~ la nueva constitución, establec!Ó el recurso de súplica ante los 

tribunales del Poder Judicial Federal con las caracteristicas de un procedimiento 

administrativo ordinario".2s 

La Constitución de 1917, sólo consideró el recurso de súplica derivado del 

Amparo, como el encargado competencial de conflictos contenciosos de la administración, 

quedando suprimido el mismo, por el Congreso de la Unión en el 1933, por considerarlo 

contradictorio al régimen Federal y por ejercer el monopolio en la impartición de justicia. 

Con posterioridad se considera a la Suprema Corte de Justicia como Tribunal 

de Apelación, cuando su misión era la tutela de garantías individuales. Al no existir un órgano 

adecuado, se caía en el falso error de confundir la competencia. 

Gabino Fraga, menciona que en México, la raquítica legislación positiva en 

rnatena de responsabilidad se puede incluir dentro de los tres grupos: 

"A).- De las leyes expedidas en los años 1911 a 1924, en las que el Gobierno 

Federal aceptó indemnizar los daños causados por ta Revolución. 

La ley de 30 de agosto de 1919 consideró entre los casos de reclamación 

procedente, la de indemnización por daños causados ''por forajidos o rebeldes, siempre que se 

compruebe que el daño causado se consumó a consecuencia de algún acto, lenidad u omisión 

imputables a las autoridades legítimas encargadas de dar garantías" .26 

B).- El de la legislación civil de responsabilidad subsidiaria del Estado por los 

daños causados por sus funcionarios en el ejercicio de las funciones que les estin 

encomendadas. 

].5 Fl.ORtS /.\VAL\, 1.meslo Op. C11 r,, ~:-1. 
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C).- El de la ley del 31 de diciembre de 1941, denominada Ley de Depuración 

de Crédito a cargo del Gobierno Federal que admite la responsabilidad directa del Estado, 

cuando se trate de actos u omisiones que impliquen una culpa en el funcionamiento de los 

servicios públicos. 

Tal y como lo manifiesta Gabino Fraga, en la época revolucionaria debido a los 

movimientos existentes en el pais, resultaba casi -imposible el atender asuntos de la 

Administración del Gobierno Federal; sin embargo se contempló la responsabilidad de 

servidores públicos, por parte del Gobierno Federal en tres modalidades: 

l.- Aceptación dei Gobierno Federal para indemnizar daños causados por 

forajidos o rebeldes, mediante pruebas en donde se acredite que fue a consecuencia de algún 

acto lenidad u omisión de alguna autoridad. competente en cuestión de sus garantías. 

2.- El Estado responde subsidiariamente por daños causados por funcionarios 

en el ejercicio indebido de sus funciones. 

3.- Se le atribuye la responsabilidad directa al Estado, cuando se trate de actos 

u omisiones que impliquen una culpa en el funcionamiento de los servicios públicos. 

De los tres grupos, el primero fue meramente ocasional, se le dio carácter de 

obbgación que ci Estado se impone en una forma graciosa y que por tanto no puede constituir 

un precedente jurídico firme en materia de responsabilidad. 

Respecto al segundo grupo, la disposición del articulo 1 928, en la que se 

declaró en su primer párrafo ºEl Estado tiene obligación de responder de los daños causados 

por funcionarios en el ejercicio de las funciones que les están encomendadas", dicha párrafo 

carece de importancia al considerar que la responsabiHdad que existe, se hace efectiva contra 

el Estado cuando el funcionario directamente responsable no tenga bienes o los que tenga no 

sean suficientes para responder del daño causado. 

2h fRAGA, G:1.bmo Op. Cit. p. 14. 
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Resultando por consiguiente dicha disposición legal insuficiente para la 

protección a los administrados por faltas ocasionadas por funcionarios; no personales, sino del 

servicio mismo. 

Asimismo ni contra los daños causados sin culpa ni negligencia, que afecte el 

funcionamiento nonnal de la organización administrativa, otra de las deficiencias que presenta 

la segunda parte citada, es la insolvencia del empleado público y del costo de los 

procedimientos para hacer la excusión de los bienes realizado al presunto funcionario 

responsable. 

Todo esto es cuestionable debido a que la obligación de responder a los daños 

esta condicionada al hecho que el funcionario que haya de responder no tenga bienes~ lo que 

no garantiza en sí la protección de los gobernados 

"A partir de la derogación de la Ley Lares, misma que la doctrina y 

jurisprudencia posteriores le fueron adversas como veremos con todo detalle, sin mayor 

examen se declaró que en Mexico no existía el contencioso administrativo porque era 

substituido por el amparo, aunque curiosamente las leyes anteriores a 1929 sólo 

marginalmente se ocuparon del amparo en materia administrativa."27 

Después de ser derogada la Ley Lares1 en México fue declarada la inexistencia 

del Contencioso Administrativo, ya que los juicios contenciosos se substituían por el juicio de 

Amparo. Sin embargo como ya se había mencionado anteriormente este no llenaba todas las 

espectativas de justicia administrativas que se requerían, 

Briseño Sierra, cita a Eduardo Pallares, para quién, "estando, pues 

perfectamente definidos los límites que hay entre el Poder Judicial y los otros poderes y 

marcadas sus atribuciones exclusivas, no hay motivo de confusión ni conflictos entre dichos 

poderes y, por lo mismo, entre nosotros no hay lugar al juicio contencioso administrativo. "28 

::7 BRlSEÑO SIERRA, llumbcr10 Op Cn. p 15. 
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Según lo afüma Pallares, en México no se contemplaba el contencioso 

administw.tivo, pudiéndose creer que esto se debía a las confusiones que había respecto a la 

división de los Poderes, o mejor dicho a la inconstitucional que mencionaba Vallarta, en el 

inciso anterior, en donde era inadmisible se reunieran dos poderes en un solo. Se estaba en la 

falsa creencia que el Poder Judicial y el Juicio de Amparo propiamente, atenderían las 

conflictivas, 1dea que no cumplía totalmente, las situaciones reales de conflictivas 

administrativas, escapando con ello de la verdadera competencia administrativa. 

D).- EPOCA ACTUAL. 

Un antecedente primordial que comprendido en éste siglo, lo constituye el 

Tribunal Fiscal de la Federación, ya que nace a la vidajuridica como Tribunal Administrativo 

y órgano de la Administración Pública, éste es "creado por la Ley de justicia Fiscal de 27 de 

agosto de 1936, substituyó al Jurado de [nfracciones Fiscales y a la Junta Revisora del 

Impuesto sobre la Renta, cuyos expedientes se turnaron al nuevo organismo" .29 

Aunque se creía que el Tribunal Fiscal de la Federación, violaba los preceptos 

constitucionales de división de poderes. Sin embargo contrariamente a la opinión que se tenía 

resultó ser, un antecedente de trascendental importancia para la creación de el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

El Tribunal Fiscal de la Federación. que en un principio fue de simple 

anulación. posterionnente se convirtió en un Tribunal de plena jurisdicción, limitándose 

únicamente a declarar las nulidades de resoluciones dictadas por la autoridad administrativa 

impugnada. Pero a pesar de existir el Tribunal citado, era necesano resolver situaciones 

contra actos de autoridad del Departamento del Distrito Federal, las cuáles escapaban d~ la 

competencia de éste Tribunal. 

19 FLORE:S 7..:\ VALA, r.nic~tü Op Cn. p, 72, 
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Antes de crearse un Tribunal Administrativo idóneo, independiente de la 

funciones de la Administración Pública, Los particulares encontraban respaldo legal de 

situaciones jurídicas, en nuestra Constitución Federal, por consignarse en ella, las garantías 

individuales, mismas que aseguraban la garantía de audiencia y motivación de todo acto de 

autoridad. En el caso que la autoridad que llegue a privar de derechos a un particular, éste 

tiene la oportunidad de defenderse y presentar pruebas, quedando obligada la autoridad a 

cumplir las formalidades necesarias suficientes para que se respete éstas garantías, la de 

audiencia contemplada en su artículo 14 y la de motivación como garantía de seguridad 

juridica en su precepto numeral 16, ambos plasmados en la Carta Magna. 

En 1946, se soluciona el problema de la inconstitucionalidad de Tribunales 

Administrativos planteada por Vallarta, al reformarse el artículo 104 Fracción I, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer que: "En los juicios en 

que la Federación este interesada, las leyes podrán establecer recursos ante la Suprema Corte 

contra las sentencias de segunda instancia o contra los Tribunales Administrativos creados por 

la Ley Federal, siempre que dichos tribunales estén dotados de plena autonomía para dictar 

fallos".3º 

El anterior precepto citado esencialmente contenía, la aceptación de autorizar 

el uso de recursos para la defensa legal, ante resoluciones de autoridades adm1mstrativas tales 

como los tribunales administrativos ante la Suprema Corte de Justicia, de está manera es por 

primera vez, que se le dá calidad constitucional a los Tribunales Administrativos. 

Los anteriores preceptos mencionados han tenido gran aceptación, porque el 

juzgador de ninguna manera pretende ocupar el lugar de la autoridad demandada. toda vez que 

sus funciones son típicamente jurisdiccionales, impidiéndole a la autoridad demandada. 

corregir por sí misma las violaciones en que hubiere incurrido, en el ejercicio de sus 

atribuciones dentro de la órbita de su competencia legal. 

'º DOCU~lENTO 01arw Je Debates de la Cúmara de Diputados XLVIII Lcgi:..btura, M(.;,1co 1971 
p 39, 16 
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Posteriormente en 1968 se modifica el artículo 104 Constitucional: "Las Leyes 

Federales podrán instituir Tribunales de lo Contencioso Administrativo dotados de plena 

autonomía para dictar sus fallos que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten 

entre la Administración Pública Federal o del Distrito y Territorios Federales y los particulares 

establec1endo las normas para su organización, funcionamiento, procedimiento y los recursos 

contra sus resoluciones" ,3 1 

De lo mencionado anterio1mente, fue imprescindible la creación del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo a continuación se mencionarán los propósitos que lo 

sustentaron a través del documento siguiente: 

En el Diario de Debates de 1971, previo a la aprobación del Tribunal 

Contencioso Administrativo, plantea la creación de un tribunal, reconociendo que los recursos 

interpuestos por los particulares, si bien han servido para la defensa jurídica administrativa: 

éstos medios de defensa no han logrado que la justicia administrativa se aplique de manera 

imparcial por quedar en manos de la propia Administración su aplicación, concluyendo que no 

eran eficaces del todo~ por no aplícarse adecuadamente la justicia. 

De lo anterior se desprende, que el Diario de Debates, contempla la posibilidad 

de creación de un órgano distinto a la propia organización, para la equitativa impartición de 

justicia administrativa. 

"El Tribunal de Jo Contencioso Administrativo del Distrito Federal ha venido a 

llenar una verdadera necesidad en la Ciudad de México y en la legislación del país. El Control 

jurisdiccional que se establece sobre los actos de las autoridades administrativas del 

Departamento del Distrito Federal. representa un considerable avance en el ejercicio de las 

prácticas democráticas del pueblo mexicano. Se trata en efecto, no solo de proporcionar 

información jurídica a la población frente a las autoridades metropolitanas, sino a la vez, hacer 

que la justicia administrativa se encuentre al alcance real del propio pueblo".32 
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La anterior afinnación, nos indica que el Tribunal Contencioso Administrativo 

del Distrito Federal, cumple satisfactoriamente ccn las necesidades del Distrito Federal, 

proporcionando equidad y control de la legalidad de los actos de gobierno en la esfera del 

Distrito Federal cumpliéndose así, jurisdicción administrativa al acceso de cualquier bolsillo. 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, se dio a 

conocer mediante decreto "En la sesión del Senado de la República, del 19 de enero de 197 l, 

mediante proyecto del Ejecutivo de la Unión, para la creación del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo. 

Establece que el Tribunal estará dotado de plena autonomía para resolver con 

imparcialídad, los juicios que los particulares promuevan contra los actos y resoluciones de las 

autoridades administrativas del Departamento del Distrito Federal; su justicia que deberá ser 

expedita, pronta y pública, carente de formalidades y el Tribunal puede suplir la deficiencia de 

la demanda, lo que se propone en beneficio de la clase económicamente desvalida". 13 

Este Tribunal está encargado de dar respuesta a las peticiones de la clase 

económicamente desprotegida, teniendo como caracteósticas peculiares que su justicia deberá 

ser expedita, es decir al momento que se solicite se empezara a considerar, pronta ya que 

enseguida de ser admitida el procedimiento se llevara a: cabo en un plazo de corto tiempo y 

pública puesto que cualquier ciudadano que le afecte un acto administrativo que emane de la 

Administración Local del Distrito Federal puede hacerla valer frente a todos, acudiendo a él en 

respuesta de justicia administrativa. 

Este juicio es de fácil acceso a los individuos interesados por ser sencillo, 

eficiente y salvaguardar el marco de legalidad que debe gozar todo gobernado. 

"La creación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal 

ha sido un acierto que justificadamente ha merecido y recibido general aprobación. Con ella 

se ha dado un paso de gran importancia para el mantenimiento de un régimen de legalidad. 

32 ldcm. 
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La jurisdicción contenciosa administrativa, se ha dicho, es una de las instituciones que con 

mayor eficacia contribuye a la existencia de un Estado sujeto al Derecho" .34 

Para finalizar, la época actual diremos que el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, es una instancia idónea para el buen funcionamiento del 

régimen de legalidad, de conformidad a la ley, garantizando por tanto, la situación jurídica de 

los particulares, en un auténtico régimen de legalidad. Estando en la posibilidad de los 

habitantes de la Ciudad de M~xico de resolver situaciones contra actos de autoridad 

administrativa del Gobierno del Distrito Federal. 

En el devenir histórico de la justicia administrativa en México como se observó 

a través de las épocas colonial, independie:nte, revolucionaria y actual, es con la presencia del 

Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, es como se supera enormemente 

cualquier medio de defensa administrativa incluso el recurso, que surge para subsanar la 

competencia que escapaba del Tribunal Fiscal. Al ser el Tribunal Contencioso 

Administrativo, un instrumento efectivo para que los ciudadanos del Distrito Federal acudan a 

inconfonnarse contra los actos de la Administración Local que les afecten, y así puedan 

solucionar sus controversias . 

. \J Idcm p 29 
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CAPÍTULO H. 

CONCEPTOS FUNDAMENTALES. 

A) FUNCIÓN ADMINISTRATIVA. 

B) ACTO ADMINISTRATIVO. 

C) ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL ACTO 

ADMINISTRATIVO Y SU FUNDAMENTO. 

D) CLASIFICACIÓN, EFECTOS Y EXTINCIÓN 

DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

1 

! ________________________ ! 
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Los conceptos fundamentales que se aludirán en el capítulo II, son de gran 

importancia para el estudio y análisis del Tribunal Contencioso Admimstrativo del Distrito 

Federal. Toda vez que dichos ténninos lo integran categóricamente. 

Nos referiremos en pnmera instancia a la función administrativa por 

identificarse plenamente con la actividad que reahza el estado en la consecución de sus fines 

para una buena administración. 

Dentro de la función administrativa, contemplaremos a la Administración 

Publica, como instancia competente que organiza y estructura al estado para garantizar con 

. ello, el régimen de legalidad. Asimismo, distinguiremos los actos administrativos de los actos 

y hechos jurídicos. Dentro de la función administrativa se destacará la manifestación de la 

Administración de la actividad realizada por el Estado suJetándose para ello, en dos criterios: 

FORMAL Y MATERIAL 

Dichos criterios, nos van a dar la pauta que seguirá la función admm1strativa 

los cuales serán tratados detalladamente en el inciso A). 

Resulta de gran relevancia estudiar el fleto administrativo en el presente trabajo 

de investigación, toda vez que en el caso particular del Tribunal Contencioso Admmistrativo 

del Distrito Federal, constituye 1a causa generadora de toda controversia contenciosa 

administrativa, en torno a la cual se interpone demanda ante un Tribunal Administrativo, 

cuando éste lesione intereses particulares. 

Es por ello, que se hará especial énfasis en sus conccptualizaciones doctrinarias 

de mayor reconocimiento, asimismo abundando en el acto administrativo nos referiremos a 

él. de acuerdo a la Nueva Ley de Procedimientos Administrativos del Distrito Federal por ser 

ésta donde encuentra su fundamento legal. 

Ano.lizarcmos al aludido acto por sus características. elementos, así como por 

su r.::bsiticación. 



A).-FUNCION ADMINISTRATIVA. 

La función Administrativa queda comprendída en un régimen de legalidad, el 

cual la Admimstradón Pública, otorga facultades y limita sus alcances. 

Para comprender mejor el concepto de la función administrativa, nos 

referiremos a la función como tal. Al respecto, !a Enciclopedia Larousse, la define como: La 

actividad particular de cada órgano u organismo. También la considera como el ejercicio de 

un empleo, facultad u oficio. 

Para comprender mejor a la función administrativa, es preciso considerar que, 

nA medida que las comunidades sociales se organizan y estructuran políticamente 

reconociendo la pnmada de los valores de derecho, se someten a ellos y formulan 

mecanismos que hacen posible esa sumisión, existe en dichas comunidades, un estado de 

derecho. Este se caracteriza por la ausencia de arbitrariedad en el ejercicio del poder; por la 

sujeción de los órganos gubernamentales y de sus funcionarios a la ley, y por el 

reconocimiento a principios básicos superiores al Estado Mismo".J5 

De lo anterior se desprende que toda sociedad para que pueda vivir en annonía 

requiere necesariamente la existencia de un réglmen de derecho y éste se organizará a través 

de la Administración Pública en el que los particulares se someten a un orden social. su 

constitución y a leyes fundamentales del país. A través de éstas, el Estado cumple sus 

funciones y obJetivos que lo crearon. con apoyo de sus órganos administrativos, funcionarios y 

legi:-;lación prevista. 

Para poder comprender lo que significa la sumisión del estado de derecho. 

enunciaremos lo que implica un Estado de Derecho. :icgún !a conceptualización de !a 

Enciclopedia Jurídica Omeba: 

1~ {iARC!A SJLV ,\. 1\gu~\ÍI\, "El Tnhunal de lo Conti.:ndos;o A<lnunt~tr..tuvo <ld D1,tnto Federal. E~tnictur:1 
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Un estado de derecho es un estado con Justicia administrativa, y al no existir 

ésta, no existirá el Estado de Derecho, que solo puede decirse realmente realizado bajo un 

sistema amplio de garantías jurídicas en favor de los administrados frente a los desbordes y 

arbitrariedades de la Administración Pública. 

Esta organización jurídica, nos lleva como lo indica el tratadista Héctor 

González Uribe, al ajustamiento de los gobernad.os a principios generales para que ambos 

puedan conformar el Estado de Derecho, el cual los enumera en seis puntos: 

ªl.· La existencia de una Constitución, de preferencia escrita, que establezca 

cuáles son los órganos del Estado y delimíte sus atribuciones. Teniendo supremacía jurídica y 

con apego total a las leyes, reglamentos y decretos. 

2.- El establecimiento por la Constitución de una serie de garantías para la 

persona humana, que no puedan ser violadas o alteradas por ninguna ley u autoridad. 

3.- Reconocimiento escrito del principio de legahdad, por el cual "ninguna 

autoridad podrá actuar, en el ámbito de su competencia. sino hay alguna ley o norma de 

carácter general que se lo permita. 

4.- La división y equilibrio de los poderes públicos, con un sistema de frenos y 

contrapesos, para evitar los abusos y extralimitaciones. 

5.- La posibilidad que los ciudadanos participen en los asuntos públicos 

me.di.ante un gobierno representativo, con organización electoral. 

6.- La organización por !a constitución y leyes fundamentales del país de una 

sene de rc\.:ursos administrativos y jurisdiccionales. por mi..:<lio de los cuales se pueden 

modificar o anular \os actos de los poderes públicos lesivos de los derechos fundamentales de 

los c1Udad:mos o que alteran el orden constitucional". >r, 

Je, GONZALF/. URJBL Hi.:cttir, (\mirvl de l.1 ·\dmu1Jstr:.1c1\)ll Putilica. R~·\t~!a Jd Tritiun,ll Contcnc1t1;.o 

3X 



De lo anterior se desprende lo indispensable que resulta para los gobernados, 

contar con un control de la legalidad y constitucionalidad, que garanttcen sus derechos, 

mediante una constitución. También lo sustentado por Héctor Gonzáiez Uribe quién nos 

propone pnncipio en el cual podemos mod\ficar o anular actos de la Administración lesívos 

al particular de tal manera que pueda existir un equilibrio entre la administrac1ón ev1tando con 

ello arbitranedades, a través de recursos administrativos y jurisdicc10nales. 

Lo anterior nos conduce a una serie de conceptos y términos que es preciso 

analizar, su significado; de acuerdo al Diccionario Larousse, y escritos del Tribunal de lo 

Contencioso Admimstrativo del Distrito Federal y la Ley de Procedimientos Administratrvos 

del Distrito Federal. 

Ley - n. f (lat. legem). Precepto dictado por la suprema autoridad, en que se 

manda o prohíbe una cosa. Existen leyes formales y materiales~ v. Poder Legislativo, Ley 

Fundamental, la constitución. La ley en cuanto formalmente emana de la autoridad investida 

del poder legislativo, constituye una de las fuentes más importantes del derecho, la mayor 

parte del ordenamiento jurídico está constituido por leyes. Distinguiéndose las leyes 

fundamentales o const1tucionales, que tienen un valor jerárquico superior en el conjunto de las 

nomrns: k:ycs ordinarias, que constituyen la mamfcstación del poder legislativo, leyes 

orgámcas. las que desarrollan derechos y libertades reconocidos por la constitución. y leyes de 

base. que tienen por obJeto delegar en el poder ejecutivo la potestad de dictar nom1as sobre 

matcnas propias de la ley. La materialización de esta potestad delegada la efectúa e! gobierno 

a través de decretos legislativos. Dentro de la categoría de leyes también se comprenden·Ios 

llamados decretos-leyes. 

R~lamento.-n. m. Conjunto de reglas que regulan la aplicación de una ley. 

Estns son a<.:tos formalmente admimstratlvos por \encr su origen en \a Admini$trac1ón Púbhea 

y matcrwlmcntc legislativos por crear una sítuación juridico. general, en donde se expresa 1a 

a<lmini~trai:1ón pública en su función nonnativa. 



Ejemplo de ello es; el reglamento de una corporación u órgano administrativo. 

Dl;!creto.- n. rr.. (latín decretum). Decisión tomada por la autoridad competente 

en materia de su mcumbencia. Disposición del Poder Ejecutivo, dada con carácter general. 

Resolución, mandato, decisión de una autoridad sobre asunto, negocio o materia de su 

competencia. 

Garantía.- Cosa que asegura y protege contra algún riesgo o necesidad. 

Acuerdo.- En el ámbito del Derecho y como una acepción general y amplia se 

aplica a la idea de la resolución de un cuerpo colegiado, con jurisdicción y competencia: 

Tribunal. asamblea, consejo, sociedad, etc. En sentido estricto y legal significa la resolución 

dictada por un cuerpo colegiado que tiene lajunsdicción y el impeno para hacerla cumplir. 

Circular.- Representa una norma o complejo de normas generales de carácter 

interno, emanadas de un órgano superior de la administración pública y destinadas a órganos 

mferiores para que ajusten cierta clase de actividades a lo que la misma establece. Esta 

definición no excluye también que estas circulares existan en los órganos de la Justicia o en las 

Legislaturas. en tanto se refieran a las actividades administrattvas que éstos realicen para sus 

fines ¡;spei;rnks. 

Principio de Legalidad.- Según concepto de Olivera del Toro, éste proclama la 

exigencia que- la actuación administrativa se someta a lo.s normas legales, y expresa la ¡;ualidad 

de la actividad admmistrativa que es confonne a la ley. 

Derechos y Garantías.- En Derecho Constitucional. el conjunto de 

dcc\aracionc::: solemnes por lo gt..'11eral. aunque atcnuü<las por su entrega a leyes especiales 

donde :.i. \(..'i..:i..!s se desnaturalizan. que en el código fundamental tkndcn a :iscgurar los 

bcndicws de la libertad, J. garantizar la segundad y a fomentar la tranquilidad ciudadana 

frente a la ,h:-..:iún arb1trana de la autondad, integran límites a la acción de ~sta y defcnso. por 

los pJrt1.:ul.m::,.,. 
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Control Constitucional.- Entendiendo éste a partir de las siguientes 

afinnaciones: 

"l.- El Poder administrativo está obligado a cumplir con las garantías del 

artículo 14 párrafo segundo y 16 ConstitucíonaL De está manera la Administración está 

obligada a respetar las garantías de audiencia y legalidad. 

Cuando se ven afectados los derechos tutelados por la Ley el particular podrá 

gozar de protección constitucional de las siguientes garantías: 

a) Garantía de legalidad.- Que es el ajuste perfecto de la Administración a la 

aplicación de la ley. 

b) Garantía de audiencia.-Cumplimiento de las formalidades esenciales del 

procedimiento. 

c). Garantía del establecimiento del procedimiento administrativo. 

2.- Casos de excepción en la constitución, en los cuales el Poder Público puede 

ejecutar directamente sus resoluciones sm intervención de las autoridades judic1ales y sm 

SUJetarse al artículo l 4. Un ejemplo de ello, es el artículo 33 de nuestra carta magna, que se 

retkre a los extranjeros perniciosos, caso en el cuál no resulta aplicable la garantía de 

audiencia. ''' 7 

Lo anterior referido por Gabmo Fraga, nos lleva a la conclusión de la 

obligaciOn por parte del Estado, a que se respeten las garantías de previa audiencia y legalidad 

y que el eJcrcicio del control constitucional se garantizará mediante los preceptos 14 y 16 

constitucionales. Al hacer alusión el 16 " ... a leyes expedidas con anterioridad al hecho" 

Dl!sentrañando el espintu de la ley, nos percatamos que la acción de intentar justicia 

invocando esto. garantia se ve delimitada por la propia constitución. 

\7 FRAGA. Ci.1hm0, Op Cn .p. l l 
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Por tanto, la Constitución es quien delm1ita la acción adminístrativa. En casos 

de arbitrariedades de la autoridad. Además está garantía de audiencia. establece "un juicio en 

el que se cumplen las formalidades esenciales del procedimiento". 

Otro precepto que garantiza el control de la legalidad es el 16 constitucional, en 

el cuál se refiere a las resoluciones administrativas, formal y materialmente al indicarse "Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autondad competente, que funde y motive la causa legal del 

procedimiento ... 11 

Este precepto constituye un principio general, referido al contenido del acto 

administrativo, que descansa en un sistema de protección y aseguramiento de las garantías 

individuales. InvolUl.:rándose los derechos de competencia, forma, motivo, objeto o fin. Este 

control se hace efectivo, al invocar los preceptos constitucionales l 4 y l 6 a través del Juicio 

de Amparo y con apego al principio de legalidad. 

Olivera de Toro dt..::e: re-spectú al Control Ce la legalidad.- "Este es una de las 

consagraciones politkas del EstJ.do de Derech:,, y al mismo tiempo. la más importante 

column:'l sobre la que se asicr.ta el Lota! ect1fici0 del Derecho Administrativo" ... además agrega: 

"es !a exigend::i. de que la actuación adm;nistrativa St: someta a las nonnas legales, y puede 

decirse que expresa 1.:i ci.1a!i<l.ad éc ia aclivid!ld administrativa que es conforme a la 1ey. Así, ia 

sumisión de la adnunistración a los dictados de la ley no es sino la expresión más patente de la 

ex1stenc1a del Derecho Administrativo. 

Este principio limita la competencia de los órganos administrativos, y al 

expresar la conformidad de la actuaci,ón '.ldrninistrativa a la ley, existirá regularidad jurídica de 

la admmistracíón''_3~ 

,.~ OLIVFRA DFL !'ORO, ~l;Ulua! de _Dcn.·chú Admm1~tr.1t1vo ()um1a fal1c11)n falitonal PcHTÚJ p. 121. 
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Lo anterior, nos indica que todo acto admmistrativo, deberá estar sustentado en 

una disposición jurídica, fijada por el estado que señale sus límites y alcances y así se 

garantice su efectividad. 

Olivera del Toro clasifica a la función administrativa bajo los siguientes 

cntenos: 

"PUNTO DE VISTA FORMAL.- De acuerdo a éste criterio consiste en 

atribuirle al acto, la naturaleza del órgano donde emana, con independencia de su contenido o 

datos esenciales, también llamado subjetivo u orgánico. Un ejemplo de ello, son los actos que 

emanen del Congreso de la Unión o Cámaras, llamados actos legislativos. 

Bajo éste criterio no se considera su contenido, sino únicamente el órgano de 

donde emana el acto que las realizó. 

PUNTO DE VISTA MATERIAL.- De acuerdo a la naturaleza intrínseca de 

la fi.mc1ón, se parte de un criteno objetivo materiaL que prescinde del órgano del cuál están 

atnbuidas las funciones". 39 

De \os anteriores criterios mencionados se desprende. que las funciones que 

rcahza el Estado son: formales y materiales; temendo las formales como elemento primordial 

la naturaleza del órgano que las realiza, y las materiales como elemento el fin que e1 Estado 

persigue al realizar la función, es decir considerando el contenido del órgano al cual estén 

atribuidas. 

Apegándonos al principio tradicional de !a separación de poderes encontramos 

que a cada poder le corresponde una función. 



Las funciones pueden llegar a coincidir, correspondiendo recíprocamente la 

misma función. Al corresponderle la función legislativa al Poder Legislativo, sin embargo 

pudiera &er que no llegasen a coincidir, un ejemplo de ell0 es la aprobación de una ley en este 

caso, cuando se tiene una función legislativa y el órgano que emana de ella es el Poder 

Ejecutivo, cuando se tiene una función legislativa, y el órgano que emana de ella, es el Poder 

Ejecutivo. 

La función administrativa es la función propia de la Administración Pública, 

que tiene sus indiscutibles facultades para la ejecución directa de sus resoluciones, Sin la 

intervención de las autoridades judiciales, pues cada poder puede moverse en la esfera que 

constitucionalmente le corresponda. Y ocasionalmente pueden llegar a coincidir sus funciones, 

sin embargo en sustancia los actos que emanen de ellas serán distintos radicalmente. 

Serra Rojas al citar a Stanissinopoulus, nos indica al respecto del actuar estatal 

y los actos derivados de el cuando nos dice: "La Administración pública al encauzar el 

ejercicio de la función administrativa en fo1ma unilateral o contractual, se manifiesta en una 

intensa acti-\'idad que se traduce en numerosos actos de naturaleza diversa, creadores de 

derechos y 0h!igac10nes. A diferencia del derecho privado. el Estado impone unilateralmente 

sus ohligaciones y cargas a los particulares y dispone de los medios efectivos para cumplirlas. 

al mismo ttcmpo que es un creador de derechos. La función administrativa se concreta en 

actos jurídicos. consistentes en una declaración de voluntad en eJercicio de una potestad 

administrativa y hechos y operaciones materiales" 4º 

De lo anterior se desprende que la actividad de la función administrativa se 

matcnaliza en actos jurídicos que nacen por voluntad administrativa. Asimismo las füncioncs 

del l.!~tado. independientes del órgano material que las emite ::;e cxtcril.)r\zan en actos de 

distinta naturaleza: unos que producen consecuencias jurídicas y otros que producl.!n 

consccu¡;-ni;ia!'i de hecho. 

411('fr \! f{R_ \ !H) f,\S. :\ndn:,;, Or Cll p 219 



La función se destina a un fin, dirigido a realizar una serie de actividades que 

se plasmarán en los actos administrativos. los cuál.es se anaHzarán más adelante, y que traerán 

como resu!tado la satisfacción ctel interés común. Toda vez que, la función administrativa 

tiene su origen en el fin mismo que persigue el Estado, es decir en el "como debe" y "cuando 

debe" realiza::" la act1v1dad admimstrativa que le es señalada por la ley. 

La denominación del "Poder Administrativo suele adjetivarse según lo 

dispu~sto por el Diccionario de Garantías de el Profesor Burgoa, como el Poder Ejecutivo, la 

función administrativa del Estado, como toda función, la administrativa y la ejecutiva se 

exteriorizan por una diversidad cualitativa y cuantitativa de actos de autoridad específicos que 

corresponden al tipo abstracto de "acto administrativo". 

Desprendiéndose que el Poder Ejecutivo en sus funciones se va a manifestar en 

una serie de actos de autoridad de índole administrativa, aunque los órganos legislativos y 

judiciales del Estado tengan competencia excepcional para realizar ciertos actos de dicha 

índole no por ello se debe inferir que podían ejercer el poder o la función administrativa. 

Por lo que se refiere, a que si los órganos administrativos pueden emitir 

constltuciona\mcntc y legalmente actos de carácter legislativo o junsdiccionaL Se puede decir 

que en ciertos y dctenninados supuestos previstos en el Derecho, de su potestad no debe 

concluirse que tales órganos desempeñen su función de manera permanente y primordial. 

8) ACTO ADMINISTRATIVO. 

Existen en el Derecho Administrativo un srnnúmero de aportaciones 

doctrinam1s en lo que se refo.:rc a acto administrativo: de las cuáles. se destacarán únicamente 

las que reúnan una conccptualízación más íntegra y clara que nos ayuden a comprender mejor 

dicho adn 

El Mac:-tro Scrra concibe al .icto admmistr,,tivo como· "un acto Jurídico, una 

i..kcL\r;H.:1on d,.; \~1luntaJ. di.:: dc~co, dc conocunu.:nto y de .1uic10 unilatcral. externo.. concrt.:ta y 



ejecutiva, que constituye una decisión eJecutoria, que emane de un sujeto. La Administ!ación 

Pública, en el ejercicio de una potestad administrativa que crea, reconoce, modifica, transmite 

o extingue una situación jurídica, y su finalidad es la satisfacción del interés general"41 

El criterio de Serra Rojas, es muy claro al indicar que el acto administrativo es 

la expresión vo1utiva manifiesta, por parte de la autoridad púbhca de conocer la creación, 

modificación, transmisión o extinción de una situación juridica para satisfacer el interés 

general. 

Miguel Acosta Romero por su parte lo define diciendo; el acto administrativo 

" ... es una manifestación unilateral y externa de la voluntad, y expresa una decisión de una 

autoridad admimstrativa competente, en ejercicio de la potestad pública. Esta decisión crea, 

reconoce, modifica, transmite, declara o extingue derechos u ob1igac10nes, es generalmente 

ejecutivo y se propone satisfacer el interés generalº. 42 

Tanto Serra Rojas como Acosta Romero, coinciden en decir que el acto 

administrativo es una manifestación de voluntad unilateral, ejecutiva que se exterioriza por 

decisión ejecutoria de autoridad administrativa competente, la cual crea, modifica, extingue. 

declara, transmite situaciones 1uridicas1 para satisfacción de un interés general. 

Olivera del Toro considera al acto admimstrativo en tres puntos de v1sta: 

.. Objetivo, sub3etivo y material. 

Desde el punto de vista objetivo.- Lo estima como una declaración o 

t.::xteriori'zación intelectiva de una voluntad admin1strativa. 

·ll SERRA ROJAS, Andrés Op Cit p. 230. 

": ,\COS r ,\ ROMERO, M1~ud T -!1ll í..i (icncr,11 ,k Ocrcc!w Adrnm1s1r,ui,.o Pnrncr i.:ur.~(), hltc1ón 
Novena [JuonJl. Pom1J MéxicÜ.1990, p 621 ··-- --·-
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Desde el punto de vista subjetivo o formal.- Lo considera de acuerdo al órgano 

donde emana el acto. 

Desde el punto de vista material.- El acto administrativo es producto de la 

potestad administrativa que, en su ejercicio, crea consecuencias de Derecho, al crear, fundar, 

modificar o suprimir una relación jurídica subjetiva, pero como emanación unilateral del 

Poder público, Sin considerar que órgano emitió el acto administrativo"43 

La referencia que se tiene de acto administrativo por la Ley de Procedimiento 

Administrativo del Distrito Federal, es muy clara al indicar: 

"El acto administrativo es un acto de autoridad, entendiendo por ésta a toda 

persona invest1da de poder estatal derivado de una función pública en los términos y 

condiciones establecidos por la ley, dicho acto crea, reconoce, modifica o extingue una 

situación jurídica concreta" 

La Doctrina por su parte ha tomado como noción del acto administrativo: "es 

aquel por mt!dio del cual se exterioriza la función administrativa, siendo dicha función 

producto de la actividad del Estado, en sus vanadas fonnas." 44 

La función administrativa, la cual se estudió en el inciso anterior, se exterioriza 

a través del acto admimstrativo el cual, es utilizado por la autoridad para dar cumplimiento a 

la actividad del Estado. 

Nosotros lo definimos al acto administrativo: Como la exteriorización de la 

función administrativa la cual se hace visible a través de actos jurídicos que emiten las 

autoridades. Pudiendo ser que obliguen y hagan exigible su cumplimiento y otros que 

meramente declaren el derecho, siendo éstos los que detenninan la satisfacción del interés 

general . 

. p OLIVERA DEL roRO. Op Ctl p. 125 . 

.¡.¡ '-;ANCIU:J. SODL 1 !n~ac10 Cl1mpilac1\in de leve:-. 1\kx1c:ma~ Nu:;.:_~:.,,'l___!;.S,l d_~ Proccd11nic11tos Admmi'>trativ,:..:. 
~le! l~);>.11_~~1 ~:~·dc1:~!. Pw~1.1rna~ Ed\Kalt\'OS S A. tvkx1co, 1996 
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Para poder comprender mejor el concepto de acto administrativo es preciso 

destacar que el género es el acto jurídico y la especie es el acto administrativo. Entendiendo al 

acto jurídico, como la libre manifestación de voluntad, encaminada a provocar o producir 

efectos de derecho. con la manifiesta intención de que se r~alicen sus efectos. Y al acto 

administrativo como un acto de carácter general donde se plasma la voluntad gubernativa. el 

cual cuenta con dos modalidades: Ejecutivo y declarativo. 

Es decir, ejecutivo cuando en sí mismo lleva la potestad necesaria para su 

realización fáctica coactiva, en caso de incumplimiento. Verbigracia. El acto de cobro de 

impuesto. Y declarativo, sólo crea un derecho y no implica ejecución. V erbigracía; Licencia 

de Manejo, Acta de Nacimiento o Matrimonio. 

El acto jurídico crea situaciones concretas únicamente. El principio de legalidad 

regirá a ambos conceptos, sin embargo la ley faculta a la administración para su cumplimiento. 

El acto jurídico crea una situación de derecho denvada de un hecho jurídico. 

El acto administrativo contiene una decisión unilateral, con independencia del 

contenido y la forma que más adelante adopte, además de una exterionzación. Considerando 

que el acto juridico no posee algunas de las características del acto administrativo pues su 

ámbito es en la esfera de el Derecho Privado" 45 

Lo anterior da pauta a la distinción entre acto jurídico y acto administrativo, es 

que d segundo participa en las características del acto jurídico, por ser la expresión de 

voluntad que produce efectos jurídicos. Sm embargo las diferencias entre ambos, .se pueden 

aprecrn.r mejor cuando analizamos las relaciones de situaciones objetivas, sometidas a 

principios Juridicos en Derecho Público y Privado, por lo que existen consecuencias y 

peculiaridades diferentes. 

45 Sl·RRA ROJ.\S, Op C1t p. ~31. 



La situación jurídica que se crea por un acto administrativo es particular o 

concreta, y puede ser general o una combmación de ambas. Mientras que e-n el acto Jurídico 

como ya se había mencionado solo puede ser particular y concreta 

El acto administrativo constituye la causa esencial, de toda controversia 

_ contenciosa~administrativa, cuando d1cho acto haya sido violado por la autoridad tal y como lo 

manifiesta el Doctrinario Manuel J.Argañarás al decir que: ''lo específico del contencioso 

administrativo es el conflicto jurídico que se origina por el acto de autoridad administrativa 

que al violar el precepto legal que regla su actividad, vulnera los derechos subjetivos de ·algún 

particular o de otra autoridad autárquica, considera como punto específico el conflicto 

generado por el acto administrativo, pudiéndose afectar sus derechos no sólo al particular, smo 

a la propia Administración Pública". 46 

Desprendiéndose del concepto de Argañarás; que es indispensable la existencia 

de un acto administrativo que viole un precepto legal para que tenga razón de ser el 

contencioso administrativo. 

De todo lo antes referido del acto administrativo, se derivan una serie de 

ténmnos que e.s preciso conocer su significado, que a continuación se indicarán; 

Autoridad administrativa competente: Es el órgano u órganos 

administrativos que están facultados por la ley, para realizar actos de decisión y ejecución. 

Declaración unilateral de la Voluntad.~ A través de ésta el Poder público, 

manifiesta la expresión de un obrar soberano que, por su naturaleza contiene prerrogativas, las 

cuales no pueden ponerse en duda y lo hacen cjecutono y son usadas precisamente para la 

satisfacción de los intereses generales por ello el acto se presume legítimo. 

411 :\R(j:\Ñ •\R:\S J \.l.111ud l'nhun.1\ (\)111cni.:1m,l1 :\<lnuni~11ati\ o -\d D1s1rit.) Fi.:dcr~,\ Rcv1-.,1a fnbun,\\ 
(\)ntcn..:aN1 .\Jmm1~1r::iu\o d~¡ D1~1riw \',•dcral, :\,'k<..1co. 'In 1 \ 7~,\ \\. p 12. 



Manifestación externa de la voluntad.- Expresión del proceso volitivo del 

órgano administrativo, deberá tener una exteriorización objetiva. Los requisitos que deberá 

contener son: Debe ser espontánea y libre, dentro de las facultades del órgano, no deberá tener 

v1cios y deberá expresars~ de conformidad con la ley. 

Concreto.- La declaración debe ser una manifestación concreta, puesto que 

debe referirse a situaciones particulares, en contraposición a las disposiciones normativas, 

cuyo contenido es general, y abstracto, no produce consecuencias jurídicas individuales, como 

sucede con los actos administratívos. 

El acto ejecutivo.- Este término se comprende mejor en dos sentidos: 

a).- La ejecución del acto. 

b).- La ejecutoria del acto. 

Ejecución o ejecutividad.- Comprendiéndose aquel acto, que tiene potestad 

necesaria para que, en caso de no cumplirse voluntariamente por el sujeto pasivo, pueda 

exigirse por !as autondades su cumplimiento en fonna coactiva. 

Ejecutoria del acto.- Es aquel contra del cual no cabe ningún medio de 

impugnac1ún. q1.1cda.ndo finne et acto o sentencia, siendo excepcional en materia 

administrativa. 

Potestad administrativa.- Es la facultad conferida por la Administración 

Pública. para realizar actos en la esfera competencia! de la misma. 

Admimstrac1ón Pública.- Deriva del latín administratio, oms que significa 

d1rct.:1.:ión, c_1cn::i1.:10 o servicio, administrar viene de ad-ministrate, que significa servir o cuidar. 

L.1 ad1111m...,trac1ún rública o actividad del Estado se constituye por d conJunto de actos. 

funci~l\1C:-.. o t:.trcas que, conforme a !a lcg1slación positiva. puede y debe CJCcutar d Estado para 

rcah1ar ...,t¡-., tincs 



Derecho.- n. m. Conjunto de Leyes, preceptos y reglas a que están sometidos 

los hombres en su vida socíal. 

Obligación.- Es un precepto de inexcusable cumplimiento, en lo jurídico, 

constituye el vínculo legal, voluntario o de hecho que impone una acción o una omisión. 

Existen obligaciones de dar, hacer y no hacer alguna cosa. 

Serra Rojas, además considerar los términos antes señalados define al acto 

admimstrativo como un acto jurídico equiparándolo en su conceptualización como tal, debido 

a que, como se mencionó en un principio el acto jurídico nace al exteriorizar la voluntad y 

, traer como consecuencias efectos de derecho, al igual que el acto administrativo. 

Lo dicho por el Maestro Serra Rojas nos lleva a deducir que el acto 

administrativo es un acto jurídico, por producir consecuencias de derecho, aunque existen 

diferencias entre ambos. La situación que crea el acto administrativo, contempla la 

posibilidad~ de darse en ciertos casos una situación jurídica general o una combinación de 

ambas. Y el acto jurídico únicamente crea situaciones concretas únicamente 

Fraga "sólo los actos administrativos dan pauta al CJercicio de la acción ante el 

Tribunal de lo Contencioso, Los admimstrados, tienen el poder de exigir a la administración 

que se sujete, en su funcionamiento, a las nonnas legales establecidas al efecto y que. en 

consecuencia, los actos que realicen los verifiquen los órganos competentes, de acuerdo a las 

fonnaHdades legales, por los motivos que fijen las leyes, con el contenido que éstas señalen y 

persiguiendo el fin que éstas indiquen"47 

A mayor abundamiento al referirnos al acto administrativo como tal, lo 

podemos identificar como un acto debidamente legalizado, en el cual se exterioriza la voluntad 

de la Administración pública de manera unilateral y va más ana de ser un simple acto de 

derecho, además de adecuarse a los preceptos legales existentes, y producir efectos jurídicos es 

d prop10 Poder Ejecutivo quien lo emite, y se encarga de su ~jccutoricdad y cumplimiento. 

47 FRA\Jt\, (iabino Op C1\ p 225. 
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Por tanto, el acto administrativo por sus características que más adelante se 

analizarán, imposibilita la libertad del individuo, a decidir si lo acepta o no; Toda vez que, es 

una decisión del estado unilateral en uso de su potestad imperativa. No teniendo más 

alternativas que el estricto acatamiento legal. 

Siendo el acto administrativo, un fiel reflejo de la realización y manifestación 

del Estado; y en el cuál se manifiesta éste, en sus fines que son la creación, modificación y 

extinción del orden juridico establecido. 

C).- ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y SU 

FUNDAMENTO. 

Gabino Fraga y Olivera del Toro, consideran como elementos constitutivos del 

acto administrat1vo los siguientes: 

El sujeto, la voluntad, el objeto, motivo, fin y la forma. 

Gabino Fraga índica que, el sujeto.- es el órgano de la Administración que lo 

realiza. En su carácter de acto jurídico, exige que se realice por quien tenga aptitud legal. 

La Doctrina por su parte nos indica que, existen dos tipos de sujetos: Siendo 

éstos, el suJeto activo y el sujeto pasivo. 

El sujeto activo.- Es el órgano de la Administración del cual emana el acto ser 

emitido por una autoridad competente. 

El sujeto pasivo.- Este comprende a todas las personas jurídicas, fisicas o 

colectivas a quienes se dirigen y ejecutan el acto administrativo. 



La voluntad Estatal.- Es la expresión del proceso volut1vo del órgano 

administrativo espontánea, libre. exenta de error, dolo o violencia y en los términos previstos 

por la ley. 

El objeto.- Identificándose plenamente con el contenido del acto, indica la 

sustancia del acto jurídico y sirve para distinguir un acto de otro, al estar determinado por el 

efecto práctico producido de inmediato o directamente por el acto. Además de ser 

determinado o detenninable, posible, lícito y deberá realizarse dentro de las facultades que 

otorga el órgano competente Verbigracia; es el nombramiento de un funcionario u 

otorgamiento de una concesión. clasificándose en: 

a) Objeto directo o inmediato.- El cual crea, reconoce, modifica, extingue 

derechos y obligaciones dentro de la actividad del órgano administrativo de su competencia. 

b) Objeto indirecto o mediato.- Consistente en la realización de la actividad del 

órgano del Estado, al cumplir con sus obligaciones, en el ejercicío de su potestad pública . 

El motivo.- Es el antecedente o presupuesto que precede al acto, lo provoca y 

funda su realización. 

El fin.- Es el propósito de interés público contenido en la Ley. Lo que persigue 

el acto administrativo. El acto administrativo debe tener el fin propio de la función 

administrativa, que es la utihdad púbhca. 

La fonna.- Es la materialización del acto administrativo, el modo de expresión 

de la declaración ya formada. Como elemento fonnal el acto administrativo. está integrado 

por el proct.!dímiento administrativo, contenido en !a ley o reglamentos respectivos. 

Olivera del Toro, adcmás de considerar los conceptos anteriores de 

clasificación del acto administrativo estima a! mérito y oportunidad como elementos dd acto 

administrativo 



"El mérito, En todo acto administrativo hay siempre un fin último, que es el 

re._o:;ultado que la administración obtiene, útil y convenientemente, para el interés general. 

La oportunidad y mérito.- Olivera del Toro considera al mérito de acuerdo a la 

opinión de los tratadistas italianos, al decir que es un elemento del acto administrativo, 

entendido como la adecuac1ón necesaria de medios para lograr los fines públicos específicos 

que el acto administrativo tienda a lograr. 

Concluyendo de lo anterior, que el mérito es el resultado de la pretensión 

deseada, por parte del Estado valiéndose de ello, de ciertas circunstancias para alcanzar su 

realización. 

FUNDAMENTO LEGAL DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

Entendiendo que todo acto de autoridad deberá estar fundado y motivado por la 

máxima normatividad juridica en nuestro país. Y que de ésta a su vez emanan los demás 

disposiciones jurídicas. 

Continuando con la antenor afirmación nuestro fundamento legal que reviste 

todo acto administrativo, podemos afirmar enfáticamente que éste se encuentra en el artículo 

3. de la Ley Federal de Procedimientos Administrativos. Que dispone lo siguiente: 

Articulo 3.- ··La Admuüstración pública del Distrito Federal ajustará su 

creación a la Ley, confonnc a los principios de descentrnli2ac1ón. desconcentración, 

coordinación, cooperación eficiencia y eficacia, y deberá abstenerse de comportamientos que 

impliquen vías de hechos administrativa contrnnas a !as garantías constitucionales. 

Asimismo. las <lispos1cioncs previstas por esta Ley o en otros ordenamientos 

jurid,cos·· 



La citada Ley Admmistrativa nos señala, los elementos constitutivos del Acto 

Administrativo, y nos menciona, que la falta de cualquiera de ellos, trae como consecuencia la 

invalidez del acto. 

El acto administrativo, encuentra su legalidad en los preceptos constitucionales 

14 y 16, mencionados con anterioridad que contienen esencialmente la garantía del princip10 

de legalidad que deberá estar investido todo acto administrativo: 

"Articulo 14.- ... Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 

propiedades posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento 

y conforme a las leyes expedídas con anterioridad al hecho ... 

Al analizar el precepto anterior, encontramos una serie de valores que son 

salvaguardados por la ley, para nuestra protección y seguridad en nuestra integridad biológica, 

propiedad, uso y goce de ella, dichas prerrogativas de audiencia, deben existir en todo juicio, 

tribunaies y leyes creadas con anterioridad. 

El articulo 16 señala, respecto al acto administrativo: 

" ... Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente que funde y 

motive la causa legal del procedimiento" 

Interpretando el precepto anterior, encontramos que todo acto de autoridad no 

deberá afectar a los ciudadanos en: Su domic1Ho, familia. integridad, documentos: siendo 

preciso para ello, la existencia de una orden escrita por la autoridad competente fundada en la 

ley, y explique d por qué la aplicación de ese precepto lega! al caso en concreto. 

De los preceptos antes citados se deduce que es mdispcnsable que todo acta 

::i<lm1nistr:1t1 \ o n.:úna los siguientes requisitos constituctono.lt.:s: 



A) Requisitos Constitucionales 

1.- COMPETENCIA.- El acto administrativo deberá emanar de autoridad 

competente, es decir que tenga facultad para ello. 

2.- POR ESCRITO.- Mediante escrito sefialará la autoridad competente la 

fundamentación necesaria para el caso en particular, según las características del acto al 

señalarle sus limitantes, siendo por lo regular mediante Oficio. 

3.- MOTIV ACION.- Consiste en la obligación que tiene la autoridad 

administrativa, de señalar cuales son las circunstancias de hecho inmediatas anteriores al acto 

administrativo que le dieron origen. 

4.- PRINCIPIO DE LEGALIDAD.- Es el apego al orden Juridico, ya que 

bajo éste pnncipio deberá regirse todo acto y consiste en que las autoridades solo pueden 

hacer lo que la ley les permite, en donde \as autoridades gozan de facultades expresas para 

actuar. 

B) Los elementos y rcqmsitos de validez de tos actos admmistrativos que nos 

señala la Nueva Ley de Procedimientos Administrativos del Distrito Federal son los 

siguientes: 

" l . - Los elUitidos por autoridad competente 

2.- Servidor Público los emitid, con plena. facultad. 

3.- En órganos colegiados deberá reunirse un quorom mínimo señalado en el ordenamiento 

aplicable al acto. 

4.- Que no exista en la manifestación de la voluntad de la autoridad: error de hecho o de 

derecho sobre el objeto o motivo de! acto. dolo mala fe y/o violencia. 

5.- El ohJeto sea posible 

6.- El objeto este previsto en el ordenamiento único aplic,1blc al caso. 
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7,- El objeto sea detenninado o determinable y preciso en cuanto a circunstancias de tiempo y 

lugar. 

8.- Cumpla con la finalidad de interés público. 

9.- Se conote por escrito, en caso de afirmativa fleta deberá contar con la certificación aludida 

en el artículo 90. 

10.- El acto deberá indicar la autoridad donde emana y la firma autógrafa del sentido público 

correspondiente. 

11.- Cita de los preceptos legales aplicables que fundamenten con precisión el acto. 

12.- Citar con precisión las circunstancias especiales razones particulares o causan inmediatas 

que se hayan tenido en consideración al emisión del acto (motivación del acto). 

13.- Adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, En conotancia. 

14.- De confonnidad al ordenamiento jurídico que rige al acto o cumpla con lo que establece 

la ley del Procurador A. del Distrito Federal. 

15.~ Expedirse el acto conguentemente con lo solicitado resolviéndose los puntos previstos en 

las normas" 

C) Los elementos de validez por escrito los encontramos en el artículo 7 de la 

Ley de Procedimientos Administrativos de la Procuraduría Administrativa para el Distrito 

Federal que a groso modo se señalarán a continuación: 

l.- Señalar lugar y fecha de su emisión en el caso de actos individuales se hará mención en la 

notificación de la oficina donde se localiza pueda ser y consultado. 

2.- Los actos administrativos que deban notificarse personalmente debe mencionarse en los 

mismos. 

3.- En actos administrativos reunib1es, deberá mencionarse el término con que se cuenta para 

interponer el recurso de inconfonnidad y nombre de la autoridad. 

4.- Expedido sm mediar error respecto a la referencia especificada de identificación, 

documentos o nombre completo de la persona. 



D).- CLASlFICAClON, EFECTOS Y EXTINCION DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

Apegándonos a la clasificación del Profesor Gabino Fraga,, lo clasificaremos 

como sigue: 

"A).- De acuerdo a las voluntades que intervienen: Simples y compuestos. 

Simples,- Este esta formado por una sola voluntad, pudiendo ser 

posteriormente modificado por otros actos de voluntad. 

a) Unilateral.- creado por una voluntad. Verbigracia. la declaración unilateral de 

la voluntad. 

Compuestos.- Cuando varias voluntades intervienen en la fonnación del acto. 

a) Colegiado.- Como órgano único, cuenta con una sola voluntad. Asimismo 

intervienen diversas voluntades fisícas. 

b).- Complejo o colectivo.- Existiendo el concurso de voluntades en varios 

órganos de la Administración. Verbigracia; La concurrencia de varias Secretarias de Estado 

para la formación de un acto. 

e) Acto unión.- Intervienen varias voluntades con diferente finalidad cada una, 

no pretende crear una situación jurídica individual. Verbigracia. el nombramiento de un 

empleado público, 

d) Bilateral.- Intcrvi(,ne dos voluntades. Verbigracia. El Contrato. 

B).- En función al margen de libertad para su creación: Reglados y 

discrcs10nalcs. 



Reglados u obligatorio.- Es obligatorio para la autoridad su emisión, de 

confom:iidad a la ley. No estando la Administración facultada para contravenir la disposición 

que emane de ella, por ser fa ejecución de la ley obligatoria en su cumplimiento. 

Discresionales.- Son aquellos que la autondad con libre arbitrio decide sobre su 

emisión o abstención, es cuando la ley le da Facultad a la autoridad, para que decida 

libremente de que manera actuará. Esta consideración reviste un carácter subjetivo que 

involucra la conveniencia, necesidad, equidad, exigencia del interés público en su actuar 

discresional. 

C).- Atendiendo a su ámbito de aplicación.- Internos y Externos. 

Internos.- Estos existen dentro de la organización de la administración, 

constituyen reglas de derecho que regirán el buen funcionamiento de los órganos 

administrativos, mediante medidas de orden y disciplina Asimismo comprenden los 

procedimientos o trámites, y en general a los departamentos técnicos, a través de estudios 

previos. Cabe señalar, que los actos internos se entienden cuando dichos trámites o 

procedimientos no garantizan nada a los particulares; Solo, pugnan por el interés del buen 

orden administrativo. 

Externos.- A contrario sensu, son actos externos aquellos que al manifestarse 

trascienden la esfera de la. administración. A través de éstos quedan comprendidos los actos 

administrativos 

D).- De acuerdo a su finalidad.- Instrumentales y principales. 

Instrumentales.~ Estos actos son llamados preliminares o instrumentales. 

Asimismo, éstos se cristalizan en los actos de ejecución que realiza la 

Administración para su buen funcionamiento, son un instrumento para realizar actos. 



A través de ellos, la Administración exterioriza determinadas facultades del 

Poder público llegando a la afectación de la libertad de los particulares, en uso de sus 

atribuciones. Verbigracia; El Poder Público podrá exigir la presentación de libros, 

declaraciones, estados financieros e inclusive la práctica de visitas domiciliarias. Mediante la 

coacción ob1igan a cumplir con determl.nada resolución o decisión admimstrativa, todo con 

apego al principio de legalidad. 

Principales o de ejecución. Están constituidos por los actos administrativos 

materiales y jurídicos, que se vale la administración para cumplir sus resoluciones y decisiones 

éstos actos administrativos son llamados principales; toda vez, que son el fin de la actividad 

administrativa. Verbigracia; Los que hacen efectivos los impuestos. 

E).- Por su contenido: Actos que aumentan derechos, actos que los limitan y 

actos que hacen constar un derecho u hecho jurídico. 

Actos que aumentan los derechos.- En atención a la esfera jurídica de los 

administrados, son actos que fundamentan los derechos de los particulares, la admisión, la 

aprobación, la dispensa o condonación, las licencias o permisos . autorizaciones, las 

concesiones y privilegios de patente. entre otros más. 

Actos que restringen sus derechos: En éstos están las órdenes, los actos de 

expropiación. \as sanciones y los actos de ejecución. Estos, como manifestaciones de voluntad 

de carácter irnpcrativo, obligan a los particulares a realizar conductas positivas o negativas y 

que implican una amenaza de sanción para el caso de incumplimiento de una obligación 

preexistente. Asimismo la sanción , es un acto que establece la ley para quien la infrinja 

Actos que constituyen un derecho.- Para dar tCnnmo a la clasificación hecha 

por Gabino Fraga, se mencionarán los actos admmistrativos en los cuáles la admimstración 

hace constar b existencia de un hecho. comprendiendo ~stos. las certificaciones, el registro, 

las no11fü.:<.h.;iorn:s y rublicaciones. Destacando de Cstos últimas las notificaciones. ya que su 
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objeto es dar a conocer resoluciones administrativas, reviste de gran importancia ya que éste 

acto admmistrativo da la pauta para otros actos o recun,os posteriores"48 

Todo acto administrativo deberá reunir como ya se ha venido diciendo con 

anterioridad, carácter de validez, reuniendo los requisitos de legalidad que establece la ley, ya 

que s1 no se realiza de ésta manera, la not1ficación será considerada defectuosa y por tanto 

carente de validez, y dichos actos podrán impugnarse. Asimismo deberá considerarse las 

voluntades que mtervienen., en su formación el margen de libertad de creación, su competencia 

o aplicación, la finalidad y por último su contenido. 

El acto administrativo produce sus efectos en el momento mismo de su 

expedición salvo prueba en contrario. Presumiéndose legítimo por el sólo hecho de existir 

En el mciso anterior, nos referimos a los elementos que debe reunir el acto 

administrativo legales, de validez y eficacia, éstos resultan ser sumamente indispensables para 

pennitirle al acto que produzca sus efectos. 

Para el perfeccionamiento del acto administrativo, es necesario que se reúnan e 

integren, cada uno de los elementos que lo conforman. Asimismo, otro aspecto digno de ser 

valorado \!S la eficacia del acto, la parte cuantitativa que envuelve dicho acto y que es 

susceptible de praductr efectos jurídicos, Esta parte cuantitativa se v_e reflejada en las 

características que cuenta el órgano administrativo, de donde emana el propio acto. 

Serra RoJas nos dice respecto a los elementos del acto administrativo: "El acto 

contiene los elementos nccesanos para su debido cumplimiento, es decir, que puede, desde 

luego, ser opuesto en ejecución, por la administración, ya que determina los derechos y las 

obligaciones de las personas a las que alude y todos los demás elementos de tiempo, lugar y 

condición. En unos casos se ejecutan los que impltcan esa ejecución, en cambio los actos 

declarativos no requieren de ejccución":+9 

4~ 1-RAliA. (i.11'itn(1. Up, Cu p :."!30 
4,1SERR,\ RDJ,\', Op < 1t p 335 
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El Profesor Serra, Considera elementos necesarios para el debido cumplimiento 

del acto, pudiendo ser éstos los ejecutivos, que implican la ejecución para su efectividad, es 

decir la coacción de la autoridad ... y los declarativos que contienen elementos de tiempo y 

lugar, que determinan derechos y obligaciones y no son susceptibles de ejecución 

La ejecutoriedad, presunción de legitimidad, la revocabilidad y la 

irretroactividad. Todas ellas son características del acto administrativo cuando adquiere fuerza 

obligatoria. Al surtir sus efectos y ser oponibles frente a los demás órganos de la 

administración, u otras entidades públicas y particulares. 

Sayagués citado por Serrase refiere a los actos administrativos como sigue: ºLa 

posibilidad de la administración de ejecutar directamente sus propios actos tiene sólidos 

fundamentos. 

El acto administrativo constituye un instrumento público y como tal se presume 

como válido y hace prueba plena hasta tanto se demuestre lo contrario, por consiguiente, es 

lógico que pueda cumplirse a pesar de las impugnaciones que se formulen, máxime que su 

ejecución tiende a satisfacer necesidades públicas y sm perjuicio de la responsabilidad en que 

la administración incurra si el acto o los hechos de ejecución fueren ilícitos" .50 

Del anterior concepto se desprende, la ejecutonedad de la cual ya se mencionó 

con antelación, la presunción de legitimidad, y la unilateralidad, se ve manifestada por las 

decisiones de carácter ejecutorio que realiza la administración pública para producir los 

efectos jurídicos en las obligaciones dirigidas a los administrados. 

Los efectos que produce el acto adminisfrativo, son los siguientes: Directos, 

indirectos frente a terceros. 

a) Efectos directos.~ Estos están destinados a la creación de derechos y 

obligaciones en favor o en contra de una persona dctcnninada y un caso en part1cular. su 
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carácter es personal e intransferible y sólo se podrán ejecutar y cumplir por la persona titular 

del acto. 

b).- Efectos mdirectos.- Estos se relacionan con la ejecutoriedad que trae 

aparejada el acto administrativo. Desplegándose así la actividad encomendada por el órgano 

administrativo al exigir el cumplimiento del acto administrativo. 

c).- Efectos frente a terceros.- Estos surten ocasionalmente e indirectamente sus 

efectos, al ocasionar una afectación a terceros viéndose afectados directamente por la 

derivación de un interés legítimo. (aun en el caso de no intervenír en procedimiento 

adrmnistrativo ). 

EXTINCION DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

En Derecho administrativo se extmgue un acto administrativo por díversos 

medios, cuando se elimina a la vida jurídica, por circunstancias legales no consideradas ni 

advertidas en el momento en que se expidió o por razones posteriores de oportunidad, mérito o 

conveniencia. Otra forma de extinción es el cumplim1cnto voluntario, de los particulares o de 

la Administración 

En razón de su naturaleza jurídica y por la realización de su objeto, los actos 

administrativos continúan produciendo sus efectos. 

El cumplimiento automat1co difiere del término. La normahdad o anormalidad 

en la configuración de un acto administrativo depende de como se ha cumplido con su 

régimen jurídico es decir, cuando no se han reunido sus elementos legales. 

Miguel Acosta Romero clasifica los medios de extinción de los actos 

administrativos en medios normales y anormales expuestos a continuación: 

Medios Nom1alcs.- La realización fáctico ,1uridica del ado adminístrativo se 
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realiza con la voluntad y la realización de todas aquellas operaciones necesarias para cumplir 

el objeto del acto. Cumpliéndose y extinguiéndose cuando se realiza su objeto o contenido. 

El cumplimiento del acto puede ser: 

a) Voluntario a cargo de los órganos internos de la Administración cuando 

realiza actos necesarios para su efectividad. 

b) Cumplimiento voluntario por parte de los particulares. 

c) Cumplimiento del plazo, teniendo que acatarse esta modalidad. Verbigracia; 

Licencias, permisos temporales. 

d) Cumplimiento de efectos inmediatos, y su ejecución automática, cuando se 

trate de actos declarativos. 

Medios anonnales: El acto admimstrat1vo se extingue por una serie de 

procedim1entos o medios anonnales, porque no culmina con el cumplimiemo del contenido 

del acto. sino que lo modifican, impiden su realización o lo hacen ineficaz. Siendo los 

siguientes: 

o.) Revocación adromistrativa,- Este acto, deja de surtir efectos en fonna parcial 

o total. éste acto es previo y válido Por razones de oportunidad, técnicas o de interés público. 

b) Rescisión,- Facultad de las partes, de un contrato para resolver o dar por 

terminadas las obligaciones, generadas por el incumplimiento de alguna de las partes. 

V Grbigracia; En el caso de la Administración cuando tiene el carácter de particular y realiza 

contratos y convenios. 

c) Prescripción.- Mediante ésta figura Jurídica se extinguen o se adquieren 

derechos y obligaciones por el simple transcurso del tiempo. según lo expuesto en la ley. 

d) Caducidad.- Extingue el acto, por la falta de n.:qu,sitos o mcumplim,cnto Uc 

los que establece J;i ley o acto admimstrativo, para generar o prc~crvar el <.krc:cho. 



e).- Ténnino y condición.- El término es un acontecimiento futuro de 

realización cierta, del él depende que se realicen o extingan efectos Jut1dicos. La condición es 

un acontecimiento de realización incierta, del que depende el nacimiento o extinción de una 

obligación o derecho. 

f) Renuncia de derechos. 

g) Irregularidades e ineficiencias del acto adminístrativo. El acto no debe suplir 

formalidades de la ley, puesto que cualquier deformidad del acto debe estar un vicio o 

irregularidad del mismo. Y trae como consecuencia la falta total o parcial de los efectos del 

acto. 

h) Extinción por decisiones por recursos administrativos o Tribunales, 

administrativos y Federales en materia de Amparo11
•
51 

Cuando adolece el acto administrativo de alguna de sus calidades descritas o 

presenten vicios en las mismas, se puede decir que estamos en presencia de un acto irregular o 

defectuoso. 

La irregularidad podrá manifestarse desde violaciones a los preceptos legales, 

así como por la falta de elementos que lo integran, no 1mpid1endo que produ1can 

provisionalmente sus. efectos. La validez es una presunción contenida en el acto, que obliga al 

afectado a promover los medios legales de impugnación para demostrar que se trata de un acto 

irregular. 



CAPÍTULO 111. 

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. 

A) NATURALEZA JURÍDICA. 

B) MARCO JURÍDICO. 

C) ORGANIZACIÓN. 

D) JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. 



En el presente capítulo nos encargaremos del estudio y análisis de la naturaleza 

jurídica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, a partir de la 

revisión de las diversas opiniones autorizadas que explican su razón de ser, como instrumento 

idóneo del Estado, entre otros, para alcanzar una adecuada distnbución del bien común, 

Expondremos un análisis del marco jurídico del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, comenzando por la Carta Magna, cúspide de nuestro 

sistema normativo. Posteriormente haremos referencia a la estructura, organización y 

funcionamiento actual del propio Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal, con especial atención en lo relativo a sus servidores públicos. 

Finalmente, analizaremos los conceptos de jurisdicción y competencia, wn el 

objeto de emitir nuestro particular punto de vista a efecto de establecer s1 dichos conceptos 

presentan o no diferencias de existencia, para poder establecer su exacta aplicación dentro de 

las funciones que le son inherentes al Tribunal de lo Contencioso -Administrativo del Distrito 

Federal. 

A).- NATURALEZA JURIDICA. 

Con e\ objeto de desentrañar la naturaleza jurídica del Tribunal de lo 

Contenc10so Administrativo del Distrito Federal, en primer lugar desglosaremos su 

nomenclatura para explicar más claramente dicha naturaleza como sigue: 

a).~ Tribunal.~ Es el órgano e institución del Estado que ttene a su cargo la alta 

función de impartir justicia. En lo particular lo concebimos como la casa de justicia, En otras 

palabras podríamos decir que es e! recinto donde se resuelven los conflictos de intereses o 

controversias de trascendencia jurídica, confonne a la aplicación estricta del derecho. 

Al respecto nos permitimos citar los párrafos segundo y tercero del artículo 17 

de nui.:stra Carta Magna: 

(,1 



"Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que 

estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluc10nes de manera pronta, completa e imparcíal. Su servicio será gratuito, quedando en 

consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

"Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 

garantice la independencia de los Tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones." 

Complementariamente la parte inicial del artículo 13 Constitucional señala que, 

"nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales" Más adelante 

establece que, "los tribunales militares, en ningún caso y por ningún motivo, podrán extender 

su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al ejército". 

Como podemos observar, nuestra Carta Magna no hace mención expresa a 

tribunales adscritos al Poder Judicial, por lo que debemos entender que la existencia de los 

tribunales del orden administrativo (por ejemplo: Tribunal Fiscal de la Federación y Tribunal 

Federal de Conc1ltación y Arbitraje) constituyen una garantía individual de los particulares. 

Por lo que respecta a la prohibición en el sentido de que nadie puede ser 

juzgado por tnbunales especiales. estimamos que más que hablar de "especiales", lo correcto 

es referirnos a tribunales "privativos''. o sea, aquellos que se han establecido con posterioridad 

a los hechos o para juzgar a un número determinado de personas. 

A mayor abundamiento, la garantía de legalidad consabrrada por el artículo 14 

Constitucional. contiene la certeza jurídica para el particular. de que la autondad no podrá 

ocasionarte actos de molestia en su persona, sm que se cumplan las formalidades de ley. 

Al respecto, el seb'l.mdo párrafo del mencionado artículo l 4 señala: "Nadie 

podrá ser privado de la vida, de la libertad de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante jui-::io ~cgu1do ante los tribunales previamente cstabh.:cidos ... " 



b).- Contencioso. De acuerdo con el maestro Rafael de Pina Vara, "dícese de 

las contiendas y asuntos su_1etos al íuicio de los tribunales. Controvertido, discutido. litigioso" 

Asimismo, con la palabra contencioso hacemos alusión a una contienda 

judicial, a un pleito legal o en términos más propios del Derecho procesal, a un 1itig10 o 

conflicto de intereses. 

e).- Administrativo. El autor Georges Langrod nos proporciona el concepto de 

Administración en su acepción general, haciendo referencia a cualquier actividad privada o 

pública nes un proceso necesario para detenninar y alcanzar un objetivo o meta, por medio de 

una estructura que nos lleva a una acción más efectiva o esfuerzo humano coordinado y 

eficaz, con la aplicación de adecuadas técmcas y aptitudes humanas"52 

El término 11 administrativo'\ deriva de Administrac1ón Pública, mismas que 

en palabras de Acosta Romero, "es la parte de los órganos del Estado que dependen 

directamente o indirectamente del Poder Ejecutivo, teniendo a su cargo toda la actividad 

estatal que no desarrollan los otros poderes (legislativo y judicial), su acción es contmúa y 

pennanente. s1empre persigue el interés público. adopta una forma de organización 

jerarquizada y cuenta con· a) elementos personales: b)clemcntos patnmomales: c) estructura 

jurídica, y d) procedimientos técnicos. 53 

De lo antcrionnente expuesto, debemos concluir que la Administración Pública. 

quizá como la parte más importante del aparato estatal, se rige por el principio del Estado de 

Derecho, por lo que se encuentra subordinada al mandato de la nonnajurídica. 

d).- Distrito Federal. La Ciudad de Méx1co es el D1strito Federal. ~cdc de los 

poderes de l.:1 umón y capital de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no es una entidad 

fcdcrattva :1. pesar que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal la define como tal en su 

artículo .2, de "excepción y privilegio". ni mucho menos una Secretaria de Estado. El Distrito 

~-' Cfr. surn.\ ROJ.\S. ,\nd1~s ()p C11. p 70. 
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Federal es el centro por tradición del país en los ámbitos financiero, económico, político y 

cultural con personalidad jundica y patrimonio propio, con plena capacidad para adquirir y 

poseer toda clase de bienes que le sean necesarios para la prestación de los servicios públicos a 

su cargo y en general para el desarrollo de sus propias actividades y funciones. 

A partir de las elecciones celebradas el día seis de jubo de mtl novecientos 

noventa y siete, los habitantes de la ciudad más grande del mundo elegimos al Jefe de 

Gobierno, lo que ha sido considerado como un importante cambio y por tanto un avance 

democrático del país. 

Atentos a lo anterior y en congruencia con lo expuesto en el segundo capítulo 

de este trabajo, debemos apuntar que la Administración Pública del Distrito Federal es 

compleja por su propia naturaleza, en virtud de lo cual resulta lógico que derivado de sus 

múltiples actividades y funciones tendientes a proporcionar satisfactores o servicios púbhcos 

pnoritarios. se lleguen a realizar actos de molestia en la esfera de los derechos subjetivos de 

los part1culares. razón que Justifica plenamente la creación y funcionamiento del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

La doctrina nacional y extranjera nos aportan diversas definiciones del término 

"contcndo.so-admini)trativo" dentro de las que destacan en nuestra opinión las que a 

continuación se md1can: 

a).- Gabino Fraga.- "Desde el punto de vista formal. el contcncioso­

administrati..,·o se define en razón de los órganos competentes para conocer las controversias 

que prnvoca b. actuación admimstrativa. cuando dichos órganos .son tribunales especiales 

llamados tribunales administrativos. Desde el punto de vista material. existe el contendoso­

administrativo cuando hay una controversia entre un particular afectado en sus dercchos y la 

Adminlscr,1cil1n. con motivo dt: un acto de esta ú\tima." ,q 

,; 1 l'R:\(I \. l ,.1b1n,, ( lp t 11. p ·H l 



b).- Fix Zamudio. En Dicc10nano Jurídico Mexicano nos dice: "Es el 

procedimiento que se sigue ante el tribunal u organismo jurisd1cdonal, situado dentro del 

poder Ejecutivo o del Judicial, con el objeto de resolver de manera imparcial las controversias 

entre los particulares y 1a admmistrac1ón pública" 

e).- Jorge Carpizo. Define al contencioso- admtmstrativo "Es el examen 

jurisdiccional de !os actos administrativos"55 

Las definiciones de referencia, conjuntamente con las consideracwnes 

anteriormente ex.puestas, nos permiten contar con los elementos idóneos a efecto de proponer 

nuestro propio concepto del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distnto Federal, 

en los siguientes términos: 

Es el organismo del Gobierno del Distrito Federal, dotado de autonomía y plena 

jurisd1ccíón, es decn. gozan de imperium para decir el derecho a efecto de resolver 

controversias entre la administración del Distrito Federal y sus habitantes, derivadas de actos 

administrativos de la autoridad que afectan los derechos de los gobernados. 

Ahora b1en. íl contmuación cttaremos las características principales del 

Tribunal dl:! lo C\mt~ncioso Administrativo del Distrito Federal. mismas que nos penrntírán 

desentrañar la naturaleza juríd1ca de la institución y de esta manera comprender mejor el 

objeto de la presente tesis. vcamos:56 

A) Es un órgano jurisdiccional de la administración del Distrito Federal. El 

Tnbun:.il de lo Contencioso Administrnti\io del Distrito Federal. se ubica dentro <lL' la 

estructura organizacional del Dlstnto Federal. pero cün la facultad de decidir. \!l1 fonna 

imparcial. lns conflictos entre los gobernados y las autoridades administrativas de la capital 

del país. 

"~ en "B,i-.c-. (',111-.1m1i.:1,\llak~ Ji: lo, rnbun,1k., C0n1eni.::1l1s,1 .\dn11m,11,1t1H1". Ro::\·1s1.1 Je! 1 rlbun..il 1.k lo 
l'nntenc1li-.u \dm1ni-.tr,H1vo Jd D1,tnto l'eJer:Jl. Mi:x1co. l 97~ N,, ~. r ~9 
'Sr, Cl1 "lrrn,\duu 1,,11 ,111 -.n1dl11 Jel Prni.:e-.:o 1'nl,utanl1 en l'\ Dc1L'Chú Me'\n:anL\

0
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Desde el punto de vista fonnal, el tribunal no pertenece al Poder Judicial, sino 

al Poder Ejecutivo Local, siendo mdependiente de cualquier autoridad administrativa. En el 

aspecto material, estamos en presencia de un ente jurisdiccional que tramita y resuelve 

controversias entre la Administración Pública y los particulares. 

B) Está investido de plena autonomía. Significa que se trata de un tribunal 

imparcial para resolver los jmcios que los particulares promuevan contra actos y resoluciones 

de las autoridades administrativas del Distrito Federal. 

Respecto a esta importante característica, el maestro Héctor F1x Zamudio señala 

_que un instrumento sme qua non para lograr la autonomía, dignidad y eficacia de los 

tribunales administrativos, lo constituyen las garantías judiciales, siendo éstas pnncipalrnente 

cuatro: designación, estabilidad, remuneración y responsabilidad de los Magistrados 

administrativos, veamos:57 

1.- La Designación. De acuerdo con el primer párrafo del artículo tercero de la 

Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, el Jefe del Distrito 

Federal designará a los Magistrados del Tribunal , cuyo nombramiento se someterá a \a 

aprobación de la Asamblea Legislativa. 

Como podemos observar1 se ordena !a intervención de los Diputados del 

Distrito Federal con el Objeto de garantizar la autonomía de los Magistrados, al establecerse 

que sus nombramientos no se deban exdus1vameílte al Poder Ejecutivo Recordemos que la 

Asamb\e3 Legislativa es un órgano de representación c1Udadana. Con lo anterior, se busca que 

quede de manifiesto la verdadera naturaleza representativa de este órgano. asi como su 

intención de encontrar y considerar nuevas fomn .. tas que pcnnitan una mayor democratización 

en el Gobierno del Distrito Federal. 

Local. Madnd. \%9. p l076. 
57 ('fr. "Fl l'nbun:tl d.: lo Cot1tcnc10jL, ,\dmin1~1ra11vo <ld Db1mo Federal como In~trum-:nto Toral del [~t.Jd\l de 
Dere.:h11" R1..'Vht,1 del l'rihun:il Je lo (_\;n1enc1ú!>C1 :\dm1m:-trat1vo del D1:-tnto Fcder,ll M~\.1co, 1995 Nu 5 



2.- La Estabilidad. De confonnidad con lo establecido por el segundo párrafo 

del artículo tercero de la ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal, los Magistrados durarán seis años en el ejercicio de su encargo, podrán ser 

promovidos de las Salas Auxiliares a las Salas Ordinarias y de éstas a la Sala Superior, y al 

ténmno de su nombramiento podrán ser ratificados o promovidos, y s1 lo fueren sólo podrán 

ser privados de sus puestos en los ténninos del Título Cuarto de la Carta Magna, referente a 

las responsabilidades de los servidores públicos. 

El texto del precepto legal en comento, establece el principio de inamovilidad 

judicial de los Magistrados al cumplirse el periodo de seis años de su encargo y es ratificado o 

promovido, adquiriendo así un estabilidad absoluta en el ejercicio de sus funciones. 

3.- La Remuneración. El articulo séptimo de la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, mdica que los Magistrados del Tnbunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, recibirán iguales emolumentos que los del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, conteniendo dicho artículo~ la disposición 

de que esas remuneraciones no podrán ser disminuidas durante el ejercicio del cargo, lo cual 

constituye un principio de seguridad que todo juzgador debe tener. 

Además, por disposición del artículo 126 constitucional 1 "No podrán hacerse 

pago alguno que no esté comprendido en el presupuesto o determinado por la ley posterior". 

La remuneración de los Magistrados deberá ser adecuada a la dimensión de la alta función de 

administrar justicia e 1rrenunc1able. 

4.- La Responsabilidad. El segundo pámfo del artículo tercero de la ley del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, como ya lo habíamos 

señalado, establece que los Magistrados sólo podrán ser removidos en los casos y de acuerdo 

al procedimiento que se aplica a sus homólogos del Tribunal Superior de Justici,1 del Distrito 

Fcckrnl. 



En virtud de lo anterior, a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 

Admiristrativo de esta Ciudad, le es aplicable el artículo 110 constitucional, el cual se refiere 

al "jmcio político", el cual como sabemos, cons1ste en una acusación de la Cámara de 

Diputados, previa substanciación del procedimiento. con audiencia del mculpado y 

declaración de la mayoría absoluta de sus miembros presentes ante la Cámara de Senadores, 

que erigida en jurado de sentencia, resolverá a través de las terceras partes de los miembros 

presentes, una vez practicadas las respectivas diligencias y con audiencia del acusado. 

Ahora bien, el articulo 113 Constitucional establece que corresponderá a las 

leyes sobre responsabilidades de los servidores públicos. Cuando se trate del ámbito Federal o 

Local el determmar las sanciones administrativas de los mismos, por los actos u omisiones en 

que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas. 

De esta manera es como el artículo 113, en concordancia con la fracción 111 

del 109 y el 114 de nuestra Const1tuc1ón. contemplan la responsabilidad administrativa de los 

servidores públicos, la cual es aplicable a los magistrados del Tribunal de lo Contencioso 

Admmistrat1\'0 del Distrito Federal, a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y cficicncía en el desempeño de sus fünc1ones 

C) Está investido de plena jurisdicción. Conjuntamente· con la autonomía, 

conforman las características más importantes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Distrito Federal. Al respecto, el artículo primero de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Admini::,;tr<.1tivo dd Dislrito Federal, ad literam~ señala: "El Tribuna! de lü Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal. es un Tribunal administrativo con la organización y 

compch::nc1a que esta ley establece. dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar 

sus folios e indcpcndicntc de !as autnnd.:i.dCs admmisrrati\,as", 

Al hah!ar de plena jurisdicción. debemos entender por 0sta. en las palabras 

puntw1lcs de Jesús Gon1:ih:::1. Pé-rc--;, "todas las putcstadc:-. para juzgar y hacer ejecutar lo 

jt1;:u_ad,)" 



Aunque de manera limitada, el artículo 83 de la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, (del cual nos ocuparemos con mayor 

abundamiento en el capítulo [V, de este trabajo, al hablar de la Sentencia) regula la p1ena 

junsdicción, toda vez de que no habla de ~Jecución de sentencia, sino de cumplimiento de 

sentencrn. No es lo mismo exhortar o solícitar el cumplim1ento de una sentencia, que hacerla 

cumplir aún en contra de la voluntad o resistencia de la autoridad responsable. 

D) Es un organismo protector del gobernado. Efectivamente, se trata de una 

mstitución tutelar de los particulares. Un ejemplo de esta característica es lo dispuesto p'or el 

segundo párrafo del artículo 12 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal, en el sentido de que los asesores y defensores Jurídicos del Tnbuna1 

prestarán sus servicios a todo ciudadano que requiera auxiho para hacer valer sus derechos 

cuando considere que d1chos derechos le han sido transgredidos por parte del gobierno del 

Dístnto Federal Desde luego que los servicios de asesoría y defensoría juridica serán 

gratuitos para el particular. Todo lo antenonnente expuesto lo podemos resumir en los 

sigmentcs puntos: 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, es un órgano 

Jurisdiccional administrativo lo¡;al, autónomo, de pknajunsdicción y protector del gobC"mado. 

El Tribunal de lo Contencioso Administrauvo del Distrito Federal. es un órgano 

_¡urisdiecionul cspcciali:zado en impartir justicia admínistrativa en una fonna rápida. ág1L 

ctic;:iz y gr~1tuIta, al akanci: de todos los ciudadanos, para el cfocto dc que ~stos puedan 

rcdarnar lo~ actos administrativos de las autoridades del Gobierno del Distnto Fcdcrnl que 

consideren i kgalcs o arbitrarios. 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del D1stnto Federal, formalmente 

se cncucntra ubicado dcntro dd imbito del Poder Ejecutivo LocaL pero m.itcrrnlrncntc ~s un 

órgan() jmisd1ci.:.mn:il y cokgrn<lo. qui.! de acucrdt) a b Ley dd Tribunal C\mkncw-.:.o 

Admin1str,lf1\o de D1stnt(1 F..xkraL está dotado de pkna ,1uto11ll\ni,1 par:1 ( .. .'mit1r :,;u:-­

n:s(1luc1\1t1!...'", ... 1cndl) itllkp¡;nd1cnk:-. dc ~u;.1\quicr aut\1ri<lad admimstrat1Ya. 



B).- MARCO JURIDICO 

Para establecer d conjunto de leyes que regulan 1a creación. organización y 

funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, debemos 

parnr de un orden de jerarquía de la3 normas Jurídicas. 

BaJO este contexto, debemos recordar que la cúspide Jerárquica de nuestro 

sistema Jurídico, ha correspondido, de siempre. a la Lex Fundamentalis, misma que en 

palabras del maestro Pina Vara de su diccionario nos indica que, "es el ordenamiento 

fundamental para constituir el Estado, detenninando su estructura política, sus funciones 

características, los poderes encargados de cumplirlas, los derechos y obligaciones de los 

ciudadanos y el sistema de garantías necesarias para el mantenimiento de la Iegalídad. La 

Constitución es la manifestación suprema del Derecho Positivo" 

En este orden de cons1deraciones, debemos apuntar que los incisos g) y n) de la 

fracción V, Je la base Primera y Base Quinta, ambas del Apartado C, del articulo 122 de la 

Carta Magna. constituyen el fundamento constltudonal de la creación del funcionamiento del 

Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, veamos: 

:\rticulo 122.~ "Ddinida por d artículo 44 de este ordenamiento la naturaleza 

jurídica dd Distrito Federal, su gobierno está a cargo de los Poderes Federales y de los 

órganos Ejci.:utin\ Legislativo y Judicial de canicter local. en los ténninos de este artículo. 

"C'. El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 

bases: 

"BASE PRIMERA.- Re::.pccto a la Asamblea Lewslativa: 

''V. La Asamblea Legislativa. en los t(.!n11inos dd Estatuto de Gob1cmn, tc:ndrá 

bs ,-_igtn.:-n11..- ... 1.li.:ult.l.dc:,.. 
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"g) Legislar en,materia de Administración Pública Local. su régimen interno y 

de procedimientos administrativos. 

"n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal Contencioso Admimstrativo del 

Distrito Federal. 

"BASE QUINTA.- Existirá un Tribunal Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal, que tendrá plena autonomía para dirimir las controversias entre los 

particulares y las autoridades de la Administración Pública Local del Distrito Federal. 

Párrafo II. w "Se determinarán las normas para su integración y atribuciones, 

mismas que serán desarrolladas por su Ley Orgánica". 

Recordemos que el artículo 44 Constitucional señala que el Distrito Federal es 

la Ciudad de México, sede de los Poderes de la Unión y capital del pais. Por otra parte 

debemos apuntar que el texto vigente del artículo t22 de nuestra Carta Magna es relativamente 

nuevo, en virtud de las reformas, adiciones o derogaciones a diversos preceptos 

constitucwna\cs publicadas en el Diario Oficial de la Federación del 22 de agosto de t 996. 

En resumen. el marco juridico aplicable al Tnbunal Contcnc1oso 

Administrativo del Distrito Federal, lo componen los siguientes ordenamientos: Artículo 122 

de la Constitución Política, la Ley del Tribunal Contencioso Admimstrativo del Distrito 

Federal y el Reglamento Intenor de el mismo OrdenJmiento Legal mi:ncionado con 

antdación, el cual se modificó 17 de junio de 1996, por sesión solemne dú la Sala Supcnor, 

mismo que estudiaremos en el stguiente apartado. 

La Ley del Tribunal Contencioso Admmis.trativo del Distrito Federal, fue 

publicada en el Diano Oficial de la Federación del ! 9 de Diciembre de ! 995 y entró úll vigor 

el primero de enero de 1996. Consta de 94 artículos d1vididos en dos títulos. qu~ wn !()s que a 

continuación .se indican: 



Título Primero.- De la Organización y Competencia.- Abarca los primeros 

24 artículos de la Ley. Determina la naturaleza jurídica del Tribunal, establece las bases de su 

organización e mtegración1 así como las principales atribuciones de sus órganos centrales 

e<1mo la presidencia del tribunal o la Sala Superior. 

En el desarrollo de los s1gmentes apartados analizaremos con detenimiento el 

contenido de éste título primero de la Ley del Tribunal Contencioso Admmistrativo del 

Distrito Federal 

Título Segundo.- Del Procedimiento. Comprende del artículo 25 al 94 de la 

Ley. En trece capítulos establece los puntos medulares de los jmcios que se ventilen ante el 

Tribunal Contenc10so Admmistrativo del Distrito Federal y que son: disposiciones generales; 

de las partes: de las notificaciones y de los términos; de los impedimentos~ de la demanda y 

contestación; de la suspensión; de las pruebas: de la improcedenc1a y sobreseimiento; de la 

audiencia. de la Sentencia; del cumplimiento de la Sentencia; de \os recursos y de la 

jurisprudencia. Este segundo título de la Ley del Tribunal Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal. lo desarrollaremos con amplitud en el último Capitulo de este trabajo. 

C).- ORGANIZACIÓN.-

De cDnformldad con lo dispuesto por el artículo segundo de la Ley del Tribunal 

Contcnciosr) Admm1strativo del Distrito Federal, d Tribunal, "se compondrá de una Sala 

Superior mteb'Tada por cinco Magistn.\dos, y par tres Salas Ordmarias de Sala Superior, se 

forn1arán $;).\as Auxiliares integradas por tres rnagtstrados cada una. La Sala Superior 

dctcnmnará la sede de {as Salas Ordinarias y la de las Auxiliares" 

Asimismo el primer párrafo del artículo sexto establece que, ncl Tribunal 

Contcncio~o 1\drninistrativo del Distrito Federal, tcndrú un Presidente que sera n su ve?. 

Pres1di.!ntc de 13. Sala supcnor. electo por los Magistrados de dicha Sala. El Presidente durará 

<los a1i.os en su cargo y no podrá ser reelecto parad períodt) inmediato". 



Finalmente, el artículo doce en su pnmer párrafo señala que, 11el Tribunal tendrá 

un Secretario General de Acuerdos que será también Secretario de Acuerdos de la Sala 

Superior, un Secretario General de Compilación y D1fusión y un Secretano General de 

Asesoría y Defensoría Jurídica, los Secretanos, Actuarios, As.esores y Defensores Jurídicos 

necesarios para el despacho de los negocios del Tribunal. y demás empleados que determine el 

Presupuesto del Tribunal". 

La distribución de competencias y atribuciones de los funcionarios y personal 

en general del Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, de acuerdo con la 

Ley del Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal y el Reglamento Interno del 

prop10 Tribunal, será materia del próximo apartado. Sm embargo consideramos conveniente 

plasmar las siguientes reflexiones en tomo al principal patrimonio del Tribunal: sus recursos 

humanos. 

La Justicia administrativa exige de juzgadores probos y capaces, por lo que los 

requisitos para ser Magistrado del Tribunal son exigentes (artículo cuarto de la Ley del 

Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal), veamos: 

S~r mexicano por nacimiento, en ejcrcicto de sus derechos civiles y 

pq[íticos, 

- Tener por lo menos, treinta años cumplidos para ser Magistrado de la Sala 

superior, y veinticinco para ser magistr::ido de la Sala ordinaria. 

- Ser Licenciado en Derecho con título debidamente registrado ante la 

-Autoridad Competente; poi- lo menos con cinco allos de antigi.Iedad a la fecha 

de su nombramiento como Magistrado. 

- Acn.:d1tar cuando menos, tres o cinco años de práctica profesional en materia 

admimstrat1va y fiscal, según sea Magistrado para Sala Ordinaria o para Sala 

Supcri~)r. 

- (io;,:ir di.: bucnu rcputución. 

-,, 

i..C ,.__, 



No haber sido condenado por Sentencia irrevocable, por delito doloso 

que le imponga más de un año de prisión. 

La impartición de justicia a<lministrativa para que sea completa, requiere de 

personal de tiempo completo. razén por la que el primer párrafo del artículo 14 de la Ley del 

Tnbunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, ordena que, "los magistrados, los 

Secretarios y los Actuarios, estarán impedidos para desempeñar cualquier otro cargo o empleo 

admmistrativo de la Federación, Distrito Federal, Estados. municipios, Organismos 

descentralizados, empresas de participación estatal o de naturaleza pnvada, excepto los cargos 

o empleos de carácter docente y los honoríficos. También estarán 1mpedidos para ejercer su 

profesión salvo en causa propia". 

Ahora bien. las relaciones laborales del Tribunal se rigen por a Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado "B" del articulo 123 

Constitucional (Artículo 16 de la Ley del Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal). Este punto presenta especial relevancia en virtud de que los funcionanos y 

empleados del Tribunal tienen la calidad de Servidores públicos. situación que nos obliga a 

verter nuc:nro particular opinión sobre el tema. 

La palabra burocracia, siguiendo a Ouverger, "ha tomado en el lenguaJe 

corriente una significación peyorativa: evoca la lentitud. la rutina, la complicación, la 

inhumanidad y la inadecuación de las necesidades, ocasionando frustraciones graves del 

p~rsonal. J.e los sometidos a ella y de los c\1entcs"Y· 

Con toda intención hemos transcrito el p<:nsamicnto de Ouvcrgcr, porque 

consideramos que en ténnínos generales la burocracw n.'quicrc: de una n:ivind1caci~m con la 

Sociedad. Sm embargo, en el caso del Tribunal Contencioso AJmm1strativo del Distrito 

Federal. :-sus recursos humanos dignifican la función pública. 

~s l)U\,J R.(i/ R., \!aune(! ,...;pca1loi.:1.1 J~, l,1 P()lI!iC,l I r,1duccu1n de .\nt(l111,1 Morrn~·.-1\. Jo~c •\cn-.t,l y r-h:-.co 
·\j,l / d1t,111,il \11,il \l.1dnd, !'l.'i() p j(i() 



A continuación se transcriben algunos principios rectores de la actividad y 

actitud de1 Servidor Público, como una propuesta para establecer valores que identifiquen a los 

funcionarios y emp\eados del T:--i'c-unal, veamos:59 

NORMAS PARA EL SERVIDOR PUBLICO 

Declaró mi convicción de conducirme en todo tiempo conforme a los más 

elevados pnnc1pios de honestidad moral, intelectual y material en el ejercicio de mí 

responsabilidad pública, de acuerdo con los siguientes postulados básicos: 

1.- Lealtad.- Afirmo que todos mis actos se guían e inspiran por el amor a la 

patria, sus símbolos e instituciones; por el respeto a la Constitución y a las leyes que de ella 

emanan; y por la más finne creencia en la dignidad de la persona humana. 

2.- Vocación al Servicio.- Entiendo y acepto que trabajar para el Estado como 

Servídor Público. constituye al mismo uempo el privilegio y el compromiso de servir a la 

sociedad. porque los ciudadanos contribuyen a pagar mi salario. 

3.~ Probidad.- Declaro que todos los recursos y fondos, documentos, bienes y 

cualquier sJtro mutcrio.l confiado a mi manejo o custodia, deben ser tratados con absoluta 

prohidu.d para conseguir el hencfic10 i.:olcctivo. 

4.- Honradez.- Declaro asimismo que he de actuar sin pnvilcgiar ni discriminar 

a nadie a rr.t\C, de las dispensa de favores o servicios cspedales en desempeño de mi cargo, 

ni recibir hcneficlos ni rcmunerac10nes adicionales a los que legalmente tenga derecho por el 

cumplimiento \.k mts deberes. 

5.- Responsabilidad.- Acepto estar preparado para responder de todos mis 

actos de 111:incra que d público en general. y la gente con que trato en particular, aumc:ntcn 

pcnna11etll1..'J1h.'11tc ,-.;u confümza en mi. en el Estado y en nuestra capacidad de scrv1rlo. 

-



6.- Competencia.- Reconozco mi deber de ser competente, es decir, tener y 

demostrar los conocimientos y aptitudes requeridos para el ejercicio eficiente de las funciones 

que desempeño, y actualizarlos permanentemente para aplicarlos al máximo de mi inteligencia 

y de mi esfuerzo. 

7 .- Efectividad y eficacia.- Comprometo la aplicación de mis conoc1mientos y 

experiencias de la mejor manera posible, para lograr que los fines y propósitos del Estado se· 

vumplan con óptima calidad y en forma oportuna. 

8.- Valor Civil,- Reconozco mi compromiso de ser solidario con mis 

.compañeros y conciudadanos; pero admito mi deber de denunciar y no hacerme cómplice de 

todo aquél que contravenga a los principios éticos y morales contenidos en este mstrumento. 

9.- Transparencia.- Acepto demostrar en todo tiempo y con claridad suficiente 

que mis acciones como Servidor Público ser realicen con estricto· y pennanente apego a las 

normas y principios jurídicos y soc1ales. 

Estamos ciertos que los Servidores Públicos que se a.peguen a los principios 

mencionados y se dediquen completamente a.las tarea~ de procuración o impart1ción de 

Justicia, podrán, sin duda alguna, aproximarse a la verdadera justicia administrativa. 

D).- JURISDICCION Y COMPETENCIA. 

Uno de los conceptos más discutidos en el ámbito de la doctrina procesal, es el 

de jurisdicción. Su exacta delimitación nos pcnn1tírá deslindarlo de otro concepto importante, 

el de com.petencia. 

Etnnológicamcntc la palabra jurisdicción, proviene de las voces latinas jus, 

derecho y dicere, declarar, o sea significa decir o declarar d derecho. E! autor Ramiro Podetti 

conccptuali;:a a la jurisdicción como "el poder público qui! una rama del gobierno cjcn:1t;.).. d.~ 

olido o a p~t1ciún del intcn.:sado. instruyendo un proceso, para csdareei..:r la vi..:rdad de los 



hechos que afectan el orden juridico, actuando ta ley en la sentencia y haciendo que ésta sea 

cumplida"6º 

Para el tratadista argentino Hugo Alsrna, la jurisdicción es, "aquella potestad 

conferida por el Estado a dctenninados órganos para resolver, mediante la sentencia, las 

cuestiones litigiosas que le sean sometidas y hacer cumplir sus propias resoluciones" ; agrega 

que por otra parte, en la orgamzac1ón política de su país, "existen dos órdenes de jurisdicción: 

una que se extiende en todo el territorio de la República, llamada por ello Federal, y que tiene 

su ongen en el Estado Nacional, y otra de carácter local, emanada del poder estatal de cada 

provincia y limitada al territorio de la misma116 l 

La aseveración del autor argentino en relación a los dos órdenes de jurisd1cción 

que menciona. se contempla en todos los sistemas políticos federales- como es el caso de 

nuestro país, por lo que implica, desde el punto de vista jurídico, la existencia de una potestad 

jurisd1cc1onal federal y de tantas potestades de naturaleza local como entidades federativas 

fonnen parte de la Federación. 

En nuestro caso, la jurisdicción del Tribunal Contencioso Administrativo del 

Distrito FedcraL es !ocal y se circunscribe a 1a demarcación territorial de la Ciudad de México. 

D~ conformidad con el articulo décimo de {a Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Distrito F cderal, l!n vigor, éste se divide Cn 16 dekgaciones denominadas: 

1.- Alvaro Obregón; 

2.- Atlcapotzalco; 

3.- Benito Juárcz: 

4.- Coyoacán; 

5.- Cuajimalpa de Morclos: 

6.- Cuauhtémoc; 

i,o PODr n l. J. R.tm\rn Icnria v Tl!..:nicadd Proceso Ctv!l v Trio[ol!,ia Estructural de l.i Ciencia de! Proceso 
Civd Cd1l1,n,d blt.JJ l-dtt0rc~ Bueno\ Aire~. 1963, p 351 
¡;-¡··,\[".s_tt-,.;,\, llu~l1 rr:nadn Tl'orico-pr,ict1i.:0 de 01.'r~·cho Pr,,cc~al C1\1l v Comcrc1al. Ed1tonal. EJiar t:Jiton.:s 
Bucn11~ ,\nc,. l'lcit p. 540 



7.- Gustavo A. Madero; 

8.- Iztacalco; 

9.- Iztapalapa; 

10.- Magdalena Contreras; 

l l.- Miguel Hidalgo; 

12.- Milpa Alta; 

l3.-Tláhuac; 

14.- Tlalpan; 

15,- Venustiano Carranza y; 

16.-Xochimilco. 

El Maestro Gonzalo M. Annienta define a la jurisdicción como: 

"La potestad (poder-deber) conferida a determinados órganos del Estado y, 

excepcionalmente a los particulares (Vg. ArbitraJe), para que de manera autónoma e 

independiente diriman los conflictos y controversias que alteran el orden jurídico, aplicando 

imparcialmente la Ley. Mediante una serie de actos que al concluir con una resolución 

definitiva (sentencia) inmutable, vinculativa y dotada de coercitividad, pennita al propio 

órgano jurisdiccional o a uno distinto, la satisfacción de los intereses tutelados por el 

derecho '1• 6 2 

El prop10 autor en cita, al estudiar las definiciones que del ténnino jurisdicción 

aportan diferentes tratadistas como Chiovenda, Piero Calamandrci, Alfredo Rocco y Canelutti. 

entre otros, encuentran en dichas definiciones las mismas notas esenciales; es decir; todas 

hablan de un poder de resolver o componer los conflictos o controversias con relevancia 

jurídica, para hacer observar la ley y dar sa'tisfacciún a los intcre:=;cs tutelados por el derecho. 

Resulta importante destacar el significado de la potestad jurisdiccional atribuida 

a los tribuno.les, la que se concretiza en el ejercicio de una función jurisdiccional (recordemos 

":! Cfi Algwws :i~pc.:to\ r¡;lr.:vaut<.:\ de la (\1111p<.!tcnda en maten a ag1~m:1", Re\ 1~ta de hh ·1 rlbu11.1ks :\grano\, 
Mc:-..a:o. ]<)(}) ~,1 8. p. 7 



1as funciones admirnstrativas, judicial y legislativa del Estado), y en el particular de la función 

administrativa Alfonso Belloso la define como, "la actividad que los tribunales realizan para 

solucionar los litigios y tutelar el orden juridico. 

Esta actividad es la que cumple siempre la autoridad con motivo de un proceso, 

sustituyendo intelectiva (acto de sentencia) y volittvamente (acto de ejecutar lo sentenciado) la 

activ1dad de los particulares" .63 

Mediante éste proceso la autoridad cumple coactivamente sus determinaciones, 

en virtud de las atribuciones que le confiere los particulares. 

Finalmente, el Presidente del Tnbunal Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal, Licenciado José Luis Caballero Cárdenas, expone magistralmente los elementos de la 

junsdicción, esto es:64 

a) NOTIO. Consiste en el derecho a conocer de una cuestión litigiosa 

detenmnada. 

b) VOCA TIO. Consiste en la facultad de obligar a las partes involucradas en el 

conflicto a compar~ccr aJuic10. 

e) COERTIO. Consiste en el empleo de la fuerza para el cumplimiento de las 

med1das ordenadas dentro del proceso a efecto de hacer posible su desenvolvimiento 

d) .JUDlClUM. Consiste en la facultad de dictar sentencia definittva con fücrza 

de cosa juzgada, 

n~ Cfr "!· I ~'11mpl1m1cnlll Je !,1, Scn1cn,:1:1s J1c1;1das por ..:i 11. rnbunal Cüntcncioso :\Urnirn:.l1a11\.'t) Ud D\,.;~rito 
~'.~.J~:..::!l" Rn 1,1,1 ~ld 1 rilmn,11 de ll1 Gmt~·nc1l1,,1 Admmí!>tra\1\'1) dd Di:.trno F~der.1\. Mbdcn. 19-l:i Nl,. '.'. p, ')11 
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e) EXECUTIO. Consiste en el impeno para la ejecución de las resoluciones 

judiciales mediante el auxilio de la fuerza µública. Este documento entraña el cumplimiento 

forzoso de las sentencias del Trib-;.ma1 de que se trate. 

Ahora bien, el concepto de competencia no es privativo de la c1encia del 

proceso, toda vez que lo encontramos también como un atributo de los órganos 

administrativos y legislativos. Para efectos de nuestro trabajo de tesis, nos limítaremos a 

precisar los alcances de la competencia en el ámbito del ejercicio de la función jurisdiccional 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

La palabra competencia proviene del vocablo latino competentia, que significa 

relación, proposición, aptitud, capacidad, suficiencia. 

El tratadista Calamandrei entiende por competencia de un juez, "el conjunto de 

causas sobre las cuales puede él ejercer, según la Ley, su fracción de jurisdicción". El mismo 

autor divide a !a competencia en objetiva, que comprende la que se establece por razón de la 

matena y del vaior (cuantía); en funcional. que se refiere a la pluralidad de mstancias o grados 

y por razón <le! territorio. 65 

F.n el prestigiado Diccionario Jurídico Mexicano. la voz competencia en sentido 

jurídico general alude a una idoneidad atribuida a un órgano de autoridad para conocer o llevar 

a cabo detcm1mudas funciones o actos jurídicos, y así refiere que con esta connotación se 

utiliza el vocablo en el primer párrafo del artículo 16 Constitucional, en cuanto dispone que, 

"nadie puc-dc ser molestado en su persona. familia, domicilio. papeles o posesiones, sino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa kgal 

del procedimiento". 

En cambio, en o\ ámbito procesal, tal y como lo define el d1ccionorio Jurídico 

mexicano, esta figura tiene un alcance más restnngido, pues excluye tos órganos legislatwo y 

ejecutivo. 

h'i CAL\:-.1:\NDRf J. l' 1~·rl1, b1uJ10\ -;ohre d Proceso CI\ 11. 11aduc-:l\lll tk 'la1111agn Sen11s Mekm.i,) 
l:d1t B1hl!u:!r,i!lc.1 \Q~cn1111:i Bueno~ :\lll!~. 196 l .p 1 \7 



Retomando el concepto de competencia vertido por el autor Calamandrei, debemos 

reconocer que en la doctrina internacional y nacional se ha discutido ampliamente pero sin 

lograr consenso, en relación a que sí la competencia es una parte de lajurisdicc1Ól\ o sí por el 

contrario, se trata de dos conceptos totalmente autónomos e independientes entre sí. 

Así, el maestro Eduardo J. Couture expresa que la competencia es una medida 

de la jurisdicción. Para él, todos los jueces tienen jurisdicción, pero no todos tienen 

competencia para conocer de un determinado asunto, por lo que, "la competencia es el 

fragmento de jurisdicción atribuido a un juez. La relación entre la jurisdicción y la 

competencia es la relación que existe entre el todo y la parte". 66 

En la misma línea de pensamiento, Eduardo Pallares señala que la competencia 

es, "la porción de jurisdicción que se atribuye a los tribunales que pertenecen a mismo orden 

jurisdiccional. Se distingue lógicamente de la jurisdicción como el todo se distingue de la 

parte". 

Por el lado contrario, el autor David Lascano señala como diferencia entre 

junsdtcción y competencia lo siguiente: "En las sociedades modernas de complicada 

organización, no es suficiente, nisiquiera concebible, un solo juez, por el contrario, se 

requieren muchos en relación a la cantidad de la población. extensión del territorio, número 

ordinario de controversias, etc. Cada uno de ellos ejerce la función dentro de los limites que 

pone la división del trabajo, y ello es lo que determina el concepto de competencia que, 

técnicamente, difiere del de jurisdicción. 

La competencia es la capacidad del órgano del Estado para ejercer \a función 

jurisdiccional; y la jurisdicción por el contrario, la función misma, o sea, la actr'lidad que 

despliega el Estado para satisfacer los intereses tutelados por el derecho, cuando la norma 

jurídica no ha sido o podido ser cumplida".67 

M COUTURE. Eduardo J. Funda.memos del D~rcdw Proi::csal Civil. Editorial. De Palma. Buenos Aires. l 95R p. 
29. -
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Sobre el particular, el maestro Briseño Sierra indica que, "competencia y 

jurisdicción son términos autónomos. La competencia es, nada más, la suma de atribuciones 

del órgano público y, por lo mismo, no pasa de ser el haz de facultades heterónomamente 

fijadas por la ley para el ejercicio de una función pública. Cuando estas facultades se 

confieren para conocer y solucionar los conflictos sociales con trascendencia jurídica, nace la 

competencia }urisdiccional. Y de ella, al distribuirse este conjunto de facultades entre varios 

órganos, se derivan las diferentes especies de competencia. 

El género es, pues, la competencia jurisdiccional y sus especies son las clases 

particulares de competencia que contempla el derecho positivo de cada sistema jurídico" .68 

Por nuestra parte, nos inclinamos por la corriente que señala que jurisdicción y 

competencia son conceptos autónomos, pero complementarios, entre los que existe una 

relación lógica de subordinación. En esta relación el concepto subordinante es el de 

jurisdicción y el concepto subordinado es la competencia. 

Finalmente, a efecto de delimitar la competencia que la ley de la materia 

confiere al Tnbunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, resulta menester 

apoyamos en el Reglamento Interior del propio Tribunal, expedido por la Sala Superior el día 

19 de abril de 1996. 

El articulo primero de] Reglamento señala que tiene por objeto, "establecer la 

organización y el funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

F cderal, así como las atribuciones de sus órganos y umdades administratwas11
• 

El articulo tercero del Reglamento señala que el Tribunal se integrará con los 

siguientes órganos, unidades administrativas y servidores públicos: 

(,7 Cfr. "Alguno_.., .i.~pecros n;levanccs de la cornpeicncia en matcna agraria". Op Cit. P 16. 

11~BRISEÑO SIERRA, !lumbcrto Dercchn procesal. Edn, Cfu'dena..,_ cdilor y dis1nbu1dor M¿x\Co, l975, p, 213 
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Sala Superior. 

Presidencia. 

Salas Ordinarias. 

Salas Auxiliares. 

Secretaría General de Acuerdos. 

Secretaría General de Compilación y Difusión. 

Secretaría General de Asesoría y Defensoría Jurídica. 

Secretarios de Acuerdos de la Sala Superior, Salas Ordinarias y Salas 

Auxiliares. 

Dirección Administrativa. 

Los demás Servidores Públicos que las necesidades de servicio requieran y 

determine el presupuesto del Tribunal. 

De conformidad con el artículo 20 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal y cuarto del Reglamento Interior, La Sala Superior es 

competente para: 

Fijar la jurisprudencia del Tnbuna!. 

Resolver los recursos en contra de las resoluciones de las Salas. 

Resolver las contradicciones que se susciten entre las sentencias de las Salas 

Ordinanas y Auxiliares. 

Resolver el recurso de reclamación en contra de los acuerdos de trámite 

dictados por el Presidente de la Sala Superior. 

Conocer de las excitativas para la imparticíón de Justicia que promuevan las 

partes, cuando los Magistrados no fonnulcn el proyecto de resolución que corresponda o no 

emitan su voto respecto de proyectos fonnulados por otros Magistrados, dentro de los plazos 

conducentes, 



emitan su voto respecto de proyectos formulados por otros Magistrados, dentro de los plazos 

conducentes. 

Calificar las recusaciones, excusas e impedimentos de los Mag1strados del 

Tribunal y. en su caso, designar al Magistrado que deba sustituirlos. 

Establecer las reglas para la distribución de los asuntos entre las Salas del 

Tribunal, así como entre los Magistrados Instructores y Ponentes. 

Dictar las medidas necesarias para el despacho pronto, eficaz y expedito de los 

asuntos de la competencia del Tribunal. 

De acuerdo con el articulo 23 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, y artículos correlativos del Reglamento Interior, las Salas 

del Tribunal son competentes para conocer: 

De los juicios en contra de actos administrativos que las autoridades de la 

Admmistrac1ón Pública del Distrito Federal dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, en 

agravio de personas físicas o morales. 

De los juicios en contra de los actos administrativos de la administración 

Pública Parestatal del Distrito Federal, cuando actúen con el carácter de autoridades. 

De los juicios en contra de las resoluciones definitivas dictadas por la 

Admmistración Pública del Distrito Federal en las que se determine la existencia de aun 

obligación fiscal, se fije ésta en cantidad líquida ose den las bases para su liquidación, nieguen 

la devolución de un ingreso indebidamente percibido o cualquiera otras que causen agravio en 

materia fiscal. 
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De los juicios en contra de la falta de contestación de las mismas autoridades, 

dentro de un ténnino de treinta días naturales, a las promociones presentadas ante ellas por los 

particulares, a menos que las leyes y reglamentos fijen otros plazos o la naturaleza del asunto 

lo requiera. 

De los juicios en que se demande la resolución positiva ficta, cuando la 

establezca expresamente las disposiciones legales aplicables y en los plazos en que éstas lo 

determinen. 

De los juicios en que se impugne la negativa de la autoridad a certificar la 

configuración de la positiva fleta, cuando así 1o establezcan las leyes. 

De las queJas por incumplimiento de las sentencias que dicten. 

Del recurso de reclamación en contra de las resoluciones de trámite de la misma 

Sala. 

De los juicios que promuevan las autoridades para que sean nulificadas las 

resoluciones fiscales favorables a las personas fisicas o morales y que causen una lesión a la 

Hacienda Pllblica del Distrito Federal. 
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En el último capitulado de nuestro trabajo de investigación analizaremos los 

alcance y limitaciones de la justicia administrativa a través del estudio de las características y 

peculiaridades del nuevo procedimiento que a partir del primer día de enero de 1996, se 

ventila ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

Revisaremos los conceptos de proceso, procedimiento y juicio, así como 

diversos principios procesales, a efecto de establecer su aplicación en los juicios del 

conocimiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal; asimismo 

estudiaremos las etapas procesales del nuevo procedimiento contencioso. 

Desde luego que una de las facultades y atribuciones más relevantes del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, es la creación de su propia 

jurisprudencia, misma que nos permite una cabal interpretación del nuevo procedimiento 

contencioso administrativo, motivo por el que nos ocuparemos de este importante tema. 

Finalmente, nos pennitiremos extemar nuestros particulares puntos de vista, en 

re\ación a los resultados que la observancia de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal. Ha arrojado en la nueva justicia administrativa. 

A) CARACTERISTICAS DEL NUEVO PROCEDIMIENTO. 

Para entender con mayor pulcritud jurídica el nuevo procedimiento que 

contiene la Ley del Tribunal de lo Cont~ncioso Administrativo del Distrito Federal, 

requerimos previamente de la revisión breve de conceptos fundamentales de proceso, 

procedimiento y juicio, veamos: 

Para comprender el significado de proceso, debernos referimos al término 

litigio, el cual no es un concepto esencialmente procesal porque si bien es cierto que todo 

proceso presupone un litigio, también es cierto que no todo litigio desemboca necesariamente 

en un proceso; es decir, el litigio no tiene esencia procesaL aunque siempre sea el contenido de 

todo proceso. 
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El autor italiano Camelutti en el Diccionario de Pallares define al litigio como, 

"el conflicto de intereses calificado por la pretensión de uno de los interesados y por la 

resistencia del otro. El simple conflicto de intereses no constituye un litigio, es necesario, 

además, que se manifieste por la exigencia de una de las partes de que la otra sacrifique su 

interés al de ella, y por la resistencia que oponga la segunda a esta pretensión', 

Nos parece acertada la opinión del tratadista italiano en el sentido de que el 

litigío es presupuesto del proceso jurisdiccional. Sin litigio no hay proceso jurisdiccional; 

además, para que el conflicto de intereses adquiera 1a calidad de litigio, será necesario que 

dicho conflicto sea jurídicamente calificado; es decir, trascendente para el Derecho. 

En este orden de consideraciones el maestro español Alcalá Zamora en el 

diccionario de Pallares, define al lítigio como, "el conflicto juridicamente trascendente~ que 

constituya el punto de partida o causa determinante de un proceso, de una autocomposición o 

de una autodefensa. 11 

Con el objeto de interpretar cabalmente las anteriores definiciones, resulta 

conveniente recordar las siguientes acepciones: 

Pretensión. Es uno de los elementos necesarios para la existencia del litigio. 

Si no hay pretensión, no puede haber litigio, El maestro Carnelutti la define como, "la 

exigencia de la subordinación del interés a3eno al interés propioº.69 

Litis. Se confonna por los puntos controvertidos entre las pretensiones del actor 

u las defensas y excepciones del demandado. Lo anterior se traduce en las cuestiones de 

hecho y de derecho que las partes someten al conocimiento y decisión del juzgador. 

<,9 CARNELU'nl. Fr:1.nci!'io Sis\(.'m.l de Derecho Procesal Civil. Traducción de Nlceto Alc:11:i Zamo1':1 y 
San11a::o S(.'nl!:s Mdcndo f.dit Utcba. Uucnos Aires, 1944. p. ~4 



Autocomposición. Es el acto jurídico por el que las partes en un litigio lo 

solucionan o componen a través de diversos medios como el desistimiento, la transacción. la 

conciliación y los convenios judiciales, sin necesidad de resolución o sentencia judiciaL 

En conclusión podemos afirmar que para que exista un proceso se requiere 

como una condición sine qua non, la existencia previa de un litigio, el cual será siempre el 

contenido del proceso, 

Para el Maestro Cipriano Gómez Lara, "proceso es el conjunto complejo de 

actos del Estado soberano, de las partes interesadas y de terceros ajenos a la relación 

substancial, actos todos que tienden a la aplicación de una ley general a un caso controvertido 

para solucionarlo o dirimirlo". 70 

Sobre el particular, el maestro Eduardo Pallares expresa: "el proceso juridico es 

una serie de actos jurídicos que se suceden regu1annente en el tiempo y se encuentran 

concatenados entre sí por el fin u obJeto que se quiere realizar con ellos. Lo que da unidad al 

conjunto y vinculación a los actos, es precisamente la finalidad que se persigue, lo que 

configura !a institución de que se trata. 

En su acepc1ón jurídica más general, la palabra proceso comprende a los 

proceso legis!ativos1 administrativos y judiciales {civiles, penales, mercantiles, etc.); por 

ejemplo, los actos de las cámaras legisladoras para expedir una ley que constituyen un proceso 

legislativo, consisten en turnar la iniciativa de ley a una comisión, en los trabajos de ésta para 

el estudio del proyecto respectivo, fonnulación del dictamen, presentación de él a la cámara y 

así sucesivamente. 

Ahora bien, entre los procesos juridicos tiene !,'Tfan importancia el jurisdiccional, 

entendido e::;tc como el que se lleva acabo ante los órganos jurisdiccionales, o sea los 

encargados de administrar justicia en sus diversas modalidades, comprendiendo 

principalmente los procesos que se tramitan ante los tribunales." 

7° CiOME/ LARA, ( ipno.no "G:nn.i. Gc-ncr.11 d(.'] Procc.">o. lJN:\M M(."-.:icl1, ¡()79 p. ~9. 



De acuerdo con la doctrina, proceso y procedimiento tienen distinto sigmficado. 

Al respecto el maestro Rafael úe pina nos dice que, "el proceso es el conjunto de actos 

regulados por la ley y realizados con la finalidad de alcanzar la aplicación judicial del derecho 

objetivo y la. satisfacción correspondiente del interés legalmente tutelado en el caso concreto, 

mediante una decisión del Juez competente, y por otro lado procedimiento es el conjunto de 

fonnalidades o trámites a que está sujeta la realización de los actos jurídicos civiles, 

procesales, administrativos y legislativos. La palabra procedimiento referida a las 

fünnalidades procesales es sinónima de enjuiciamiento como la de proceso es a juicio. 

El procedimiento constituye una garantía de la buena administración de la 

justicia. Las violaciones a las leyes del procedimiento pueden ser reclamadas en la vía de 

amparo." Recordemos los articulos 14 y 16 constitucionales. 

En este orden de ideas, no debemos confundir al procedimiento con el proceso. 

Este último es un todo que está fonnado por un conjunto de actos procesales que se inician 

con la presentación y admisión de la demanda y terminan cuando concluye por las diferentes 

causas que la ley admite. El procedimiento es el modo como va desenvolviéndose el proceso, 

los tramites a que está sujeto, la manera de substanciarlo, que puede ser ordinaria o sumaria, 

breve o di \atada, escnta o verbal. con una o varias instancias, con periodo de prueba, así 

sucesivamente. 

En resumen, proceso en su acepción general, es el conjunto de actos que, 

coordinados, se suceden en el tiempo, con el objeto de realizar los fines del derecho: la 

justicia, la segundad y el bien común. 

En sentido estricto. ror proceso debemos entender la serie de actos 

jurisdtcciona!es, realizados tanto por la autoridad como por los particulares y cuya finalidad es 

realizar el derecho objetivo. 

Procedimiento en cambio, es el modo de actuar, es decir, la forma externa del 

proceso, la manera como es regulada la actividad procesal por la ley. Podemos afinnar que el 

proceso c:-; el gi:ncn, y el proccdimi<.:nto <.;'S la especie. 



Finalmente, la palabra juicio deriva del latín judicium, que significa decir o 

declarar el derecho. El tratadi.sta Escriche define al juicio como, "la controversia y decisión 

legitima de una causa ante y por el juez competente; o sea, la legítima discusión de un negocio 

entre actor y reo (demandado), ante el Juez competente que la dirige y la termina con su 

decisión". 

En ténninos generales, la expresión juicio tiene gran importancia para el 

derecho procesal. En sentido amplio, se le utiliza como sinónimo de proceso y, más 

específicamente, como sinónimo de procedimiento para substanciar una detenninada categoría 

de litigios. Entonces, juicio significa lo mismo que proceso jurisdiccional."71 En este sentido 

. se habla de juicios sumarios y juicios universales, entre otros. 

Pero para que en la práctica no se presenten innecesarias controversias, en 

diversa tesis de jurisprudencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su parte 

conducente establece que, " por juicio, para los efectos del amparo, debe entenderse el 

procedímiento contencioso desde que se inicia en cualquier forma hasta que queda declarada 

ejecutoriada la sentencia definitiva (apéndice al S. J. F., l 9 l 7-1985, cuarta parte, Tercera Sala, 

Tesis No. 168, p. 508). 

El articulado de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal, se hace referencia con mayor frecuencia al término juicio, como es el caso de 

los numerales 23 Fracciones 1, 11, Ill, IV, V, V[, VII, y X, 25, 3 l, 34, 35, 38, 46 fracciones 1I Y 

VI, 55, 59, 72 Fracciones 111 y IV y 73 Fracciones I y lll. Respecto al término procedimiento. 

lo menciona en los artículos 25, 32, 45, 73 Fracción V, 76 Fracción ll y 88 inciso c) No 

encontramos en el texto de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal, ia palabra proceso, por lo que concluimos que en su lugar se utilizo el vocablo juicio. 

Respecto a \a substanciación del procedimiento contencioso admtnistrativo, este 

presenta detenninadas características o peculiaridades que podemos ilustrar a través de los 

siguientes principios: 

71 ALCALA ZAMORA Y CASTILLO, Nlceto. Cuestiones de Tenninologki Procesal. 3a Ed. Univcrs1d:1d 
N:1c1onal Aulúnoma de México, México, 197:!. p. l ¡g_ 
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a). Legalidad. La legalidad del procedimiento contencioso administrativo 

consiste en que el fundamento de las resoluciones del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, no deberá ser otro que la ley. 

Sobre el particular, el Maestro Olivera del Toro señala: "el principio de 

legalidad genera seguridad jurídica para los administrados, protegiéndolos en contra de las 

arbitrariedades a que estarían expuestos si la administración no estuviera ligada a normas 

jurídicas y a la vez produce finneza en la actuación administrativa que deberá ser conforme a 

los dictados de la Ley, traduciéndose por tanto en una actuación coherente" .72 

b), Igualdad de las partes. Es muy dificil la administración de la justicia si en 

el proceso no tienen una base de igualdad. Al respecto el Maestro Martínez Lara señala que, 

"cuando la igualdad quiebra, lo que se administra no es justicia, sino algo muy distinto, 

llámase interés público~ interés general o de cualquier otra manera. Por eso se considera que 

sólo existe proceso cuando la administración es capaz de despojarse des su prerrogativas y 

aparecer como una parte más11 73 

e). Defensa Material. La normatividad procesal del contencioso 

administrativo establece un sistema completo de asistencia legal, principalmente a través de la 

Secretaria General de Asesoría y Defensoria, que pennite garantizar la defensa del particular 

por verdaderos profesionales del derecho, cuyos servicios son gratuitos. 

d). Verdad Material. Este principio alude a las pruebas con las que las partes 

pretenden acreditar los hechos constitutivos de una acción o las excepciones y defensas 

opuestas, según se trate de actor o demandado, respectivamente. 

El articulo 66 de la ley del Tribunal de Jo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal, señala que, "Las Salas del Tribunal podrán acordar. de oficio, el desahogo de 

las pruebas que estimen conducentes para la mejor decisión del asunto, notificando 

oportunamente a las partes a fin de que puedan intervenir, si así conviene a sus intereses." 

7:? OLIVERA DEL TORO, Jor¡;c.Op Cit. p.124 
H MARTlNFZ LARA, Ramón. Op. Cit. p. 1S3 



e). Escritura. Las constancias del procedimiento contencioso serán escritas. 

De conformidad con lo establecido por el primer párrafo del artículo 50 de la Ley del Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, la demanda que inicia el juicio deberá 

interponerse por escrito debiendo la parte demandada (artículo 55 tercer párrafo de la Ley del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal) producir su contestación 

también por escrito. De igual manera, de la Audiencia de Ley se levantará constancia escrita 

f). La publicidad. En la Audiencia de Ley constituye una garantía individual 

de los particulares en el juicio administrativo. 

Al respecto, el artículo 75 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal indica que presentes los Magistrados de a Sala, "esta se 

constituirá en audiencia pública el día y hora señalados al efecto". 

g). Concentración. Este principio se refiere al agrupamiento de los actos 

procesales y consiste en concentrar el mayor número de actos en una sola audiencia o en un 

muy reducido número de audiencias, inmediatas entre sí. 

La Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal 

persigue la concentración de los actos jurisdiccionales, por lo que el artículo 74 del referido 

ordenamiento regula buena parte del procedimiento al establecer el desarrollo de la audiencia 

de ley, la que procurará concluir con la resolución definitiva que en el caso concreto se dicte. 

b). Celeridad. Este principio pretende corregir el viejo adagio: justicia 

retardada es justicia denegada. La celeridad debe traducirse en oportunidad y suficiencia. Es 

oportuna y suficiente la justicia cuando se produce con rapidez, prontitud y celeridad, sin caer 

en precipitación. 

Este principio lo observarnos en el articulo 32 de la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal, por el que se suprimen los incidentes de 

previo y cspcc1a\ pronunciamiento. 



i). Lealtad y probidad. Este principio involucra la conducta de litigantes, 

abogados patronos, Magistrados y sus auxiliares. Así la lealtad y probidad del Juzgador es el 

fundamento para que sobre él pero nunca sin él, operen todos los principios que rigen el 

procedimiento contencioso administrativo. 

Respecto a la lealtad u probidad de los abogados postulantes dentro de la 

justicia administrativa, no podemos pasar por alto las sabías palabras del Maestro Couture, 

plasmadas en el universal Decálogo del Abogado, cuando establece: "Sé leal. Leal para con 

tu cliente al que no debes abandonar hasta que comprendas que es indigno de ti. Leal para con 

el adversario a~ cuando él sea desleal contigo; leal para con el Juez que ignora los hechos y 

debe confiar en lo que ú dices; y que; en cuanto al derecho algJ.Ila que otra vez debe confiar 

en el que ú invocas." 

B) EL NUEVO PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

El titulo segundo de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal se denomina, precisamente "Del Procedimiento", y comprende del artículo 25 

al 88 referido Ordenamiento Jurídico. En la presente exposición seguiremos el orden del 

mencionado Titulo Segundo, esto es: 

a). Generalidades. En primer témuno haremos referencia a la supletoriedad de 

las normas procesales de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal; es decir, la aplicación de otros ordenamientos cuando la legislación especializada no 

contiene preceptos aplicables al caso que se examina, ésta misma resuelve cuales son los 

ordenamientos supletorios. 

En la especie, el artículo 25, in fine, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal señala que, "a falta de disposición expresa y en cuanto no 

se oponga a lo que prescribe este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distriio Federal~ en materia Fiscal de la Federación en lo que 

resulten aplicJblcs." 
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Un segundo punto importante es el relativo a la gestión oficiosa. Esta figura 

jurídica no procederá ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distnto Federal, 

por lo que en su caso, se deberá estrictamente acreditar la personalidad que ostente el 

promovente. 

Otro punto relevante consiste en la posibilidad para el particular de optar por 

agotar el recurso o medio de defensa que la ley establezca en su favor, o intentar desde luego 

el juicio ante el multicitado Tnbunal. 

Congruente con la tesis transcrita, el artículo 34 de la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distnto Federal establece que sólo podrán intervenir en el 

juicio contencioso administrativo, las personas que tengan interés legitimo en el mismo. 

De confonnidad con el articulo de 33 Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, serán Partes en el procedimiento contencioso 

administrativo: 

a).~ El actor, quien por regla general será el particular que es afectado en su 

esfera jurídica por actos de molestia emanados de la autoridad administrativa. 

b).- El demandado. Tendrá ese carácter: 

El Jefe de Gobierno del Distnto FederaL los Secretarios del ramo, los 

Directores Generales así como las autoridades del D1strito Federal que en razón de su esfera 

competencia\ intervengan directamente en la resolución o acto administrativo impugnado. 

Los Delegados. Subdelegados. y en general las autondades de las Delegaciones 

Polittcas. cuya esfera directa de competencia corresponda la resolución o <.!l acto 

administr;,itivo impugnado. 
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- Las autoridades administrativas Gel Distrito Federal, tanto ordenadoras como 

ejecutoras de las resoluciones o actos que se impugnen. 

- El Gerente General de la caja de previsión de la policía preventiva del 

Distrito Federai. 

- La persona física o moral a quien favorezca la resolución cuya nulidad pida 

la autoridad administrativa, tratándose de resoluciones fiscales que causen una lesión a la 

Hacienda Pública del Distrito Federal. 

Finalmente apuntaremos que de conformidad con el artículo 31 Ley del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, "en los juicios que se tramiten 

ante el Tribunal no habrá lugar a la condena en costas. Cada parte será responsable de sus 

propios gastos". Este criteno establece importante diferencia entre el procedimiento 

contencioso administrativo y el proceso civil, en el que si son procedentes los gastos y costas 

judiciales. 

b).- Partes en el juicio. Las partes en el juicio son los extremos de una 

relación Jurídica contenciosa o procesal, es decir, actor, demandado y en su caso tercero 

perjudicado 

Al hablar del concepto de Pane, debemos distinguir la legitimación ad 

proccsum de la afinnación ad causam. El criterio Jurisprudencial nos indica que, "la primera 

se idcnti tic a a la falta de personalidad o capacidad en el actor, se encuentra referida a un 

presupuesto procesal. necesario para el ejercicio del derecho de acción que pretenda hacer 

valer qu1c:n s.e encuentra facultado para actuar en el proceso como actor, demandado o tercero, 

potestadn o facultad de una persona fisica o moral. para comparecer en un juicio a non1brc \) 

en n::pn::scnt~KH)n de otra persona, por h.) que si no se acredito. tener personalidad, lcgitímac1ón 

procesal, dio impide d nacimiento del ejercicio del derecho de acción d1..'ducido en el juicio; 

t.,:s decir, la falta de dicho rt.!quisito procesal puede ser examinado oficios.amente por d Juez de 

la inst.:mda. n -.1..:r \)pues.ta como excepción p()r d demandado, 
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En cambio, la legitimación activa en la causa es un elemento esencial de 1a 

acción que presupone o implica la necesidad de que la demanda sea presentada por quien 

tenga la titularidad del derecho que se cuestiona, esto es, que la acción sea entablada por 

aquella persona que la ley considera como particularmente idónea para estimar en el caso 

concreto la función jurisdiccional. n (Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Vol. 

199. A. R. 289/85, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito). 

Congruente a la Tesis transcrita el artículo 34 del Tribunal Contencioso Admmistrativo del 

Distrito Federal establece que sólo podrán intervenir en el juicio contencioso admínistrativo 

las personas que tengan interés legítimo a el mismo. 

e) Las notificaciones y los términos. Por notificación entendemos la 

comumcactón que se hace por el medio idóneo a la persona ( o autoridad ) que se pretende 

hacerle saber una detetmmación de un órgano jurisdiccional como es el caso de el Tribunal de 

lo Contencioso Admmistrativo del Distrito Federal. Por otra parte, ténnino es el lapso 

procesal en que debe realizarse el acto jurídico, con las fonnalídades legales para que 

adquiera la eficacia deseada, 

De confonnidad con lo dispuesto por la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del D1strito Federal, las resoluciones se deberán notificar a las partes: 

Personalmente, dentro del tercer día a partir de aquel en que se pronuncio la 

resolución. 

Por lista al día siguiente de ser pronunciada la resolución de que se trate. 

Por correo certificado con acuse de recibo. 

Las notificaciones surtirán efectos a partir del día siguiente al que sean 

hechas. La noti ticación omitida o irregular se entenderá hecha a partir del momento en que 

la parte mtcn::s,1d:i sc haga sabc<lor:i de la ml::;ma. ::;u\vo cuando se promueva su nulidad, 



Respecto al término para interponer la demanda, en contra de los actos o 

resoluciones de las autoridades de la Administración Publica Central y Paraestatal del 

Distrito Federal, cuando las entidades de ésta, actúen con el carácter de autoridades, será de 

quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que se le hubiese notificado al 

afectado o del que se hubiere temdo conocimiento u ostentado sabedor de la misma, o de 

su ejecución. 

Cuando la actora sea la autoridad, al solicitar la nulidad de una resolución 

favorable a una persona física o moral, la demanda deberá presentarse dentro de los cinco 

años siguientes a la fecha en que sea notificada la resolución. Como podemos observar, el 

particular tíene quince días para interponer su demanda y la autoridad cuenta con cinco 

años, lo que indudablemente desestima el principio procesal de igualdad de las partes. 

d) Demanda y contestación. Es de explorado derecho que toda contienda 

judicial, miciará siempre con la interposición de la demanda. Bl artículo 50 de la Ley del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, señala como requisitos 

formales del escrito de demanda los siguientes: 

- Nombre y domicilio del actor y, en ~u caso, de quien promueva en su 

nombre, 

- Las resoluciones o actos administrativos que se impu1:,,nan. 

- La autoridad, autoridades o partes demandadas . 

- El nombre y domicilio del tercero perjudicado si lo hubiere. 

- La pretensión que se deduce de los puntos anteriores. 

- La fecha en la que se tuvo conoclm1ento de la resolución o 

resoluciones que se impugnan. 

- La descripción de los hechos y de ser posible, los fundamentos de 

derecho. 

- Las pruebas que se ofrezcan . 
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El actor deberá acompañar una copia de la demanda y de los documentos 

anexos a ella, para cada una de las demás partes. Cuando se demande la nulidad de una 

resolución negativa ficta, se podrá amphar la demanda dentro de los quince días siguientes 

al en que surta efectos el acuerdo recaído a la contestación de la misma. 

Dentro del ténnino de veinticuatro horas de haber recibido la demanda, el 

presidente del Tribunal la turnará a la Sala que corresponda. admitida la demanda, el 

presidente de la Sala mandará emplazar a las demás partes para que contesten dentro del 

ténnino de quince días. En el mismo acuerdo citará para la audiencia de ley, la que deberá 

verificarse dentro de un plazo que no excederá de veinte días. 

Atentos a lo antenormente expuesto, podemos desprender dos conceptos 

procesales importantes y diferentes: emplazamiento y citación. Emplazamiento es, el acto 

formal por que se hace saber al demandado la existencia de una demanda en su contra por el 

actor y la resolución del Tribunal que al admitirla establece un término (plazo) dentro del 

cual el demandado debe comparecer a contestar dicha demanda. 

Así el emplazamiento se traduce en llamar a juicio al demandado. El 

emplazamiento a juicio constituye el acto más trascendente de las fonnalidades esenciales 

del proccdlm1cnto. 

Citación es la determinación o resolución de la Sala, también contenida en !a 

notificación, que ordena a una de las partes o tercero que comparezca al juzgado a hora 

exacta de un determinado día, como es el caso de la antes referida audiencia de ley. 

El término para contestar la demanda correrá para las partes 

individualmente. Al contestar la demanda, se deberá hacer referencia a cada uno de los 

puntos contenidos en el escrito de demanda, citar los fundamentos legales que se 

consideren aplicables y ofrecer }as pruebas que se estimen pertinentes. 
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e) La suspensión. El presidente de la Sala podrá acordar la suspensión de 

los actos que se impugnan, en tanto la controversia en definitiva, haciéndolo del 

conocimiento inme.diato de las autoridades demandadas para su cumplimiento. No se 

otorgará la suspensión · si es en perjuicio del mterés ~ocia1, si se contravinieren 

disposiciones de Orden Público o se dejare sin materia el juicio. 

Tratándose de multas, impuestos, derechos o cualquier otro crédito fiscal o 

cuando se pueda ocasionar daños o perjuic10s a terceros, se concederá la suspensión si 

quien la solicita garantiza el importe del crédito fiscal o la reparación del daño~ si no se 

obtiene sentencia favorable en el juicio. 

La suspensión otorgada por la Sala instructora quedara sin efecto si el tercero 

da, a su vez caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes del acto 

o resolución impugnado, en el caso de que el actor obtenga sentencia favorable. 

t) Pruebas. La prueba es un elemento fundamental para todo juicio mercantil, 

laboral, penal, civil y desde luego, Contencioso Administrativo. Sobre el particular, el 

tratadista Jeremías Bentham decia que, •'el arte del proceso no es esencialmente otra cosa 

que el arte de administrar las pruebas. "74 

La fase probatoria constituye la esencia de todo proceso por ser ésta la 

primordial en toda contienda contenciosa. 

Pallares en su diccionario Jurídico define a la palabra prueba al decir: proviene 

del vocablo "latino probandum, que significa recomendar, probar. experimentar. patentizar o 

hacer fe." 

La fe que hace la prueba recomienda su valor de verdad. 
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Eduardo Pallares sostiene que, ·'el substantivo prueba se refiere al med10 o 

instrumento de que se ¡;-jrve al hombre para evidenciar la verdad o falsedad de una 

proposición, la existencia o inexistencia de algo." 

En relación al juicio contencioso administrativo, la regulación de la Ley del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, respecto a las pruebas, 

presenta las siguientes pecuharidades: 

En el escrito de demanda y en el de contestación deberán de ofrecerse las 

pruebas. Las supervenientes podrán ofrecerse cuando aparezcan y hasta en la audiencia de 

ley. 

Se admitirán toda clase de pruebas, excepto la confesional, y las que fuesen 

Contrarias a la moral y al derecho. 

Las Salas del Tribunal podrán decretar en todo tiempo la repetición o 

Ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que lo estime necesario. 

- Las autoridades tienen la obligación de ordenar la expedición inmediata de 

las copias certificadas de los documentos que les sean solicitados por las partes para 

rendirlos como pruebas. 

- Al ofrecer la prueba pericial, las partes presentarán los cucst10nanos sobre los 

que los peritos deberán rendir su dictamen en la audiencia respectiva. En caso de discordia el 

perito tercero será designado por el Magistrado instructor. 

~ Los testigos no podrán exceder tres por cada hecho, y deberán ser presentados 

por d oforcnt..:, :-:.alvo que bajo protesta de decir verdad manifieste la imposibilidad de 

prcscmarlns, coso l.!11 que d Tribunal ordenara la situación apcrc1b1mientos de ley. 
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g) Improcedencia y sobreseimiento. De acuerdo con el articulo 72 de la ley 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, son causas de 

improcedencia del juicio Contencioso Administrativo, entre otras las siguientes: 

- Contra actos o reso!uciones de autondades que no sean del Distrito Federal 

- Contra actos o resoluciones del propio Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal. 

- Contra actos o resoluciones que sean materia de otro juicio pendiente de 

resolución y con identidad de actores, autoridades y actos administrativos impugnados. 

- Contra reglamentos, circulares o disposiciones de carácter general, que no 

han sido aplicados concretamente al promovente. 

En los supuestos anteriores, la demanda respectiva será desechada de plano. 

Respecto a la figura del sobreseimiento, el maestro Eduardo Pallares indica 

que, '"sobreseer significa cesar en una instrucción; dejar sin curso ulterior un 

procedimiento.·· es decir. existe ya el juicio. 

Las causas por \as que procede el sobreseimiento del juicio no las enuncia el 

articulo 73 de la Ley del Tnbunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, 

veamos: 

- Cuando el actor se desista del juicio. 

- Por fallec1miento del actor. s1 el acto impugnado solo afecta su interés. 

- Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del actor. o 

revocado el :.icto que se impugna. 
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- Cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el termino de 

180 días naturales ni el actor hubiera promovido ( tratándose de promociones necesarias 

para la continuación del procedimiento ) en ese mismo lapso. 

h) La audiencia. La audiencia de ley tiene por objeto la recepción y desahogo 

de las pruebas ofrecidas~ oír los alegatos correspondientes y en su caso, resolver el juicio en 

la misma audiencia. 

Sólo cuando deban tomarse en cuenta gran número de constancias podrá 

reservarse el fallo definitivo para un término mayor de diez días. 

La falta de asistencia de las partes no impedirá la celebración de la audiencia, 

misma que será pública. En la propia audiencia se admitirán las pruebas relacionadas con los 

puntos controvertidos que se hubieren ofrecido en la demanda y la contestación, así como las 

supervenientes. 

Finalmente recordamos que los alegatos son, "Las argumentaciones jurídicas 

tendientes a demostrar al Tribunal la aplicabilidad de la norma abstracta al caso 

controvertido. con base en las pruebas aportadas por las partes." 75 

Sin duda alguna la fase de alegatos constituye una etapa en donde se resume 

todas las actuaciones probatorias destinadas a que se juzgue conforme a derecho. 

i) Sentencia. La sentenc1a para el Doctor Fix. Zamudio es, "la resolución que 

pronuncia el juez o Tribunal para resolver el fondo del litigio, conflicto o controversia. lo 

que significa la tenninación del proceso."76 

Nonnalmcntc, la sentencia es el ultimo acto del proceso y con el cual se 

terminad mismo. con la resolución que arroje el desarrollo del juicio. 

7°' Becerra Bauu-,¡a. h-,-,\! El Pr<.)-.;i,:-,o C1v1\ l!n MC~l,;o, Ed1tonal Pórrua, Mcx1co ! 996. P¡_¡g 15 ! . 
7h Cfr. OV:\LLE J,:\ VELA. fose Op. Cit p. 188 
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En este orden de cons1deradones, la sentencia es la parte culminante de la 

función jurisdiccional. Al respecto. el tratadista Liebman señaló con sabiduría lo s1guiente: 

"la sentencia es conceptual e históricamente el acto jurisdiccional por 

excelencia, en el cual se expresa de la manera más característica la esencia de la 

jurisdictio: el acto de juzgar." 77 

Respecto a nuestro tema, confirmarnos que la sentencia concluye el juicio 

contencioso administrativo. El Magistrado del conocimiento para resolver el asunto a través 

de los puntos resolutivos deberá considerar los antecedentes, los puntos controvertidos, la 

valoración de las pruebas y los alegatos aportados por las partes. 

La sentencia se pronunciará por unanimidad de votos o por la mayoría de los 

votos de la Sala mismos que deberá suplir las deficiencias de la demanda pero en todos los 

casos se contraerá a los puntos de la litis planteada. en materia fiscal se suplirán las 

deficiencias de la demanda siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agrav10. 

Las sentencias que deriven de los juicios ventilados ante el Tribunal de lo 

Contencioso Admimstrativo del Distrito Federal, no requieren fonnalismo alguno, pero 

deberán contener: 

- La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, así como el examen 

y la valoración de las pruebas que se hayan rendido. según el prudente arbitrio de la Sala, 

salvo las documentales públicas e inspección judicial que siempre harán prueba plena. 

- Los fundamentos legales en que se apoyen, debiendo limitarlo a los puntos 

cut"Stionados y a la solución de la litis planteada. 

Los puntos resolutivos en los que se expresaran los actos cuya validez se 

Reconociere o nulidad se declarase. 

'l 71b1dc-m, p. l S9 
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- Los términos en que deberá ser e1ecutada la sentencia por parte de la 

autoridad demandarla, así como el plazo correspondiente para ello, que no excederá de 

veinticinco días contados a partir de la fecha de su notificación. 

Finalmente serán causas de nulidad de los actos impugnados, confonne al 

artículo 81 de la Ley de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, las siguientes: 

- La incompetencia de la autoridad 

- lncumpltmiento y omisión de las formalidades legales 

- Violación de la ley o no haberse aplicado la debida. 

- Arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta o cualquier 

otra causa similar. 

En caso de ser fundada la demanda, las sentencias dejarán sin efecto el acto 

impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor 

en el goce de los derechos que le hubieren sido mdebidamente afectados o desconocidos en los 

términos que establezca la sentencia. 

j) Cumplimiento de la sentencia. Derivado de las características de plena 

autonomía y jurisdicción que caracterizan al Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Distrito F cdL:ral, el actor podrá acudir en queja ante la Sala respectiva, en caso de 

incumplimiento de la sentencia y se dé vista a la autoridad responsable por el ténnino de 

cinco días para que manifieste lo que a su derecho convenga. Si en el plazo señalado, la 

autoridad no ha cumplido con los ténninos de la sentencia. se le apercibirá con la imposición 

de una multa otorgándole nuevo plazo de otros cinco días para acatar la sentencia de que se 

trate. 

Si la autoridad persistiere en su actitud, la Sala superior solicitara al Jefe del 

Gobierno del Distrito Federal, como superior jenirqmco. obligue al func10nario responsable 

para que d~ cumplimiento a las <lctcrmmac10ncs del Tribunal. 

k) Recursos. La palabra recurso proviene del latín rccursare, que significa 

volvtr a cursar o volver a andar; son medios de ddt.:nsa que la ley establece en favor de las 

partes para impugnar las resoluciones del juzgador. 
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La Ley del Tribunal de lo Contencioso Admimstrativo del Distrito Federal 

reconoce tres recursos en favor de las partes. En primer lugar tenemos el recurso de 

reclamación que procede contra las providencias o los acuerdos de trámite dictados por el 

Presidente del Tribunal, por el Presidente de cualquiera de las Salas o por los Magistrados; los 

actos que concedan o nieguen la suspensión o señalamiento de fianzas y contra fianzas y el 

desechamiento de pruebas. 

El recurso se interpondrá con expresión de agravios, dentro del término de tres 

días contados a partir del día siguiente al en que se surta sus efectos la notifica·ción 

correspondiente, ante la Sala de adscripción del Magistrado o Presidente que haya dictado el 

acuerdo recurrido. El recurso se substanciará con vista a las demás partes, por un término 

común de tres días, para que expongan lo que a su derecho convenga; transcurrido dicho 

término, la Sala resolverá lo conducente. 

En segundo lugar tenemos el recurso de apelación que procede contra las 

resoluciones de las Salas que decreten o nieguen sobreseimiento, las que resuelvan el juicio 

o la cuestión planteada en el fondo, y las que pongan fin al procedimiento. El recurso deberá 

interponerse por escrito, dirigido a la Sala superior, dentro del plazo de diez días siguíentes al 

en que surta efecto la notificación de la resolución que se impugna. Recibido o admitido el 

recurso, se designará a un Magistrado ponente y se mandará correr traslado a las demás 

partes por el término de cinco días para que expongan lo que a su derecho convenga . 

V cncido dicho término, el Magistrado ponente formulará proyecto y dará cuenta del mismo a 

la Sala superior en un plazo de quince días. 

Finalmente tenemos el recurso de revisión que procede contra las resoluciones 

que resuelvan el recurso de apelación. Este recurso lo establece el artículo 88 de la Ley de 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito FcderaL en favor de las autoridades las 

que podrán anteponerlo ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente mediante escrito 

dirigido a dí cho Tribunal dentro del tennino de quince días siguientes a aquel en que surta 

efectos la notific::ición respectiva, indcpend1entcmcnte del monto, en los casos siguientes: 
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- Cuando la resolución que se dicte afecte el interés fiscal o el patrimonio del 

Distrito Federal y sea de nnporta11cia a juicio de la Autoridad Fiscal. 

• Cuando se trate de la interpretación de Leyes o Reglamentos 

- Cuando se trate de las formalidades esenciales del procedimiento 

- Cuándo se fiJe el alcance de los elementos constitutivos de las contribuciones 

- Por violaciones procesales cometidas durante el juicio siempre que afecten 

las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo~ o por violaciones cometidas en 

las propias resoluciones o sentencias. 

En los casos no previstos en los supuestos anteriores, las autoridades las 

autoridades podrán promover el recurso de revisión, siempre que el negocio sea de 

importancia y trascendencia, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de 

la admisión del recurso y el valor del negocio exceda de vemte veces el Salario Mínimo 

General Vigente elevad.o al año en el Distrito Federal, al momento de emitirse la resolución 

de que se trate. 

C) JURISPRUDENCIA 

La palabra jurisprudencia proviene del vocablo latino jurisprudentia que 

proviene de juris que significa derecho y prudentía que quiere decir conocimiento, ciencia. 

Sobre el tema el maestro Burgoa Origuela manifiesta que "la jurisprudencia se traduce en las 

interpretaciones y consideraciones jurídicas que hace una autoridad judicial designada para 

tal efocto por la ley, respecto de uno o varios puntos de derecho especiales y determinados 

que surgen de un cierto número de casos concretos semejantes que se presenten~ en ta 

intchgencia de que dichas C(Jnsidcracioncs o mtcrpretaciones son obligatorias para los 

infenorcs _jcr~rqu1cos de las mencionadas autoridades y que expresamente señala la lcy,"71'1 
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El maestro Eduardo Pallares define a la jurisprudencia como "los principios, 

tesis o doctrinas establecidas en cada Nación por sus tribunales en los fallos que pronuncia. 

Así considerada es una de las fuentes del derecho más importantes porque mediante ella, de 

abstracta y general que es la ley, se convierte en concreta y particular, dando nacimiento a un 

derecho socialmente vivo, dinámico, fecundo que pudiera llamarse derecho de los tribunales, 

distinto del legislador," 

Respecto a la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federal, el artículo 89 del citado ordenamiento, dispone que las sentencias de la Sala 

Superior constituirán jurisprudencia que será obligatoria para ella y las demás Salas del 

~ribuna1, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco ejecutorias no interrumpidas 

por otra en contrario y que hayan sido aprobadas por el voto de cuatro Magistrados, en el 

mismo sentido. 

Para interrumpir o modificar la jurisprudencia del Tribunal se requenrá el voto 

en el mismo sentid.o de cuatro Magistrados, por lo menos, en una resolución cuando se trate 

de la intenupción, o en el mismo número y condiciones señaladas para su fijación, cuando se 

trate de modificarla, 

La jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito 

Federa} perderá tal carácter cuando se pronuncie una resolución en contrario, debiendo 

expresarse en ella las razones que funden el cambio de criterio, a las cuales deberán referirse a 

las que se tuvieron en consideración para establecerla. Cuando las partes invoquen la 

jurisprudencia del Tribunal, lo harán por escrito, expresando el sentido de aquella Y 

designando con precisión las sentencias que 1a sustenten. 

Enseguida se citarán las tesis emitidas por el mu{t1c1tado Tribunal que se 

acompañan in fine, del presente trabaJO de investigación (ver anexos). 
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JURlSPRUDENClAS 

No. l tercera Epoca aprobada por la sesión de la Sala Superior del 16 de Octubre de 

1997. 

No. 2 Tercera Epoca aprobada por la Sala Superior del 16 de Octubre 1997, 

Jurisprudencia. 

No. 3 Tercera Epoca aprobada en sesión de la Sala Superior de 7 de octubre de 1998. 

Jurisprudencia. 

No. 4 Tercera Epoca aprobada por sesión de la Sala Superior de 7 de octubre de 1998. 

Jurisprudencia. 

No. 5 Tercera Epoca aprobada en sesión de la Sala Superior de 7 de octubre de l 998. 

No 26 Junsprudencia aprobada en sesión de la Sala Superior de 15 de marzo de 1995. 

Asim1smo refuerzan el estudio las tesis a saber: 

J • T es1s visible de los Tribunales Cok:güidos Je Circuito en el S.:manano Judicial de 

la Federación Octava Epoca, Tomo XI- Mam) de \992, r,igina 353, que r, .. ?a, 

"RECLAMACIÓN ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 

ADM1NISTRAilYO DEL DISTRITO FEDERAL, TERMINO PARA 

PROMOVER EL RECURSO DE.- El articulo 40 di.; la Ley Jcl Tribunal Je lo 

Contencioso Adminisrra11•,.ro de\ Distrito F'ctk:rn.l, dis.ponc de manera clara y pn.-c1s<1 

quc. ];l.S nocificacion'-'S surtirán efectos a pamr del dia siguiente¡¡} en que sean hechas, 

sm establecer ninguna posibtltdad de <!xccpción, pu,;:s de lo contrano habria 

cstablcddo el 1eg1slador la salvedad de otros casos l'rl que las nonticac1oncs suttieran 

cfoctos d mismo dt:1 o dos días después de hcch,h, e-:. d<!c1r, de c:iher :.ilguna 

<!'ü!1.-pc16n el precepto legal diría "salvo dh1J0,'1(:1ún en 1.1'lntr:rno ", p..:m no ..;;..is11cndo 

e,ta --.:ilvc.dad, Jc.b<!tntls <:ntendc.r que- se 1c.tic:n:: ,1 codas la, rwt1tíc.1ewnes y a trnfo~ lo.,¡ 

.::a,o~ Por ~u p:1nc. el ;iniculo 44 <ld n11.",1no onk:nam1cn\ú k:ga\, ~cñab que- lo". 

tc.nnm,1,:, ( toJ(), l eomen:rar,m a correr dc~lk: el Jia ..,¡guicntc al en que ,urta ctcccos 

),1 tl(l111ic:ii.:10n, :tdnrando que ",(..'T{in 1mpro:-rogab\C',; y :-c mduir.'I. 1::n d\i.1:, d <li:.t dd 

vcncunicntú, dch1cnJ() cont:ir.c por días h.'ihiks, ,,in conceder la menor posibiliJaJ el 
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leg1.slador de que los términos puedan computarse de otra manera, puesto que no 

prevé nrnguna excepción, salvedad o cambio para lo di:>puesto en este precepto legal 

for cons1gui.:nte, el arcículo 64 de ;a Le-¡ mencwnacla, debe imerpre:arse en fonna 

armoniosa .-on los pre<:eptos; legales antes c1t3,dos, y no de manera aislada: tomando 

en consideración· que este último tiene por finalidad el establecer que en el escrito 

del recursD de reclamación se er.presen agravios, así como el ténnino para 

interponerlo y ante quien debe hacerse de tal manera que, no obstante señalarse en 

forma discordante a partir de que momento debe contarse dicho término, diciendo qL1e 

a partir de la fecha de notificación correspondiente, pues de una sana y acorde 

interpretación, debemos entender que el tennmo de tres días para interponer el 

recurso de reclamación, se computará a partir del día sigui.ente (hábil) de aquel en 

que surta efectos la notificación del acuerdo impugnado, incluyéndose en ellos el 

dia del vencimiento. Adem:is, de que no ex"iste ni.nguna razón lógica ni jurídica para 

pensar que fue' deseo del legislador que para su interposición del recurso de 

reclamac1ón se computará el término ( ya de por si breve ) en una fonna distínta que 

resulta desfavorable para la parte afectada, por lo cual no pue<le considerarse que c:na 

1rnprcc1stón en la redacción de un numeral al cual no le correspondía señalar la 

forma de computar el término. sino sólo esta'olccer éste, constituya una regla especial 

que deba prevak:cer a la regla genera!, pu~ tratándose del computo de ténmnos en el 

r,roccdimicnto ante el Tnbuna\ de lo Contencioso Adm1mstratwo del Distrito 

Federa!, solo existe una regla absoluta. 

SEGUl\OO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRlMER CIRCUITO 

PRECEDENTES: 

Arnp,iro <lin.:cto 2502/92, José de Jc;sús Negrc.:tc.: GJrcia y otro 29 de octubre de.! 992. 

unanimidad de vot()S. Púnl--nte· C::irhis Amad\i Y:i.iie, .. Sccrct.i.m1: Mt~ud Áng.d Cnu 

lkmúnJe✓, 

2 - T cs'.s vis1bk en d Si::manario fodic\\l,l de la Fcderación Ocwva Epoca, Tomo XI­

Enero de ! 992, púgma 248, que rcza:"REVISIÓN, RECURSO DE, PREVISTO 

EN EL ARTICULO 86 DE LA LEY DE:L TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 

·\DMJNISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. Sll PROCEDENCIA, 

CONTRA RESOLUCIONES QUE IMPIDEN LA PROSECUCIÓN DE LA 

1NST ANrlA.~ El proccd1m1cnto se- inicia con la pr,..--;1...'n1<1c1ón d,.; la dcmtu,da que 

i.:tinticnc la pretensión <kl attor ante cl órg:mo ,1u1 i:,Jicdon,iL flú! t,Ulft', cu,1lqu1er 

dct1,.•rrmn,\t.'li'in qm.: :,e prndu,c:i. dcspué,.,.., de prc~ntad.1 la demanda ( ~ca cn el ~cntidti 

de ,1Jm1t1rla, n.:ch.1.1..1rla. o mJnd:irla ,u.:IJrar, Jccl:irar l:l i11c0mpetcnc1a del organú. 

,:tcdcr,1). en su ..:JSt\ '¼:d. un ·,1ct,, h:ihido dentro de; un rroccd1miento, y la rc~ofución 

quc: 1n:p1d,i al p,micu!Jt cont1nuJr ton la 111.,1,Jllcia por el m1c1,ida, ,;1 e~ de \.i'.'. que 

p,n,,._-n fin ,11 prnccdunicnto, ~1cndtl por dlo inrpugnablc a travc~ del rccur-.o de 

rc\1,!1111 prcv1,10 en el .Lrt1culo \\t¡ de b Lt.-y Tr1\"lu11.1\ tic: !,1 C,,1nenc1(1~0 

,\dm1111,11.111,,1 del D"1ri1,1 Federal 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERJA ADM!N!STRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

?Rr..o.:m·,;~ r b. A.q,di.(J ,.,,_ 

Metropol-\tana. 3 i de octubre 

''-\ ,,,.ún 253-! ''JI. lJ,:1v2,.<,.d,d A11t\Jm,m,1 

de \ 99 l Unammtdad Je 1.:otos Ponente. David 

Delgad1llo Guerrero. Secretdria. Clementina Flore<; Suárez. 

3.- Tesis v1s1ble en el Semanano Judicial de la Federación Octa~a Epoca. Tomo vn~ 

Fehreto de !991, página 225. que reza ... "TRIBLNAL OE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, RECURSO ESTABLECIDO 

EN EL ARTlClJLO 86 DE LA LEY DEL DEBE AGOTARSE ANTES DE 

ACUDIR AL JUlClO DE AMPARO..- Como el artkulo 86 de la Ley de! Tribuna! 

de lo Contencioso Administrativo del D1stri.to Fe<leral establece que las resoluciones 

de las Salas de ese Tribunal que decreten o nieguen sobreseimientos, las que resuelvan 

el jmc10 o las cuesnones planteadas en el fondo, y las que pongan fin al 

proced1m1cnto "serán recumbles por cualqwera de las partes ante la Sala Superior", 

Es inconcuso que s1 e) que1oso no agota este recurso am:es de acudir al juicio de 

garantías, se actuahu la causal de improcedenc1¿ establecida en la fracción XIH del 

artículo 73 de 1~ Ley de amparo, la cual estJblece que e! Juicio de amparo es 

1rnprnced1.'f1te contra las resoluciones de Tnbunales Administrativos respecto de las 

cuales conceda la Ley a\gun recurso o roe.dio de defensa dentro del procedimiento, 

por virtud del cual put!de ser modificadas, revocadas. o nuhficadas ratón por la cual 

el 1u1cio debe sobn::scerse en los tCnnino~ dd articulo 74, frncción m dd mismo 

ordcnJ1111cr1to 

1 ERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADM!N!STRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

PRFC'EDENTES, 

1\\1\PARO DIRECTO 26$3/()3 MATILOE DiAZ DE GEORGE 2 de diciembre de 

199) UNANIMlDAD DE VOTOS PONENTES. FERNANDO LANZ CÁRDENAS. 

SECRET ARlA. LOURDES MARGARlT A GARCÍA GALICIA 

4.- Tc.~1'> v1.~1blc en d lo.s Tribunalc~ Cokg1ado de Circuito S.:111:.mano Judicial de b 

Federación Octava Epoca, Tomt1 Xll- Octubre de ll.)9J. p:\girrn 4:iS, qu.: r..:.-:.:i. "EL 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ,\D\1INISTRATIVO DEBE 

AGOT.\RSE PREVIAMENTE A LA 1:,,r1·ERPOSICIÓN 

ILEGlSLAClÓN OF.L EST.\DO DE GL ,\N.\JliATO).-

DEL ,\MPARO 

Confmnc ,1 lo 

p1cl.:p1u.:i<lo pN d ,\rticuh1 \. tk !:1 Ley d.: j1.1$.(tcw. -1dm1m~rr.niva del .: ... t,1do de 

(lu:11w1u,1to, e\ Tribunal 1k lo (\mtl-nem~,1 Admin1~t1·,\t!'-.1\ ,,,:..., u11 <.\rg,111.,1 J..: ,;ontrol d..: 

mer.i .mulJc10n, Jot.mdo de pkn.i .nH(mom1,1 r,ir.i Üt,.;t.w ',\h f.\lhh, t.:11\C11<l0 ~ q1 

.:.111s,1 d1111111r l.1, v1ntro\cr~ia, que,..: ~u~c11cn entre l,i AJm1rn,1r.1clon pühlic,i Ud 

! ,t.1dn, 1,l, 11HHill'lPl1h y J,,, ,ir,1.:J:w,m,h dc,c..:ntr,11t1.1d,i... de ,1mho,. p(1r un.1 parte y 

1 J7 



los particulares por la otra Consiguientemente, si un particular se considera afectado 

por cualquiera de los aludidos actos de m:toridad, queda obligado a agotar e! 

¡:.,o..:cL!1n1;,:;iito Cv.,~c::l-io:,o :\.i,n\nistr:itr,ri:, r,:c,•/:,to }:,\)C la :,1vo1.:ada r -•e)' 

previamente al juicio constituc1ona!, dado que, por otra parte, dicho cuerpo normativo 

establece en sus artículos del 54 al 59 la posibilidad de obtener la suspensión del acto 

impugnado, sm exigir para ello mayores requisitos que la Ley de amparo, pues de la 

lectura de dichos mandamientos se advierte que son substancialmente los mismos. 

Luego, sl en determmado asunto un gobernado pretende impugnar en la vía 

constitucional un acto de ::1utondad como los antes precisados, sm acudir previamente 

a aquel procedimiento en el que puede revocarse, modificarse o nulificarse, se 

actualiza la cau:,a de improcedencia prevista por e\ artícuki 73, fracción XV, de la 

Ley de amparo, al quedar mcumphdo e! principio de definitividad que rige en el 

Juicio de garantí:as y, en consecuencia., debe decretarse el sobreseimiento, con apoyo 

en Jo ordenado por el numeral 74, fracción rn, de la propia Ley. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

PRECEDENTES: REVISION 125189. EL PALACIO DE HlERRO, S.A. DE C V. 9 

DE FEBRERO DE 1990. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE; MA. DE 

FAT!MA $AMANO HERNÁNDEZ SECRETARIO. MANUEL DE J. 

ROSALES SUAREZ. 

5 - Tc::,1s v1síble en el los Tnbunales Colegiado óc Circuito Semanano Judicial de la 

fl!Ocrac1ón. Octava Epoca, Tomo lV SEGUNDA PARTE-1 Octubre de !993, página 

563, que rc7a "TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADM.lNISiRA1'1VO DEL 

DISTRITO FEDERAL SALA SUPERIOR DEL. SI CUENTA CON 

ELEMENTOS DE Jl.l1CIO SUF1ClENTES PARA RESOLVER EN 

DEflNITIVA EL PROBLEMA PLANTEADO EN EL RECURSO 

INTERPUESTO NO DEBE ORDENAR SE REPONGA EL 

PROCEDIMIENTO.~ Si \a Sala Superior del Tnbuna\ de lo Contencioso 

Admmistr.:itivo del Distrito Federal. cuenta con cl'-mcntos di.: juicio suficientes para 

rl.-solvi..'1' en clcfin1ti.va e\ probkma ?tanteado en el recurso intt..>rpucsto t..'11 contra de la 

r-:solución d1ct.ida por una de l::is ~alas clc du.:ho tribunal, no debe ordenar ri..-,,oncr d 

pmcl.-<lim1cnto. 

QUlNTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MA1ERIA ADMlNISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO 

l'Rl:.CFDF..NTES, 

REVISJON CONTENCIOSA ADMlN\STRATIVA 2.SISS, S0OE0AD VARHAM, 

S :\ DE C. V 6 DE ENERO DE 1989 UNANIMIDAD DE VOTOS PONENTE: 

MARIA DE F:\T!MA 
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Federación. Octava Epoca, Tomo H SEGUNDA PARTE~2 Enero de \989, página 

605, que reza. "TRIBVNAL DE LO CONTENCIOSO ADMlNISTRATIVO DEL 

ms fRI fO FEDERAL, DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA POR EL. ES 

RESOLUCiON QUE PONE FIN AL PROCEDlMlENTO. Entendiendo al 

procedimiento como una secuencia o serie de actos que se desenvuelven 

progresivamente, con el objeto de resolver, mediante un acto de autoridad, un conflicto 

someti.do a la cons¡deractón de un órgano deliberante, y por juicio al litigio dentro del 

proceso, podremos obtener como conclusión que la primera de éstas figuras et 

procedimiento tiene su imcio, precisamente, en el momento mismo en que en un sujeto 

procesal provoca, a través de su petición, la actuación de un órgano a quien se le 

propone el conocimiento de una causa determmada; mientras que la segunda de ellas 

el juicio, tiene lugar cuando se hace del conocimiento de la parte demandada, la 

pretensión del actor es decir, la exigencia de subordinación de un interés particular 

ajeno, al propio o e! animo de demostrar ta t!ega!idad del actuar de la autoridad en 

perjuicio del interés juridico de los gobernados. Asi, cuando el órgano Juzgador 

desecha una demanda, pone fin al procedimiento que dio inicio, precisamente, con la 

pretensión del documento propuei.10, ello aún sin haberse iniciado e!}uicio. Aplicando 

lo antenor, si el artículo 86 de la Ley del Tribunal de !o Contencioso Adm1mstrativo 

demarca la procedencia OC 1.m recurso. no optativo para combatir todas aquellas 

resoluciones que ponen fin a! procedimiento, lógico es concluir q~e. en contra del 

desecham1ento de una demanda, y agotado el recurso de reclamación correspondiente, 

es no sólo menester, smo cuestión de carácter ineludible que, para dar c1,1m-plimiento 

con el pnnc1p10 de dctini!lvidad que nge al juicio constitucional, habd de combatirse 

tal rcsoluc1ón a través del medio de ddcnsa legal indicado, en el caso, el recurso ante 

\.1 Sala Supt.'nor del propio Tnbunal, toda -.~1. que dicha dctcrmirw.dón, al pom .. "l' fin al 

procedimiento ya mic1ado coincide con la hipótesis de procedencia que cont1em.:: el 

referido ankul.1 86 de la Ley del Tribunal de lo Contcn,.;10~0 Administr:;itivo del 

Distrito F'e<kro.! TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRA TlVA DEL PRIMER CIRCUITO 

7 - Tesis visible en d los Tnbuna!es Colegiado de Circuito Semanario Judicial Sexto 

Tribunal Colegiado di Materia Admil\l:,'trativa <ld Primer Circuito, Epoca Octava. 

Tomo I Segunda Parte- 11 de febrero 198S2. piig 745 que rew: TRJBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. 

INCUMPLIMIENTO DE SUS SENTENCIAS. DESE AGOTARSE LA QUEJA 

PREVISTA EN SU LEY ANTES DEL JU1Cl0 OE AMPARO. En d aniculo S2. 

de IJ Ley (fo Tnhun:il de lo Contcnc10~0 Adminiscrat1vo del D1stnto Federal, se 

C-"stablccc exprc-;:mv..-ntc dd medio de defensa legal dcnomrnado quep, el cu:il debe 

rntcrponcrse ante lu sala rc.,;;pcctwa, <..'f\ el ClS\} esp1.-cifict1 ,:,k mcumphmicnto de la 

~cnt<..;ic10.. rcgubndosc t.'ft e! n1ismo el procedimiento o tritm1tc J seguir, J fin de 

obten<."!' por parte dc !a$ autoridud1.-:- cnrre~p1111d1cnccs el cumplimiento <le ll M.!ntt."l1ci..t 

en cuDHon -:.m que -:.e: tr.,tcn d,.:. slmpk1- mc<l1JJS de ripn adm1m,tí.l11vo par:1 ~.1n.:1onar 



económicamente a !as autondades renuentes, o para denunciar su desacato ante su 

sul)enor jerárquico, ya que la finahdad única de la queja que se interponga es lograr el 

cumplirnierm.i de la sentencia respecuva, para lo c.uai la Sala correspondie!lte c:stá 

facultada para aplicar sucesivamente !os diversos medios de apremio que se estabiecen 

en el mer,cionado articulo 82 de la ley invocada. Ahora bien, el hecho de que las 

sencenctas que dictan el referido Tribuna! carezcan de ejecución forzosa, no les quitad 

carácter de medio de: defensa legal a la queja prevista en el citado precepto, dado que a 

través de su mterpostctón es factible jurídica y matenalmente obtener el cumplimiento 

de aqué!las, postb1lidad que h.ace en !a especie se surta el supuesto previsto en la 

fi-ac{.!ión XV, de! artículo 73, de la Ley de Amparo, en virtud de existir un medio de 

defensa legal no agotado por la parte quejosa, hoy recurrente. 

SEXTO TRIBUNAL COLEG(ADO DE PRIMER CIRCUITO, AMPARO EN 

REVISION 1763/8&, SUCESIÓN DE BIENES DE DANIEL TORRES BRAVO. 13 

DE SEPTIEMBRE DE 1988. MAYORIA DE VOTOS. 

D) OPINIÓN PERSONAL DE LA NUEVA LEY DEL TRIBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL 

A casi tres años de vigencia de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, consideramos conveniente y oportuno revisar con 

objetividad y detenimiento, los avances y limitaciones que representa su existencia, con 

objeto de valorar en su justa dimensión las perspectivas de la justicia administrativa a la 

víspera de un nuevo siglo. 

Un primer punto a destacar es el contenido del articulo 34, que ad literam 

señala: "solo podrán intervenir en el juicio, las personas que tengan mterés legitimo en el 

mismo". El artículo 33 de la ley anterior exigía la existencia de un interes jurídico. situación 

que limitaba la procedencia de la demanda a la necesaria afectación de un derecho 

subjetivo. Ahora con la nueva ley, basta una lesión objetiva a la persona fisica o moral, 

derivada de la aplicación de la Ley. 

Existe interés legítimo, cuando una norma díctada atendiendo únicamente al 

interés general, establece lii-nitcs y condiciones de carácter objetivo a la actividad de la 

Administración Pública, sin intervenir por consiguiente ningún derecho o protección directa a 

nadie. aun cuando una categoria o b>nlPO de personas indirectamente beneficiadas, pueda 

tener un interés particular en la observancia de esa norma. 
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Otro punto muy importante que debemos mencionar, es el relativo a la creación 

de la Secretaria General de Asesoría y Defensoría Jurídica, anteriormente a nivel de 

coordinación. 

De acuerdo con el segundo párrafo del artículo 12 de la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal. "Los asesores y defensores jurídicos 

proporcionaran gratuitamente sus servicios al público". La probidad y empeño de los 

asesores y defensores resulta invaluables para que la justicia administrativa se convierta en 

realidad. 

La Secretaria General de Asesoría y Defensoría Jurídica cuenta con el 

personaljuridico y administrativo debidamente calificado y eficientes para atender en forma 

personalizada a los que a ellas acudan en demanda de justicia. encontrando el apoyo jurídico 

a sus razonamientos y elaborándose la demanda respectiva a la correspondiente 

representación legal, así como para dar seguimiento al procedimiento instaurado y estar 

pendiente que se dicte la resolución respectiva; que de no ser en beneficio del demandante. le 

pennite asesores y defensores imponer ante la Sala Superior el recurso de apelación 

procedente. 

Al Analizar el procedimiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Distrito Federal, distinguimos que en su característica de autonomía •(independencia del 

tribunal de emitir sus fallos); existe la posibilidad de confusión respecto a 1a misma, al creer 

que se reúnen la cahdad de juez y parte a la vez. Sin embargo al esgrimir su naturaleza que lo 

constituye nos damos perfecta cuenta que no es así. Ya que la competencia que lo reviste lo 

que lo hacen único y especial. 

La plena jurisdicción con 'lue cuenta el Tribunal nos demuestra que en dichc 

órgano concurren las partes para poder satisfacer sus pretensiones de justicia administrativa, 

puesto que su poder de decisión e imperio de ejecución to constituyen categóricamente en un 

Tribunal que no sólo "recomendará" "ni conciliara". Este Tribunal fortalecerá el sistema de 

justicia y d Estado de Derecho, que todo gobernado pretende hacer valer. 
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Al otorgársele atribuciones de plena jurisdicción significa que no solo nulificará 

actos administrativos v10latorios de los derechos de los gobernados. Sino que va más allá de lo 

anterionnente pretendido; Además de ser competente para nulificar actos de carácter 

administrativo local, restituyen al particular en el pleno goce de sus derechos subjetivos. 

La existencia de plena jurisdicción fortalece el marco jurídico aplicable que se 

circunscribe a la Ciudad de México, y coadyuva a la realización de la función administrativa. 

La pretensión presentada ante ésta instancia (Tribunal Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal), llevará a un juicio en el que la ley prevé un 

_procedimiento el cual se seguirá hasta su total prosecución. 

Asimismo, se lleva a cabo un auténtico proceso dentro del Tribunal y no es 

considerado recurso, por no ser una segunda instancia quien lo revisa y resuelve. 

El recurso se pone a disposición del administrado para hacerle notar las 

deficiencias legales en que incurre la administración en su actuar, de tal manera que se pueda 

emitir otra resolución apegada a la ley. 

A través del recurso no estamt1s en la presencia de una función Jurisdiccwnal, 

por no existir controversia entre las partes, ya que sólo se someten a la revisión de un acto 

administrativo. 

En el caso del artículo 29 nos dice que: "cuando las leyes o reglamentos del 

Distrito Federal establezcan algún recurso o medio de defensa. será optativo para la persona 

física o moral agotarlo o intentar desde luego el juicio ante el Tribunal." 

Si qwsicsc intentar el particular el jmcio ante d Tribunal Contcncio-.;o, tcrtdrá 

que desistirse primero del recurso o medio de defensa. Una vez habiCndolo promovido se 

extingue su derecho para promover cualquier otro medio de defensa. 



El Tribunal Administrativo de nuestro estudio lo consideramos una mstancia 

idónea creada con el propósito de revisar la legalidad de los actos de ta admimstración, esto 

implica la existencia de un órgano de carácter jurisdiccional que conoce de las controversias 

que se suscitan entre los particulares y la Administración Pública con motivo de los actos 

administrativos. Aquí la situación cambia, porque la administración pública deja de ser parte 

que instrumenta y resuelve y se convierte en una de las partes dentro del procedimiento 

contencioso administrativo, siendo la otra parte el particular agraviado sometiéndose ambas 

partes a su jurisdicción. 

El procedimiento ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo es 

sencillo y práctico, en éste se demandarán actos lesivos de los particulares, una vez presentada 

la demanda se remitirá por tumos a cada una de las salas (contando el tribunal con 3 salas 

ordinarias y excepcionalmente 2 auxiliares), las cuales en forma ágil y expedita tramitarán el 

juicio hasta concluir su objetivo es dec1t la emisión de una sentencia, ésta será pronunciada 

por unanimidad o por mayoría de votos de la sala. 

Durante el procedimiento nos encontraremos que la suspensión como figura 

jurídica, mantendrá las cosas en el estado que guardaban hasta que se resuelva lo pertinente. 

En el caso de la ley en su artículo 59, habla de la suspensión: "ésta tendrá por efecto evítar que 

se CJCCUtc la resolución impugnada." 

Por otra parte el Presidente del Tribunal bajo su responsabilidad, podrá 

i.t,-rualmcntc detenninar la suspensión ~on efectos restitutorios en el caso en que los actos que 

se impugnen hubieren s1do ejecutados y afecten a tos demandantes impidiéndoles el ejercicio 

de su única actividad de subsistencia o el acceso de su domtcilío particular. 

Pudn;ndo ser revocada ia. suspensión si varían las circunstancias en las que se 

ntorgó, :si afocta d interés soc\al y se contraviniesen d1sposic1oncs del orden público. 

P:.ua que pueda concederse la suspensión resulta necesario garantizar su importe 

a tr:.:rvés de. depósito en cfoc.tivo. billete de depósito, prenda o hipoteca, embargo de bienes o 

fianza. Qu~dn sm efecto en caso de no garantizar por cualquiera di: !as fonnas antes citadas. 
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El interesado deberá solicitar dentro de los treinta días siguientes a la 

notificación de 1a sentencia, la efectividad de las garantías otorgadas para la suspensión. 

Parte medular y esencial, resulta la sentencia q':le viene a ser el resultado final 

que se pretende en todo juicio independientemente de la instancia ante la cual se promueva. 

En el caso de las sentencias dictadas por el Tribunal Contenctoso 

Administrativo del Distrito Federal, éstas serán carentes de fonnulismos y contendrán los 

puntos en controversia, el examen y valorización de las pruebas sometidas, asimismo los 

fundamentos legales empleados en razón de la litis, los puntos resolutivos en los que se 

expresarán los actos cuya validez o nulidad se declarare; los términos en que se ejecutará la 

_ sentencia y el plazo para ello, no excediendo de veinticinco días contados a partir de la fecha 

de su notificación. 

En caso de ser fundada la pretensión del particular, las sentencias dejarán sm 

efecto el acto impugnado, debiendo las autoridades responsables restituir en el goce de sus 

derechos que al actor le hubiesen sido indebidamente afectados o desconocidos ateméndose a 

lo previsto en la sentencia. 

Sín embargo aunque bien es cierto lo dicho por el Magistrado Licenciado José 

Luis Caballero Cárdenas, '"impartir justicia significa resolver una determinada controversia 

mediante sentencia y hacerla cumplir. El fin único y esencial de impartir justicia estriba, pues 

en sex:i,tenciar el litigio y hacer cumplir la sentencia, esa es la gravíszma y trascendental 

obligación que el Estado contrae al substituirse a los gobernados en la composición de sus 

desacuerdos. 

Si la sentencia dictada no ·;;e cumple, el Estado falta a su deber, quebranta el 

Estado de derecho y convoca al caos social. Sentencia que no se cumple es justicia que no se 

nnpartc " Nos encontramos con irregularidades en la impartición de justicia, aunque 

(.!ncontramos d aspecto de mcumplimicnto de sentencia pudiéndolo hacerlo valer a través de la 

Que3a, ésas situac10nes no quedan muy claras1 ya que en su parte conducente el artículo 83 de 

la ley de:! Tnbunal Contcnc10~0 Administrativo manifiesta: 
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"Una vez cumplido el término de cinco días, la Sala resolverá si la autoridad ha cumplido con 

los ténn,nos de la sentencia de lo contrario. la requerirá para que en caso de renuencia se le 

impondrá una multa de 50 a 180 días de S.M. G. V. Parn el Distrito Federal", ló anterior sm 

duda alguna deja ser en la práctica mero fonnultsmo puesto que su observancia no es efectiva. 

Viniendo a contravenir con los fines que sustentados por el tribunal. El espíntu del legislador 

pretendió superar a la ley anterior en cuanto a lo que concierne a cumplimiento de sentencias y 

establecer sanción, sin embargo no existe apartado alguno respecto a su ejecución y tampoco 

existe otro apartado que regule la eficacia de la sentencia, siendo estas dos razones motivo 

suficiente para someter a iniciativa de la Asamblea Legislativa tales propuestas. 



CONCLUSIONES. 

PRIMERA.- Con el establecimiento del Tribunal Contencioso 

Administntfr1.:., del Distrito Fcée:;al, s~ ha podido o.:mst1tsr ~os aYances obteni.:10s :J tmvés 

de diferentes épocas hasta nuestros días, en cuanto al adecuado control de la legalidad e 

impartición de justicia administrativa. 

SEGUNDA.- El contencioso administrativo desde el punto de vista formal 

conoce de controversias que emanen de órganos administrativos o propiamente dichos 

Tribunales Administrativos; es decir, entre litigios entre un particular en contra de la 

Administración Pública. Surge como consecuencia de un acto administratívo lesivo, dicho 

acto al ser regulado por disposiciones administrativas garantizará de manera eficaz el 

control de la legalidad. 

TERCERA.- El acto administrativo constituye la causa esencial de toda 

controversia contenciosa administrativa que se suscite cuando éste haya sido vulnerado por 

autoridad competente. Tiene su fundamento legal en los artículos 14 y 16 constitucionales. 

CUARTA.- El acto administrativo es la exterionzación de la función 

administratwa, encaminada a la satisfacción del mterés comU.n pudiendo manifestarse en 

actos ejecutivos y declarativos. Sus elementos son: Sujeto, voluntad, objeto, motivo fin y 

forma. su clas.ificación se atiende en razón de las voluntades que intervienen en su 

creación. su margen de libertad, su ámbito de aplicación, por el fin que persigue y por su 

contenido Asimismo se considera los eft..--ctos que produce, siendo éstos directos, 

indirectos y frente a terceros. Además de considerar su cxtinctón, la cual se produce por 

med10s nonnales y anormales. 

QUINTA.- La justicia administrativa es parte esencial del Estado de 

Derecho qu'-! nos rige. Es un medio eficaz para controlar y limitar los actos de autoridad 

que oca:-.i~mcn actos de molestia a los ciudadanos. 

SEXTA.- La garantía de legalidad consiste en que [as autonda.dcs sólo 

pu<:<lcn lw¡.;cr lo qui: b ky !e~ permite. lo que SI! traduce en yuc ta autoridad debe gobernar 

b;'.ljn la prémh,\' \fanJar 1.,hcdccicndo. 



SÉPTIMA.- Definimos al Tribunal Contenc10so Administrativo del Distrito 

Federal, como la unidad adscrita al gobierno del Distrito Federal, dotada de autonomía y 

plena jurisdíce1ón; es decir, imperium para decir el derecho a efecto de resolver 

controversias entre la Admmistración Pública del Distrito Federal y sus habitante, 

derivadas de actos administrativos de la autoridad que afecten intereses jurid1cos y 

legítimos de los gobernados. 

OCTAVA.- El Tribunal Contencioso Administrativo del Distrito Federal, es 

un órgano jurisdiccional especializado en impartir justicia administrativa de una fonna 

rápida, ágil, eficaz y gratuita al alcance de todos los ciudadanos, con el objeto de que éstos 

puedan reclamar los actos de las autoridades del gobierno del Distrito Federal que 

consideren ilegales o arbitrarios. 

NOVENA.- El marco jurídico aplicable al Tribunal Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal, lo componen los siguientes preceptos y 

ordenamientos: Artículo l 22 de la Carta Magna, la Ley del Tnbunal Contencioso del 

Distrito federal y el Reglamento Interior del propio Tribunal. 

DÉCIMA.- El Nuevo Procedimiento Contencioso Administrativo, es 

expedito y respetuoso de las formalidades. El Tribunal Contencioso Administrativo del 

Distrito Federal, cuenta con una Secretaria General de Asesoría y Defensoría, con el 

personal especializado con vocación de servicio, todos ellos, aunados conforman la 

defensa del ciudadano. 

DÉCIMA PRIMERA.- Los principios rectores que rigen al procedimiento 

contencioso admimstrativo son: Legalidad, igualdad de partes, defensa material, verdad 

material, escritura, publicidad, concentración, celeridad, lealtad y probidad. 



PROPUESTA3. 

PRIMERA.- Se derogue el Artículo 52 de la Ley del Tribunal Contencioso 

Admmistrativo del. D1~trito Federal, qut dispone: ''La,s. formas impresas de demar.da se 

proporcionarán por el Tribunal, el que tendrá personal suficíente :e.ara llenarlas con los 

datos que le proporcionen los interesados y con los que obtengan por cualquier medio de 

información de las autoridades administrativas del Distrito Federal a cuya área de 

atribuciones corresponda la materia del acto que se 1mpugna. 

Estos servicios serán gratuitos, así como los de asesoría y defensoria que 

propor~ione el Tribunal". 

Proponemos un cambio en lo relativo a las fonnas impresas de demanda, 

puesto que además de resultar absoletas~ se encuentran en desuso. 

SEGUNDA.- Se refonne el artículo 71 de la citada Ley del Tribunal, el cual 

a la letra dice: "Los testígos, que no podrán exceder de tres por cada hecho, deberán ser 

presentados por el oferente. Sin embargo, cuando estuviere imposibilitado para hacerlo, lo 

manifestará así bajo protesta de decir verdad y pedirá que se le cite. El Magistrado 

Instructor ordenará la citación con aperc1bímiento de arresto hasta por quince días o multa 

equivalente hasta quince días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, que 

aphcará al testlgo que no comparezca sin causa justificada o que se niegue a declarar. 

En caso que el señalamiento de domicilio de algún testigo resulte inexacto o 

de comprobarse que se solicitó su citación con el propósito de retardar el proced1miento, se 

impondrá al promovente una multa equivalente hasta treinta días de salario mínimo general 

v1gente en el Distrito Federal. en el momento de imponerse la misma, debiendo declararse 

desierta la prueba testimonial". 

Proponemos su modificación, por ser inconstitucional el antcnor prc.::c<.:pto: 

pu~sto que en su contenido se excede del plazo legitimado por nuestra Constitución 4ui: L'S 

ili.! 36 hor.:ts como límite, trat.índose de arrestos admimstratlvos. 



TERCERA.- Se reforme el artículo 83 de la Ley antes aludida, el cual en 

su parte conducente señala: Artículo 83: "El actor podrá acudir en queja ante la Sala 

respectiva) en caso de incumplimiento de la Sentencia y se dará vista a la autoridad 

responsable por el término de cinco días para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

Una vez cumplido el término de cinco días, la Sala resolverá sí la autoridad 

ha cumplido con los términos de la sentencia; de lo contrario la requerirá para que cumpla 

en un término de otros cinco días, amonestándola y previniéndola de que en caso de 

renuencia se le impondrá una multa de 50 a 180 días de salario mínimo general vigente en 

el Distrito Federal. 

Si la autoridad persistiere en su actitud, la Sala Superior resolverá, a 

instancia de la Sala respectiva, solicitar del Jefe del Distrito Federal, como superior 

Jerárquico, obligue al funcionario responsable para que dé cumplimiento a las 

detenninaciones del Tribunal en un plazo no mayor de cinco días; sin perjuicio de que se 

reitere cuantas veces sea necesario, la multa impuesta. 

Las sanciones antes mencionadas también serán procedentes, cuando no se 

cumplimente en sus ténninos la suspensión que se decrete respecto del acto reclamado en 

el juicio". 

El anterior precepto adolece de un plazo eficaz1 en caso de incumplimiento 

de la Sentencia. Los ténninos que se establecen no dejan de ser situaciones meramente 

fonnales, porque el hecho de reiterar la multa no dará como resultado una pronta 

resoluc1ón, sino por el contrario su procedimiento se tomara lento y burocrático. Es por 

ello, que consideramos que no existe un verdadero precepto que resuelva el 

incumplimiento de Sentencia. Por lo que proponemos que la sanción pecuniaria sea más 

que una multa de cuantía imsoria, ya que con ello las autoridades responsables no sólo las 

cumplinin más rápidamente: sino que auxiliarian con ello a la depuración de las mísmas. 

Trayendo como consecuencia un beneficio en lo que se refiere a la cahdad del órgano 

administrauvo en la JUSta impartición de justicia. 



ANEXO l. 

·1 ÍTU.O l. 
DE LA ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIA, 
CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES (ART. 1) 

CAPÍTULO 11. DE LA INTEGRACIÓN DEL TRIBUNAL (ART. 2-16) 

CAPÍTULO 111. DE LA SALA SUPERIOR (ARTS. 17-21) 

CAPÍTULO IV.DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL (ART. 22) 
CAPÍTULO v:DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL (ARTS. 23-24) 
CAPÍTULO VI. 

TÍTULO 11. 
DEL PROCEDIMIENTO 
CAPÍTULO l. 
DISPOSICIONES GENERALES (ARTS 25-32) 

CAPÍTULO 11. DE LAS PARTES (ARTS 33-35) 
CAPÍTULO 111. DE LAS NOTIFICACIONES Y 
DE LOS TÉRMINOS (ARTS. 36-45) 
CAPÍTULO V. 
DEMANDA Y CONTESTACIÓN. (ARTS. 50-57). 

CAPÍTULO VI. DE LA SUSPENSIÓN (ARTS. 58).­
CAPÍTULO VII DE LAS PRUEBAS (ARTS. 64-71). 
CAPÍTULO VIII. DE LA IMPROCEDENCIA Y 
SOBRESEIMIENTO (ARTS. 72-73) 
CAPÍTULO IX.DE LA AUDIENCIA (ARTS. 74-78) 
CAPÍTULO X. DE LA SENTENCIA (ARTS. 79-82) 
CAPITULO XI. CUMPLIMIENTO DE LA 
CAPÍTULO XII.DE LOS RECURSOS(ARTS.84-88) 
CAPÍTULO XIII. DE LA JURISPRUDENCIA 
(ARTS. 89-94) 

TRANSITORIOS (1-6). 



ANEXO 2. 

[ORGANIGRAMA 

PRESIDENTE DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LA SALA SUPERIOR. (5 MGSTDOS) 

SALAS ORDINARIAS (3), 3 MAGISTRADOS CADA UNA. 

CUANDO EL SERVICIO LO REQUIERE 
PODRÁN CREARSE SALAS AUXILIARES 3 MAGISTRADOS CADA UNA. 

1 SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS [ SECRETARIA DE COMPILACIÓN Y DIFUSIÓN. 

SECRETARIA DE COMPILACIÓN Y DIFUSIÓN. 

SECRETARIO DE ASESORÍA Y DEFENSORÍA JURÍDICA 1 DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA 

DIRECCIÓN ADMISTRATIVA. 
Y DEMAS FUNCIONARIOS QUE EL SERVICIO DE ESTE TRIBUNAL LO 

REQUIERA. 



ANEXO 3. 
NUEVO PROCEDIMIENTO DE LA LEY DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

DEL DISTRITO FEDERAL. 

FIRMADA TODA PROMOCIÓN. 

PRACTICA DILIGENCIAS 
(A CARGO SECRETARIOS Y ACTUARIOS) 

ACTUACIONES EN GENERAL 
(ESPAÑOL O TRADUCCIÓN) 

OPCIONAL AGOTAR OTRO RECURSO 
O l\lEDIO DE DEFENSA ANTES DE PROMOVER 

DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL. 

DEBERÁ DESISTIRSE EN CASO DE 
ESTAR USANDO OTRO MEDIO DE DEFENSA 
PREVIAMENTE ANTES DE OCURRIR AL 
TRIBUNAL. 

EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN ANTE ÉSTE 
ÓRGANO JURISDICCIONAL EXTINGUE EL 
DERECHO PARA PROMOVER OTRO MEDIO 
DE DEFENSA. 

LOS MAGISTRADOS IMPONDRÁN 
MEDIDAS DE APREMIO CONSISTENTES EN: 
J.- APERCIBIMIENTO O AMONESTACIÓN, 2.- AUXILIO 
DE LA FUERZA PUBLICA, 3.- MULTA $EQUIVALENTE 
180 VECES SMGVDF Y MULTIPLICARSE (REINCID.) 

4.- ARRESTO HASTA POR 24 HRS. 

NO HABRÁ CONDENACIÓN A COSTAS. 

SE DECIDIRÁN DE PLANO LAS CUESTIONES 
SIN SUBSTANCIACION SALVO LAS QUE 
TASCIENDAN EL RESULTADO DEL JUICIO. 

PARTES.- ACTOR, DEMAND. 3" PERJUD. 

NOTIFICACIONES Y TÉRMINOS. 

IMPEDIMENTOS. 

DEMANDA Y CONTESTACIÓN. 
SUSPENSIÓN. 
PRUEBAS. 
IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. 
AUDIENCIA 

SENTENCIA. 

CUMPLIMIENTODE SENTENCIA. 

RECURSOS. 
JURISPRUDENCIA. 
TRANSITORIOS. 



uadra~ésímo u, disposiciones <le la presente Ctrcubr se apllcarán a panir de ~·u (echa y hasta en 1an10 se expide y 
Jbltca el Reglamemo correspond1eme 

uadragésimo Primero .\ los uabs1adores que ocupen puestos de\ SECIC.~ ~ qu..: hub1t>~en sido de~1gnado,,; con ba-;e en 
¡S concursos realtz.ados con anteri,,nJ.id ¡¡ esta fec\ja, \e serán respe1ado; los derech,,, ,1dq,iindos. 

:uadragésimo Segundo Los Titular,:~ de IJs l,nida<les Adrrnmstrat1"as de ia Pr1xurJJur:J, d1fund1rán t:I rnmcnido de ta 
,resente Circular emre iDs ser,.·1ctúre~ pub\1(.os -de carrera adscritos a sus área~ 

\TENTAME:-..;TE, 
:iCFRAGlO E.F'ECT!VO :"lO REELECC\ON 
EL PROCVRADQR GENERAL 

L\C LORE'.\!ZO \1ANl'EL TH0\-1.\S TORRES 
RUBRICA. 

TRIBUNAL DE LO CO!'<"fENC!OSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL 

JURISPRUDENCIA No. l 

TERCERA EPOCA 

APROBADA Tu SESl0'1 DE LA SALA SUPERIOR DEL \6 DE. OCTUBRE DE 1997. 

''AGRAVtoS EN LA APELAClON, DESES'TlMAClON DE LOS. Si en e\ reeutso de apelación se hacen valer como 
agravios cuesuone~ que l'lO fueron planteadas o argumentadas en tos escritos d~ ,kmanda ylo conteslactón, son de 
desest\.ffiarse por no haber form:i.do pane de la llÜS, 

Igualmente, son de deses1unarse los agravios que no combaten los fundamentos legales y/o los monvos en los que la Saia 
ordin.uia apoyó la sentencia recurrida . ., 

R A. 474196-221196.- Pate actora. PROMOTORA INMOBI.LlARlA M.K .. S A. DE C V.- 12 de jumo 1996.­
Unaniroidad de e.meo vacos.- Ponente: Mag. \..1c. I-1.oractO Castellanos Couuño.- ~retano. Lic. Ramón Gonzálei. 
Sánchez 

R A. 58U9'>647/96.- Parre actora: AMEL!A CHAMLATI MALDONADO.- 3 de 3uho 1996.- Unanimidad de cmco 
veros• Po11cnic Mag.. Lic. V1ct0na Eugenia Qu1roz de Cmil!O.· s«retana: Lic. María Camllo Sáncf\et 

R A. \35J1%-\Y9\'%. PJ.rte acwra APRENDER PARA APRENDER, S A DE C.V - 19 de noviembre !996.­
l!na.nu:ntdad de cincQ •oto~ - Pon(!-n\e. Mag L1c Antoruo Casas Cadena.• Secret;,.rio· Uc. José Amado Clemente Z:i.yas 
Dommguez 

R,A. 1 \64/96-1385 % . Parte actora. SJMON HMENEZ OLVERA - 19 de Noviembre 1996.· Un;;mm1dad de cu1co 
\'Oto,; - Pone111c \1JI! L1c lfor:icrn C.l.:,ld\.l.nos CouliOo.• St"Crc-1.ano· Lic. Fehpe Unbe Rosaldo. 

P, ,\ \~.,: 'G", '-'·'J'- '>1- P,trre i.:Hir:-,, .\GUST!NA SALAZAR R1CO • 9 de enero de 1997 .• Unammidaó ó,: .:1nco 
vo,ws.- ?ont·nte M.1..: L11.. J..1tme •\rJ.11-1 Vcl.1.1.quel - !:>ccret.ma: lle, llo:i.s 8..rl-ll..,tire 'h.:!1.1rdv 



~ diciembre de !997 GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 

JL1USPRUEDENCIA '-io. 2 

TERCERA EPOCA 

ROBADA EN SESIQ'\; DE LA S.\L.\ Sl'PERlOR DEL t6 DE OCTCBRE !997 

139 

.,_TERES LEGIT11\10 \' FOR.\1A DE ACREOlT.\RLO.- Cuando un .:1cto de autoridad afecta dlfect:i. o 
iirectameme los derechos <l<! una per~ona füic:1 o moral, causándole agravw. y la ley la faculla para impugnarlo. se 
,figura el interés kgítrmo. qu.:: peüra acrl!d,1arse :isi1e este Tnbuna\ con cualquier documento legal o cualquier 

1
memo idóneo que compruebe fehac1enremenre que se trata de la agrav1aaa.~ 

¡. 532196-99{96 - Parte actora· MARlA. TERESA CARRILES VILLASEÑOR.- 5 de jumo de 1996.- Unanimidad de 
o votos - Ponente. Mag Lle Jaime Ara12.a Ve\ázquez - Secretana Ltc. Rosa Barzalobre P1chardo 

. 1031/96-715/96 - Parre ac!ora VILLA ROMANA. S.A. DE C Y.- 29 de octubre de \996.- Unanimidad de cinco 
os.- Ponente: Mag Ltc. Vicwna Eugenia Qu1roz de Carrillo.- Secretario: Lic. Daniel Raini!a Aquino . 

.\ 833/96-773/96 - Parte actora FERNANDO MONTES DÉ LA ROSA - 13 de noviembre de 1996,- Unanimidad de 
co vows.- Ponente Mag L1c Horacio Castellanos Couullo.- Secrerario Lic. Ramón González Sánchei.. 

\. l0l4f96-983t96 - Pane actora PROYECTO OE S!JR, S,A. DE C. V - 13 de noviembre de 1996.- Uoanirmdad de 
;o votos.• Ponente· !\-lag Lic Hor:i.c10 Castellanos Couüño.- Secretan::i: L,c. Ramón GonzáJez Sánchez. 

, l..1231%-1713196 - Pure actora ~EM!JE PUBLICIDAD, S.A.· 9 de enero de 1997.- Unanimidad cinco de votos· 
enle Mag Lic Antonio Casas Cadena - Secrecano_ Lic. José Moralés Campos. 

SECCION DE A 'v1S0S 

"GRUPO IMEQUIP", S.A. DE C.V. 

/\VISO DE DlSMINUCION DE CAPITAL 
G!M 9304!9 UK3 

.\SAM8LEA GENERAL EXTRAORDINARIA DE ACCIONISTAS DE ~GRUPO IMEQUIP~, S.A. DE C V., 
!:BRADA EL 2 DE OCTUBRE DE 1991, SE ACORDO REDUCIR SU CAPlTAL MlNIMO FUO A LA 
T!DAD DE SS0 000 00 

RESENTE Pl'RLIC\C\O:S,: SE HACE EN ATENCION A LO PREVISTO POR EL ARTICULO 9". DE LA LEY 
ERAL DE SOCJED·\DES MERCANTlLE.S. 

ATENTAMENTE 

JOSE A'lGEL DURON MIRANDA 
DELEGADO ESPECIAL 

P-L,'SRJCA. 



JUJU:SPRXJDENCU.. NTJMl!RO 3 

T&RC!!RA É:POCA 

1 NA L DE LO 
'ENCIOSO 
STRATIVO DEL APi\OBADA !.N Sl!:Sl'.ÓN PE LA SAt.A SUP!!RXOP- m: 1 O& OC'rUIIBJ: O& 1998, 
ITO FEDERAL 

'✓C:::: 

VI.S:I.'.r.A OOMIC:I.L:tl\lUA.. &N LA OaD&-t D& 'V4SU?A D'&SCN SJ::ÜALARS& &N 

FORMi\. EXFRXSA :!' J!:S!'&CÍJ':ICA LAS CON'l'lUBUCI:ONSS CUYA UVI.Sl:ÓN ES 

OB.J'E.'rO DE. LA, 

'r'P,XTfi: 

Lo.:; e1u::.c,.1,.1.dádes fiscales cornpeterite.s, para ce.rciora.r!le del 

._,,_¡';"¡_:.,U.:r,i"<::rit0 de las disposicior,es que rigen la materia, están 

i0~ulta~a3 ~ara vrdEnar y pxact1cai visitas domiciliarias a los 

.::::.nt.ril.íuy·i:::nt<;;;. L.:i. o.rden de vi:;ita que para tal efecto se emita, 

dcd::,c e:st.~.i: deClctamente fundada y motivada en cumplimiento a lo 

::::...:¡,:uc..:to en el articulo 16 de la Constitución Politi.ca de los 

Est:id-=-~ Ur.1dos Mexicanos, en relación con el diverso 82, 

f r~cci-:>n T, inciso e) del C6d:i.go Fin.::,.nciero del Distrito 

f~•:i,:,,:3.l; r,,0r 10 q1.1e debera expresarse de manera precisa su 

c,t-,j~t:r,, ~r sel'la\ar en forma específica y detallada úni.camente las 

r-:,-.,ntr1h1¡rjr;nes p1?r las que proceda la rl::"visi6n. Por lo tanto, es 

11-?.gal \a or'71-?.n. de visita domiciliaria qiJe contenga un listado 

,:,':'n-2'.t:i.c:o de cont:r:ibuciones, pues viola la gatantia de lege1lidad 

en el referido a.rticulo 16 Constitucional, 

r~Jaci0n:'l.do con el 82, fracción l, inc1.so e), del Códiao 

F1 r,,1nc:: Le.ro del DJ.strl to Federal. 



,noos~ -\ 
97 
INAL DE LO 

R.A.- 1713/96-2615/96.- Parte actora: Jl.J..EJANDRO GASCA LUNA.- 26 

de febrero de 1997 .- Unanimidad de c1r.co votos.- Ponente: Mag. 

L1c. An~on10 Casas Cadena.- Secretaria: Lic. José Amado Clemente 

L.ayas Uom1nguez. 

EN C ¡ os O K..A.- 18.21196-213!:1/96.- Parte actora: FORD MOTOR GOMPfu"D:'., S.A. 
STRATIYO DEL 
TO FEDERAL LJE. c.v.- 5 de marzo de 1997.- Unanimidad de cinco vot.os.-

E01,enL1:;: May. Li<.:. Vlct..vria Eugenia. Qui:r:oz de Car.clll.o.-

:3-c:v.i.éld.i.iv: :. ... ..::. María. Ca;:_.:illo Sáncbez. 

R.A.- lZ.2/97-28.33/96.- Parte actora: FERPAR GASTRONÓMICA, S.A. 

::L e. V. - 5 de: !rló:trzc de 1997. - Unanimidad de cinco votos. -

rcncnt.e: Uag. Li:::. Joime Araiza Velázquez.- Secreta.rio: Li.::. 

P.A.- 1,P4/96-21?3/96.- Parte actora: ANA ISABEL HACKl. DE 

i':0LM,n.NN. - 12 de marzo de 199;. - lJnanimidad de cinco votos. -

P:-n,;,nt<?: Ma9. Lic-. H0racio Castellanos Coutiño.- Secretario: 

ti,;:. Ramón Gonzh le 7, sanchez. 

R,,A.- 213/91-2529/96.- Parte actora: L. R. I.AMINAOOS !?Lfi.sTICOS, 

S.A. DE c.v.- 26 de jtinio de 1997.- Uoanimidad de cinco votes.­

Ponente: Mag. Lic. Antonio Casas Cadena.- Secretario: Lic. José 

Jvnado Clemente Zaya~ Dominquez. 

EL C. SECm!"r.ARI:0 ~ DE ACUE:ruJOS OE:L TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADM.INISTRATIVO DEI, DISTRITO f'EDE!AA.L Y DE SU SALA StJPElUOR, --------------
------------------------- e E R T I r I e A-------------------
QUE LA VOZ "/ TEXTO DE LA PRESENTE .J"ORISI"RtJilENCJ.A COINCIDE LI~E 
CON I.A APROBADA. E>OR LA SAl,A SUPm.IOR DE !:STE TRIBUNAL, EN SESIÓN PIENARL\ 
Cr:!. DÍA Su::TE DE OCTVB.Rz: D?: MIL NOV!:Cn::N'I'OS NOVENTA Y ~---1..-----------
:X~;. :I~~-T~ ooi~:-~--~~=:~==-rD~ ~~~-~ ___ M;_1:!_~~~:~~~ l. _., 

LIC. FELIP ' :/qSALDO 

J 
i 



TRIBUNAL PE. LO CONTENCIOSO ADMINISTRMXVO DEL DISTRITO ~RAL 

JURISPRUDENCIA NUMERO 4: 

TERCERA !:POCA 

U 1\ A i. DE LO 
TE~CIO~O 
JSTRATlVO DE L. APROBADA ?.N SESIÓN DE. LA. SAIA SU'Pl!:.RI.OR DE. 1 DE OC'l'iJBRJ!: DE 1998. 

!TO FEO ERAL 

FROPUES'I'.AS Dl!: 01!:CLARACZÓN. CONS'l'I'l'UY~ 8.E.SOLUC.ZONES FISCALES 

OUnT.I.TIVA.S LAS Q.Ul!:. NO l!!S'rt.N CONTZNIOAS !;N LAS roma...s O!'ICU!.!;S 

FUBLICAOAS nt LA GACE'l!A O!''ICI.AI. D!:I. DIS'rll'l'O n;o:!,RAL, AUNQUE LA 

AU'l'ORID.AD LAS DENOMIN!!. 

;s::Tc. 

!?ar d1spos1c16n del art1culo 30 del God.J..go Finar,c:-c:;;c ~-- ... 

E'is1:r1i:0 Fó?d~ral, la auto:odad fiscal podrá emitir propuestas de 

--J,=,.c1,::¡r,:¡c10n para facil it.;i¡; a los contnbuyentes el cumpJ 1m1ent.o 

•i":' rresi?r'tt:ar •ie,:::laraciones para -el 9ago di=:: sJJ.s cont.rib111:::iones; 

sQlo t.endran ~l c~ract.er de propuestas las 

r.0ntenid~is 1e.:n las far-mas o.f1c:i.oles aprobadas por la Secret.aría 

,je f1nan:as y publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito 

Fc~ieral. [,e manera que s1 la documental en la que se determine 

1rna otd1nac1on fiscal es diferente a las formas oficiales 

aoroba,:ias. aun cuando ccns1<:in~ qu<:: es una propuesta de 

.. - . -
"'u'>,.'_., 

•.l •.·1 ,,,.J. ;..,._-.., ,J:1.1.:r10:::: r".:.•.ll~.i 'v'-::l<:t..:..:¡ucz.- $,::-,.;:r;:'2:-Ldll.O: i..J.t.::, 

.. / ,,-'/ 

/ 

/ 
/ 



.R.A.- 212197-3029/96.- Parte- actora· JOSE ROCHA GARRIOO, SU 

S1JCESI.DN.- ¿':) de marzo ,:1>:: 1991.- i,.-,-~nl:'í'd.dad de cinco ·votos,­

F-onente: Maa. L1c. Ja1:r,e- .:i-.:a1:,a --~.o:::.q1.1~2.- Secreta.r10; Rosa 

UNALDELO 
TENCIOSO" 
llSTRATIVO DEL' __ ,. -

:ITO FEDERALo 

JJ, ·º· 
F _::.¡,,;:-;:,:: 

Lv::.i-.:,<:. .. -

•.Je cinco votos. -

je, c..,;vst.o de: 1996.- Ur,on:..rt.1dod a.e c1nco votos.-

P .. !1. .. - 914 1?7-1043/97.- Pa~te actora: ANDP.EA FERNÁNDEZ SÁNCHEZ DE 

0 ~:--i0s.- 18 d-e sept1.e!"l".b!"<? de l.9?7.- lfnan1m1dad de cir.;::o ·/otos.-

t:-,.....,,""'i"""": M3']. L1c. H0::8.,:-10 Castel 1-:.nos Co\\tiño. - Sec:r.et-3.rio: 

:., ,.. . \'.)"im0n r.:c,n::2, 1 l?z s;:,,n,;he2. 

EL C. SECRETARIO GENERAL DE ACUEFDOS DEt. TRIBUNAL DE 1,0 CONTENCIOSO 

ADMINISTRAl'NO OEL DISTR.ITO FEDERA!. Y DE SU SALA SUPERIOR, --------------
------------------------- e E R T' I F I e A -------------------
QUE L.A VOZ Y TEXTO DE LA PP.ESENTE JURISPRUDENCIA COlll'CIDE LI~ 
CON LA APROB:..nA. ~R LA SAI.A SU'P~IOR D!: Estt TR.IBUN>.L 1 .E:N SJ!:SIÓN PLENARZA 
DEL DÍA SIETE DE ocr~;;;itl~~ NOVECIENTOS NOVENTA y OCHQ"_i,>, ____________ _ 

ME:XICO' DISTRITO FED rsErs DE ~º~ DE Kit NOVEC~OS 

NOVEN'l'A Y OCHO.- DOY w·:::;_¡-------rl ----~----r~i------------
--~~--:_.,i-,J 1,'· ~..,, / 

l.~i , .:\,Ts~~~IPB. / .,É~~O:;J\LDO , 
e.o.a,,_ ,!o ,,.;;~

11
~(¡1U,I,, 

0 I $ "\:.~ ~ ~ ,cn.Ui 1 , 

~ ... G'U'-•aD'II 



Ir ~w 
'NA L DE LO 
ENClOSO 

TR.l:BtJNAl._O~ LO CONTENCI.OSO A.I:t-nN'I.STRATIVO DEL DISTRITO l'l!:.DERAL 

JURJ:SPRUOWCIA NUMERO 5 

STRATlYO DEL. APROBADA !.N S~SIÓN D!: LA SALA SUFi!.tuOP.. Di!'.. 1 oe OCTUBP-& D!: l998. 

TO FEDERAL 

SOBR!:SEDil"ENTO DEL JOXCIO, RESP!:.CTO Dfi JU!!: 01'! OOB:I!!RNO Dll 

DISTRITO FW~RAL Y OTRAS AUTOlUOAP~S DE LA ADM:INISTPACI.Ó~ 

PÚBLICA CENTRAl.,lZADA, PROCEDE Zl.,, 

TS/\TI-.. ': 

.::or <it.spi:sJr:::ión 01::l ar'.:.ículo 33, fracc1ón II, inciso a) de la 

Ley del Tribunal de lo Contencioso Administ.ratJ.vo del Distrito 

F'ed<?ral, tendrán el caracter de auto.ridades demandadas el Jefe 

de Gob1ernt:, del D1strJ.to Federal, los Sec:cetar:1.os del Ramo, los 

Li1rectores 1.~eneraies y .las autor1dades actnunl.st:i:ativas que 

lnterven,:ian dii:f?ctamente en la ::esolucion o acto administrativo 

i11,pucn~uas. t.n consecuencia, es procedente e-1 sobres-e1miento del 

,,,l,,_,.:1-0 t~speclo oe dichas autoridade.s, .si en la resolucion o 

"'<:·t..~, un~•1J•Jr1acws 110 J1ay con.st¿¡,ncia expresa de su 1nc.erve.nc:i.on. 

P, ,\ ,n ~ 1 ~•~- l <t> ! / ?tS. - Parr.e actora: GESTiílN Y TEC/.J<?LOGÍA, S. C. -

, k 1' ,1. t ,:,,J-,t.:. •J<-? l ~915 - Unanimidad de c1nctJ votos - Ponen ce: 

J.1 ,rn111<1 C¡,s:is C-a.ciena.- Secretc:1r],,;: Lic. ,Jose Amado 

'1,· .. ;_¡,,,~,q,; __ P1:·r,:, ~,r0r,1· SJllfT, 'T'p,rr:r,.n P:F'T,T,t'':- J? -i-? 



Horaclo Castellanos cout.1.ño.- Secretario: Lic. Felipe Uribe 

Rosaldo. 

¡,_, A. - 1Jd4/~b-1448/90,- Fa.rte acto.ca: CARLOS .R.t:lSSENWEBER 

<....:MAv .t.'.L. - l ¿ de marzo de 199 7. - 1Jnan rnndad oe cinco vot.os. -

1k~T~Joº 6E1 fcon;;;nt.e: Mag. Lic. hoi::acio Castellanos Coutiño.- Secret.ai::io: 

O FEDERA L, L.1.c. fel 1pe Ur .1.be Rosa ldo. 

i-',J,.- ·H/97-154.4/96.- F,:11.te actora: GRANDES SUP\:.RFICIES DE 

1,1Exrcc, s. A. DE e. v. - 18 Je marzo de 1997. - Unanimidad de cinco 

:0l:.0,5.- FunE::nts::: Mag. Lü:. Victoria Eugenia Quiroz de Car.rillo.-

8ec18taxio: Lic. Maria Carrillo Sénchez. 

R.!\.. - -15.2/ 97-3515/ 96, - Fw..rte actora: LUZ TRINIDAD GONZÁLEZ V!UDA 

DE: LARA. - 16 de junio de 1997. - Unanimidad de cinco votos. -

P0nente: Mag. Lic. Jaime Araiza Velázquez.- Secretario: Lic. 

~0~~ BArzalobre Pichardo. 

EL C. SZCBE't.ARIO GEm:RAL PE ACUERDOS DEL TR!BVNAL DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FED?:RAL Y DE SU SALA SUPERIOR, --------------
------------------------- e E R T I F I e A-------------------
QUE LA VOZ Y TEXTO DE LA PRESENTE JURISPRUDENCIA CODICIDE LITERALMENTE 
CON LA APROBAOA. POR LA SALA SUPERIOR DE ESTE TR.r.BUNAL, EN SESIÓN PLENARIA 
D.l!:I. DÍA SIETE DE OCTUBFlE DE MIL NO'VECIENTOS NOVENTA tOCHO.-------------­
MEXICO, DISTRITO .FEDERAL, A DIECISÉIS DE NOVI.EM3R!: MIL NOVECIENTOS 

NOVEl'TA y OQiO. _ DOY FE. -----------rt------(_::-r3- __ ) ___________ _ 

LIC FELIPE~Wiá¡·/osAI.OO 
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' 
GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 10 de abnl de 1995 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL 

Jurisprudencia No. 26. Aprobada en sesión de la Sala Superior de 15 de marzo de 1995. 

'.SOLUCIONES ADMINISTRATIVA~ EMITIDAS co~ 
:--lDAMEN'fO EN LEYl:.S FEDERALES POR LAS AU­
RIDADES DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO 
)ERAL EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO AD· 
'1!STRA TIVO DEL DISTRITO FEDERAL ES COMPE­
-n·:t:: PARA CONOCER DELOS JUICIOS €N CONTRA 
LAS,- En los térrrunos de la fr:ac.c1ón I del artículo 21 de la 
del Tribuna! de !0Contc:nc1oso Admm1strat1vode! Distrito 
e1al este órgano Junsd1cc1onal es competente para cono· 
1e los Juicios en contra cie las rcso\uc1ones adm.mtstrativas 
e las que se encuentran las multas adrrunistrat1vas que las 
,ndades del Departamento del Distnto Federal dicten, 
:nen. eJecucen o traten de CJeCUtar en agravio cie los 
icuiares, móependi.entcmentc que ~engan s.u fundamento 
~yes federales•·. 

✓-103 l/93-853/93.- P~actora:?APELERA INTERCON­
Ei'ff AL. S.A. y PAPELERA TIGER. S.A.- 9 de febrero 
J.- Mayoría de4 votos.- Ponente: Mag. Lic. Vict0riaEugerua 
:-oz de Camilo.- Secretario· Lic. Daniel Ratnua Aqwno. 

✓-l4Slt9'.H6ó6/93,- Parte actora: ALMA ROSA SIE­
\ DOMINGUEZ. 23 de Mano 1994.- Mayorfa 4 votos -
eme: Mag. L1c Victona Euge .1a Quiroz de Carrillo. 
·eLano: Lic. Daniel í<.arrula Aquino. 

RRV-333,/94-68/94- Parte actorn· DEL!\llRO ANfO~ 
DA CASA.- J 8 de mayo! 994 · Unanimidad de: vmos.- Pt1nen­
te: Mag. Lic. Pedro Ennque Ye!a~co Albin - Secret.mo L1i.: 
L.ui, Gómez Salas. 

RRV-483/94-321/94.- Pane actora: BAÑOS ACA\'ULCO 
DE SAN RAFAEL, S.A. 22 de: JUnio !994.- Mayuria de 4 
votos.- Ponente. Mag. Lic. ?edro Enriqu:- \/e\a;,co Albm • 
Secretario: Lic Martha Aneaga M.annque. 

RRV-542/94-215/94- Parte actora. ALBERCAS Y BAÑOS 
GRANADA, S.A.- 29 DEJUNlO 1994 -M.:iyo-ría de 4 voto!..­
Poncme: Mag. Ll.c. JairneAr,m.a Velázque; .. - Secretano Lic. 
Laura En'ulia Aceves Gut.iérrez. 

LA SECRETARIA GENERAL DE ACl!EROOS DEL 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATI• 
VO DEL DISTRITO FEDERAL. CERTIFICA QUE EL 
TEXTO DE LA JURISPRUDENCIA ESTA TOMADO 
LITERALMENTE DEL APROBADO POR LA SALA 
SUPERIOR EN SESION DEL 15 DE MARZO DE 1995.­
MEXICO. DISTRITO FEDERA!. A CUATRO DE ABRIL 
DE 1995.- LlCENClADA MARTHA ARTEAGA 
MANRIQUE.· DOY FE. M"RTHA ARTEAGA .\.1 
Rübnca. • 
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